
1Criterios jurisprudenciales en materia de alimentos – Juan Andrés Orrego Acuña

1 Fecha de última modificación: 28 de julio de 2025.2 Profesor de Derecho Civil.3 En total, se revisan 26 sentencias, conforme al siguiente desglose por tribunal y año: Corte Suprema (11); Corte deSantiago (4); Corte de Valparaíso (4); Corte de Arica (1); Corte de Antofagasta (1); Corte de Copiapó (2); Corte deConcepción (1); Corte de Temuco (1); Corte de Valdivia (1); y Corte de Punta Arenas (1). Año 2006 (1); año 2007(1); año 2009 (1); año 2010 (1); año 2011 (7); año 2012 (13); año 2024 (1).4 En relación con esta materia, hemos incluido una extensa nota, en la que aludimos a sentencias que habíamoscompilado al publicar el libro “Los Alimentos en el Derecho Chileno”, Santiago de Chile, Editorial Metropolitana,segunda edición ampliada, año 2009.

CAPÍTULO I: CRITERIOS JURISPRUDENCIALES RECIENTES,EN MATERIA DE DERECHO DE ALIMENTOS1
Juan Andrés Orrego Acuña2

Seguidamente, se revisan sentencias recientes3, en las que se exponen diversos criterios dela Corte Suprema y de algunas Cortes de Apelaciones, conforme a los cuales se han resueltocausas atinentes al derecho y obligación de alimentos, sea que esta materia haya sido la cuestiónprincipal debatida en autos, sea que indirectamente una o ambas partes hayan invocadodisposiciones legales concernientes a la misma, y la respectiva sentencia las consideró en ladecisión del asunto.Las sentencias se pronuncian acerca de las siguientes materias:- Cuidado personal de los menores y cumplimiento de la obligación de alimentos.- Obligación de proporcionar alimentos por parte de los abuelos del alimentario4.- Demanda de alimentos promovida por el propio obligado al pago de la pensión alimenticia.- Medios idóneos para probar que se pagó la deuda de alimentos y procede en consecuencia quese deje sin efecto la orden de arresto decretada en contra del alimentante.- Fijación de los alimentos en un porcentaje de los ingresos del alimentante, desconociéndose sinembargo el monto exacto de éstos.- Exigencias que debe cumplir la sentencia que decreta el aumento de la pensión alimenticia.- Posibilidad de demandar en la actualidad al conviviente del alimentante, para que respondasolidariamente del pago de la pensión de alimentos.- Alcances de la norma que confiere legitimación activa al padre o madre que vive con los hijosalimentarios, siendo estos mayores de edad.- Distribución entre los padres, de la obligación de proporcionar alimentos a sus hijos comunes.- Determinación del momento a partir del cual rigen los alimentos definitivos. Criterios pararesolver vigencia de los alimentos provisorios y definitivos, cuando el monto de unos y otrosdifiera.- Determinación de la pensión de alimentos, cuando algunos hijos viven con el padre y otros hijosviven con la madre.- Prestaciones que deben considerarse para determinar que la pensión de alimentos no excede delmáximo legal.- Condiciones para que el hijo mayor de edad tenga derecho a reclamar una pensión alimenticia.



2Criterios jurisprudenciales en materia de alimentos – Juan Andrés Orrego Acuña

- Alcances de la presunción del artículo 3º de la Ley N° 14.908, en cuanto a poseer el demandadorentas suficientes.- Transmisibilidad o intransmisibilidad de la obligación de alimentos.- Condiciones para acoger un recurso de amparo para dejar sin efecto orden de arresto decretadacontra el alimentante.- Análisis de la prueba rendida por las partes como prepuesto necesario para que el Juez,conforme a las reglas de la sana crítica, arribe a sus conclusiones.- Presupuestos para acoger una demanda de cese o rebaja de pensión de alimentos.- Límite del 50% de las rentas del alimentante y su armonización con la obligación deproporcionar alimentos a varios hijos, en términos tales de no discriminar el alimentanteprefiriendo a unos sobre otros.- Acerca de la obligación del Juez de Familia de pronunciarse sobre una transacción en materiade alimentos que se somete a su aprobación.- Apremios que pueden decretarse contra los abuelos deudores de pensiones alimenticias.- Oportunidades en que puede recurrirse al procedimiento extraordinario de traspaso de fondosprevisionales previsto en el art. 19 quinquies de la Ley N° 14.908.
I.- Sentencia de la Corte Suprema de fecha 18 de junio de 2012, autos Rol número 11.610-2011.
Normas legales decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículos 225, 226 y 228 delCódigo Civil; artículo 16 de la Ley número 19.968; artículo 55, inciso 3º, de la Ley deMatrimonio Civil; y Convención sobre los Derechos del Niño.
Cuestión medular: alcances del artículo 225, inciso 3º del Código Civil, que priva del cuidadopersonal del hijo, al padre o madre que no hubiese contribuido a su mantención mientras estuvobajo el cuidado del otro padre, pudiendo hacerlo. Comparación entre el artículo 225, inciso 3º delCódigo Civil, y el artículo 55, inciso 3º, de la Ley de Matrimonio Civil.
Conclusión de la Corte: el juez del fondo puede atribuir el cuidado personal del menor a uno delos padres, aunque éste adeude alguna suma por pensiones alimenticias. Norma del artículo 225del Código Civil no tiene la rigidez de aquella contemplada en el artículo 55, inciso 3º, de la Leyde Matrimonio Civil.
1.- Ante el 1º Juzgado de Familia de San Miguel, el padre de un menor dedujo demanda contra lamadre de dicho menor, solicitando que se le conceda el cuidado personal de su hijo D. T. L.,nacido en enero de 2005. A la fecha de la demanda, el menor se encontraba habitando laresidencia de su padre, en virtud de un acuerdo privado con la madre.
2.- Por sentencia de primer grado de 19 de agosto de 2011, se acogió la demanda, declarándoseque el menor deberá permanecer al cuidado del padre, reconociéndole a la demandada el derechoa mantener una relación directa y regular con su hijo.
3.- Se alzó la parte demandada y una de las salas de la Corte de Apelaciones de San Miguel, porfallo de 21 de octubre de 2011, confirmó el de primer grado.
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5 El artículo 225 del Código Civil regula el cuidado personal de los menores, si los padres vivieren separados. Esteartículo tenía el siguiente tenor, a la fecha en que se dictó la sentencia (el énfasis es nuestro): “Si los padres vivenseparados, a la madre toca el cuidado personal de los hijos. / No obstante, mediante escritura pública, o actaextendida ante cualquier oficial del Registro Civil, subinscrita al margen de la inscripción de nacimiento del hijodentro de los treinta días siguientes a su otorgamiento, ambos padres, actuando de común acuerdo, podrándeterminar que el cuidado personal de uno o más hijos corresponda al padre. Este acuerdo podrá revocarse,cumpliendo las mismas solemnidades. / En todo caso, cuando el interés del hijo lo haga indispensable, sea pormaltrato, descuido u otra causa calificada, el juez podrá entregar su cuidado personal al otro de los padres. Perono podrá confiar el cuidado personal al padre o madre que no hubiese contribuido a la mantención del hijomientras estuvo bajo el cuidado del otro padre, pudiendo hacerlo. / Mientras una subinscripción relativa alcuidado personal no sea cancelada por otra posterior, todo nuevo acuerdo o resolución será inoponible a terceros.”Como se expone más adelante, en el capítulo que concierne a la jurispruedencia relativa al cuidado personal de losmenores, el precepto transcrito fue moddificado por la Ley número 20.680, publicada en el Diario Oficial de fecha21 de junio de 2013.6 El artículo 16 de la Ley número 19.968 consagra el interés superior de los menores como uno de los principios de laLey sobre Tribunales de Familia: “Interés superior del niño, niña o adolescente y derecho a ser oído. Esta ley tienepor objetivo garantizar a todos los niños, niñas y adolescentes que se encuentren en el territorio nacional, elejercicio y goce pleno y efectivo de sus derechos y garantías. / El interés superior del niño, niña o adolescente, y suderecho a ser oído, son principios rectores que el juez de familia debe tener siempre como consideración principalen la resolución del asunto sometido a su conocimiento. / Para los efectos de esta ley, se considera niño o niña atodo ser humano que no ha cumplido los catorce años y, adolescente, desde los catorce años hasta que cumpla losdieciocho años de edad.”

4.- En contra de esta última decisión, la parte demandada dedujo casación en el fondo, conformea los siguientes argumentos: la sentencia recurrida infringió los artículos 2255 del Código Civil y16 de la Ley número 19.9686. La primera disposición, al no respetar la preferencia de la madre dedetentar el cuidado personal de sus hijos en caso de separación de hecho, más aún cuando en losautos no se acreditó inhabilidad de la madre ni maltrato, descuido u otra causa calificada. Expresaademás que es un hecho de la causa que el actor tiene una deuda de alimentos por haberincumplido grave y reiteradamente la obligación de pagar la pensión decretada a favor del menorde autos. Respecto de la segunda disposición legal, sostiene que la opinión del niño debió serescuchada y que al no haberse acreditado inhabilidad de la madre debió aplicarse el principio deinterés superior del niño para concluir que el cuidado personal del menor debía mantenerse acargo de ella.
5.- Se dejó constancia en la sentencia impugnada de los siguientes hechos:● Por medio de declaración jurada suscrita por la demandada el 22 de junio de 2010, ésta entregóel cuidado personal de su hijo a la abuela paterna por los días lunes a viernes, y al padre ydemandante por el día sábado.● A la fecha de la sentencia de primer grado, el niño llevaba varios meses viviendo con su padre,siendo la abuela paterna la que colaboraba con los cuidados del menor, quien se encuentra insertoen el sistema educacional, contando el padre con los recursos económicos, afectivos y familiaextendida para mantener a su cargo satisfactoriamente a su hijo.● Se tuvo a la vista liquidación de pensión de alimentos realizada en una causa del año 2006, enque el actor aparece con una deuda de $ 1.854.065.-, con un total de depósitos de $ 4.865.546.-● Sobre la base de los hechos reseñados, con el mérito de los informes proteccionales con énfasisen competencias parentales efectuados a ambos padres, los sentenciadores recurridosconsideraron que “si bien no se encuentra totalmente acreditado que exista inhabilidad por partede la madre para ejercer el cuidado de su hijo, una interpretación armónica de las normas sobrecuidado personal y de la Convención de los derechos del Niño nos hace estimar que actualmente
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7 El artículo 55, inciso 3º, de la Ley de Matrimonio Civil, permite al cónyuge demandado de divorcio, el solicitar quela demanda sea rechazada, a pesar de haber transcurrido el plazo de cese de la convivencia previsto en la ley, cuandoel actor no hubiere cumplido con la obligación alimenticia que se le había impuesto en favor del cónyuge demandadoo de los hijos comunes: “Habrá lugar también al divorcio cuando se verifique un cese efectivo de la convivenciaconyugal durante el transcurso de, a lo menos, tres años, salvo que, a solicitud de la parte demandada, el juezverifique que el demandante, durante el cese de la convivencia, no ha dado cumplimiento, reiterado, a su obligaciónde alimentos respecto del cónyuge demandado y de los hijos comunes, pudiendo hacerlo.” Cabe consignar que aún

el menor D.A.T.L. se encuentra en mejores condiciones bajo el cuidado de su padre, teniendopresente para ello que aparece conveniente estabilizar su situación habitacional”.
6.- La Corte Suprema, después de aludir a los artículos 225, 226 y 228 del Código Civil, yreferirse a las causales que pueden afectar a los progenitores e impedir el ejercicio del cuidadopersonal respecto de sus hijos, manifiesta que “El legislador señaló causales específicas envirtud de las cuales es dable modificar la norma legal, contenida en el mencionado artículo 225,pero también consagró una causal genérica: ‘otra causa calificada’; es decir, quedó entregadoal juez del fondo, en cada caso concreto, determinar si es conveniente para el niño privar a lospadres de su cuidado para entregarlo a un tercero.” (o al otro de los padres, agregamosnosotros). Se tiene presente también el artículo 42 de la Ley de Menores, que para los efectos delartículo 226 del Código Civil, detalla los casos de inhabilidad de los padres. Agrega luego “Quesi bien el cuidado personal de los hijos corresponde a la madre cuando los padres vivenseparados, una interpretación armónica de las normas citadas –como lo propone el fallorecurrido- permite concluir que el juez de la causa puede modificar la regla del artículo 225 delCódigo Civil y privar a la madre de dicho cuidado, entregándolo al otro padre o a un tercero(…) al configurarse algunas de las situaciones descritas en los motivos anteriores que losinhabilitan para ello o porque el interés superior del menor así lo aconseje.” Consigna la Corteque “En la especie, no puede dejar de advertirse que fue un hecho establecido en la causa que lamadre del menor otorgó, mediante un documento notarial, el cuidado personal de éste al padre ya la abuela paterna, que existen sospechas de maltrato físico de ella hacia su hijo, que lasituación habitacional de la madre ha sido inestable cambiándose reiteradamente de domicilios,que el niño lleva –a esta fecha- más de un año viviendo con su padre y, finalmente, que oído elmenor manifestó que vive con su padre y abuela paterna, situación que dice gustarle.” Actoseguido, alude la Corte al principio del interés superior del niño, y afirma que los jueces delfondo han concluido de acuerdo al mismo, siendo necesario mantener al menor bajo el cuidadode su padre “en beneficio de su desarrollo social, afectivo y psíquico, teniendo especialmentepresente para ello, el extenso tiempo que ha permanecido con el actor en condiciones generalesde estabilidad”. Se hace cargo la Corte, a continuación, de la supuesta infracción al artículo 225,inciso 3º, del Código Civil, razonando de la manera siguiente: “Que en lo referente a lainfracción a la segunda parte del inciso 3º de artículo 225 del Código Civil, en cuanto dispone:‘Pero no podrá confiar el cuidado personal al padre o madre que no hubiese contribuido a lamantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado del otro padre, pudiendo hacerlo’ (…) en laespecie, se ha establecido como hecho de la causa que el padre mantiene sólo una deuda porpensión de alimentos de un monto no significativo en comparación a sus aportes, lo que significaque el actor sí contribuyó a los gastos de su hijo mientras estuvo bajo el cuidado de lademandada y, por ende, que no estamos en presencia de una situación fáctica que justifique laaplicación de la prohibición alegada. No puede sino advertirse, en este mismo sentido, que laredacción de la norma en comento difiere de aquella usada por el legislador de la Ley deMatrimonio Civil en el artículo 55º inciso 3º7 que en materia de divorcio contempla la llamada
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cuando la ley expresa que no habrá lugar al divorcio si el juez verifica que el demandante incumplió su obligación dealimentos en los términos expresados “respecto del cónyuge demandado y de los hijos comunes”, no parecerazonable concluir que necesariamente debe haber incumplimiento respecto de ambos; bien puede ocurrir que nohaya hijos comunes, en cuyo caso el incumplimiento reiterado podría obviamente afectar sólo al cónyuge; o quehabiendo cónyuge e hijo alimentarios, se hubiere cumplido la obligación alimenticia respecto de uno e incumplidorespecto del otro; en ambos casos, la demanda de divorcio debiera rechazarse. A dicha conclusión arriba unasentencia de la Corte de Apelaciones de Concepción, de fecha 21 de diciembre de 2007, en la que se consigna lasiguiente doctrina: “Si bien la norma transcrita emplea la conjunción copulativa y, dando a entender que debe haberincumplimiento respecto de ambos alimentarios, la finalidad de la disposición, cual es, sancionar la infracción a laobligación de socorro y el principio de protección al cónyuge más débil, que debe siempre ser respetado en estasmaterias, conducen necesariamente a concluir que corresponde igualmente desestimar la demanda sea que elincumplimiento haya sido con el cónyuge o con los hijos comunes.” Mejor sería, en todo caso, para la mayor certezajurídica, que la ley dijese “respecto del cónyuge demandado o de los hijos comunes”. Tal redacción, creemos,responde al espíritu de la ley. Cfr. Kuncar Oneto, Andrés, “El divorcio unilateral ante el incumplimiento de laobligación alimenticia”, en “Estudios de Derecho Civil IV. Jornadas Nacionales de Derecho Civil, Olmué, 2008”,Carlos Pizarro Wilson (coordinador), Santiago de Chile, LegalPublishing, año 2009, pp. 173 a 193.8 La acción de alimentos se dirige contra el que por ley está obligado a la prestación, pero puede darse el caso de queel acreedor reúna más de un título para demandarlos (por ejemplo, ser hijo, tener un hermano y ser donante de una

‘cláusula de dureza’ que permite al juez no dar lugar a la acción de divorcio cuando el cónyugedemandante ha incumplido grave y reiteradamente el deber de alimentos. Por lo demás, setendrá presente que en autos existen antecedentes que demuestran que el período en que seconfigura la deuda por alimentos del actor coincide, en gran parte, con aquél en que el hijo seha mantenido bajo su cuidado personal como, asimismo, que existe una demanda de rebaja dealimentos (…) iniciada por el demandante y alimentante, cuya resolución está pendiente dedecisión”. El recurso, en definitiva, fue rechazado.
Pronunciada por la Cuarta Sala de la Corte Suprema, integrada por los Ministros señor PatricioValdés A., señoras Gabriela Pérez P., Rosa Egnem S., Ministro Suplente señor Juan Escobar Z., yla abogada integrante señora Virginia Cecily Halpern M. Redactor: Ministro Suplente señor JuanEscobar Z.
II.- Sentencia de la Corte de Apelaciones de Concepción de fecha 9 de mayo de 2012, autosRol número 129-2012.
Normas legales decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículos 232 y 326 delCódigo Civil; artículo 54-1 de la Ley número 19.968; y Convención sobre los Derechos del Niño.
Cuestión medular: ¿puede demandarse a uno solo de los abuelos del menor alimentario por falta oinsuficiencia de los padres?
Conclusión de la Corte: no corresponde que un Tribunal declare inadmisible una demanda dealimentos dirigida contra uno solo de los abuelos, sobre la base de no haber demandado también alos otros abuelos.
1.- Doña M. S. R. Q., en representación de su hijo menor, deduce demanda de alimentos menoresen contra de doña M. A. C., en su condición de abuela paterna del niño.
2.- El tribunal de Familia, por resolución de 7 de marzo de 2012, ordenó atendido lo dispuesto enel artículo 326 del Código Civil8, que debe relacionarse con el artículo 321 del mismo Código9,
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donación cuantiosa no rescindida ni revocada). El artículo 326 del Código Civil resuelve esta situación,estableciendo que el demandante sólo puede hacer valer su derecho en contra de uno de los obligados, conforme alsiguiente orden de precedencia: “El que para pedir alimentos reúna varios títulos de los enumerados en el artículo321, sólo podrá hacer uso de uno de ellos, en el siguiente orden:1º El que tenga según el número 5º.2º El que tenga según el número 1º.3º El que tenga según el número 2º.4º El que tenga según el número 3º.5º El del número 4 no tendrá lugar sino a falta de todos los otros.Entre varios ascendientes o descendientes debe recurrirse a los de próximo grado. Entre los de un mismo grado,como también entre varios obligados por un mismo título, el juez distribuirá la obligación en proporción a susfacultades. Habiendo varios alimentarios respecto de un mismo deudor, el juez distribuirá los alimentos enproporción a las necesidades de aquéllos. / Sólo en el caso de insuficiencia de todos los obligados por el títulopreferente, podrá recurrirse a otro.”9 El artículo 321 del Código Civil enumera (desde la perspectiva del potencial obligado) las personas que puedenreclamar alimentos. Se trata de la más importante fuente legal del derecho de alimentos: “Se deben alimentos:1º Al cónyuge;2º A los descendientes;3º A los ascendientes;4º A los hermanos, y5º Al que hizo una donación cuantiosa, si no hubiere sido rescindida o revocada.La acción del donante se dirigirá contra el donatario. / No se deben alimentos a las personas aquí designadas, enlos casos en que una ley expresa se los niegue.”10 El artículo 54-1 de la Ley número 19.968, alude al examen de admisibilidad que los Tribunales de Familia debenhacer de las demandas que se deduzcan ante ellos: “Control de admisibilidad. Uno o más jueces de los quecomponen el juzgado, realizarán un control de admisibilidad de las demandas, denuncias y requerimientos que sepresenten al tribunal. / Si en dicho control se advirtiese que la demanda presentada no cumple con los requisitosformales previstos en el artículo 57, el tribunal ordenará se subsanen sus defectos en el plazo que el mismo fije, bajosanción de tenerla por no presentada. / Con excepción de los numerales 8) y 16) del artículo 8º, si se estimare que lapresentación es manifiestamente improcedente, la rechazará de plano, expresando los fundamentos de su decisión.La resolución que la rechace será apelable en conformidad a las reglas generales. / El juez deberá declarar deoficio su incompetencia.”11 El artículo 232 del Código Civil dispone en qué casos, los abuelos deben asumir la obligación de alimentos, ensubsidio de los progenitores del alimentario: “La obligación de alimentar al hijo que carece de bienes pasa, por lafalta o insuficiencia de ambos padres, a sus abuelos, por una y otra línea conjuntamente. / En caso de insuficienciade uno de los padres, la obligación indicada precedentemente pasará en primer lugar a los abuelos de la línea delpadre o madre que no provee; y en subsidio de éstos a los abuelos de la otra línea.” Respecto a esta obligaciónsubsidiaria de los abuelos, citaremos a continuación otras sentencias pronunciadas en los últimos años, que resuelvenacerca de los alcances de este deber jurídico. En cuanto a la forma de distribuir la obligación alimentaria entre losabuelos, establece una sentencia de la Corte Suprema de fecha 21 de diciembre de 1971 la que, nos parece, es ladoctrina más justa: “La obligación alimenticia conjunta que, a falta o insuficiencia de los padres, pasa a los abuelos(…) por una u otra línea, no debe necesariamente ser ejercida simultáneamente en contra de todos éstos.Demandado en consecuencia uno de los abuelos, no puede pretender que, por estar conjuntamente obligados todos

interponer demanda en contra de quien corresponda, dentro de tercero día, bajo apercibimiento detenerse por no interpuesta, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 54-1 de la Ley número19.96810.
3.- En contra de esta resolución, se alzó la demandante, pidiendo se la enmiende, y se ordeneproveer la demanda, dando curso a los autos. Sus argumentos fueron los siguientes:● Señala que previamente se había demandado al padre del menor, en causa del año 2011, en laque se intentó por diversos medios dar con el paradero de éste, sin éxito.● El inciso final del artículo 326 del Código Civil, dispone que “Sólo en el caso de insuficienciade todos los obligados por el título preferente, podrá recurrirse al otro”; el artículo 23211 del
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los abuelos, deba paralizarse o suspenderse el juicio hasta que la demanda se dirija simultáneamente en contra detodos ellos; sin perjuicio del derecho del alimentante para alegar la existencia de otros ascendientes de su grado yque deben regularse los alimentos que se le exigen en relación con las facultades de todos los obligados conjuntos.En el juicio deducido en contra de uno de los abuelos pueden discutirse las facultades económicas de todos, no paraque la sentencia los obligue sin haber litigado, sino para que el fallo sea jurídicamente justo en la determinación dela cuota que incumbe pagar al efectivamente demandado.” (“Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas.Derecho de Menores”, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, año 2000, p. 166.) De esta forma, podemosconcluir que el abuelo demandado debe afrontar una parte de la pensión de alimentos, pero no toda ella, pues en elmismo grado, hay otros llamados por la ley a pagar alimentos. En el mismo sentido, en una sentencia de la CorteSuprema, de fecha 30 de noviembre de 2006, se reafirma que la obligación alimenticia que pasa de los padres a losabuelos, es simplemente conjunta, de manera que cada uno de los deudores ha de concurrir a ella sólo por su parte ocuota en la prestación. La acción se había interpuesto por la madre de dos menores, en representación legal de éstos,en contra de los dos abuelos paternos. Posteriormente, la demanda en contra del abuelo fue retirada por no haber sidohabido, subsistiendo la acción en contra de la abuela. La demanda fue acogida en primera instancia, y apelada lasentencia, la Corte de Apelaciones de Santiago la confirmó, pero con declaración que se aumentaba la pensión a unoy medio ingresos mínimos remuneracionales. La Corte Suprema, conociendo de un recurso de queja deducido por laparte demandada, concluyó: “Quinto: Que, en la especie, si bien la ley contempla y regula la forma y condiciones enque la obligación de prestar alimentos pasa de los padres a los abuelos, especifica claramente que se trata de unaobligación simplemente conjunta, entendiéndose por tal aquella en que cada uno de los deudores debe concurrirsólo a su parte o cuota de la prestación. Sexto: Que, conforme lo anotado, ha de concluirse entonces que losministros recurridos al elevar el monto de la pensión de alimentos, sin dar mayores fundamentos para ello ycondenar a la abuela paterna a una parte superior a la que le correspondía, sobre todo teniendo en consideraciónde que se trata, como ya se ha dicho, de una obligación simplemente conjunta y que a pesar que ambos abuelospaternos fueron demandados, en definitiva, sólo la abuela fue condenada, han incurrido en falta o abuso gravecorregible y enmendable por vía disciplinaria.” La sentencia dejó sin efecto de esta forma aquella pronunciada porla Corte de Apelaciones de Santiago, y confirmó la que se había pronunciado en primera instancia (“Leyes &Sentencias” número 31, Santiago de Chile, Editorial PuntoLex S.A., año 2006, pp. 23 a 25. autos Rol número 5.353-2006). En relación también al derecho subsidiario de requerir el cumplimiento de una obligación alimenticia a losabuelos, una sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago de fecha 10 de abril de 2006, establece que talderecho no puede haber nacido, si el padre ha pagado hasta el momento los alimentos provisorios fijados en el juicio,y sin haber probado en los autos que los alimentos decretados no son suficientes para solventar las necesidades de losmenores, circunstancia para lo cual no basta con estimar prudencialmente que una determinada suma de dinero esínfima e insuficiente, pues los alimentos deben ponderarse en relación a la realidad económica social que rodea alalimentario. Por lo demás, en el proceso aún no se ha dictado sentencia definitiva, por lo que rigen sólo los alimentosprovisorios, y ante ello, mal podría calificarse como de suficiente o insuficiente la prestación demandada en la causa.Que por las razones antes dadas, en la especie no ha nacido el derecho subsidiario de las alimentarias para requerir elcumplimiento de la obligación legal que en tal calidad pesa sobre la abuela paterna, por lo que no ha podidodecretarse su obligación de pagar alimentos, con lo cual, en el hecho, se está concediendo una doble pensiónalimenticia a las menores de autos, lo que es improcedente (“Leyes & Sentencias” número 16, Santiago de Chile,Editorial PuntoLex S.A.”, año 2006, pp. 87 y 88, autos Rol número 7.393-2005). En otra sentencia, tambiénpronunciada con fecha 10 de abril de 2006, pero esta vez por la Corte de Apelaciones de Concepción, se acogió lademanda deducida por tres nietos menores, en contra del abuelo paterno, sobre la base de los siguientes antecedentesy fundamentos: la madre de los menores, en representación de éstos, demandó inicialmente a los dos abuelospaternos y a la abuela materna, por la suma de $ 1.000.000.- Posteriormente, modificó y rectificó su demanda, en elsentido de dirigirla únicamente en contra del abuelo paterno. Este, al contestar la demanda, solicita su rechazo,afirmando que la obligación de proporcionar alimentos que recae sobre los abuelos es subsidiaria de la que la leyimpone a los padres; y que la actora no provee a la satisfacción de las necesidades de sus hijos, no obstante quepercibe una renta mensual superior a los $ 400.000.- Señala que tratándose de una obligación simplemente conjunta,es improcedente hacer efectiva la obligación alimenticia sólo sobre uno de los abuelos, el que sólo debe responderpor su parte o cuota en la deuda. Argumenta asimismo que no se ha establecido la imposibilidad de los padres paracontribuir a los gastos de los menores; y por último, que ha cedido, desde hace 7 años, el uso y goce de la casa quehabita la actora con sus hijos y que además cumple obligaciones alimenticias para con dos hijos suyos. Se acreditó enlos autos, sin embargo, que el padre de los menores había sido condenado al pago de pensión alimenticia en favor delos menores, obligación que no había cumplido, acumulando una deuda por este concepto de $ 12.591.630.- Seexpresa en el fallo “Que, en estas circunstancias, cobra aplicación el inciso final del artículo 3 de la Ley número
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14.908 (…) De acuerdo a este último precepto, la demanda debe dirigirse, en primer lugar, en contra de los abuelosde la línea del padre o madre que no provee, esto es en el caso sublite en contra de los abuelos paternos. Que lademanda de autos ha sido entablada en contra del abuelo paterno, debiendo entenderse que, a la luz de lo dispuestoen los artículos 326 y 232 del Código Civil, éste se encuentra obligado a proporcionar alimentos a sus nietosconjuntamente con la abuela materna, estando facultado el Juez para distribuir entre ambos la obligación enproporción a sus facultades. Que la Declaración Anual de Renta (…) formulada por el demandado (…) registra quela Base Imponible Global Complementaria de este contribuyente ascendió a $ 68.279.243.-, vale decir a una rentamensual superior a los $ 5.500.000.- Que, atendida la precariedad de las facultades económicas de la actora paracontinuar proveyendo a las necesidades de sus hijos y la solvencia del abuelo demandado, la que le permiteproporcionar, voluntariamente, alimentos a otros nietos, como lo ha acreditado en el proceso, se estima de justiciaimponerle la carga de contribuir a la satisfacción de las necesidades primordiales de sus nietos (…) con la suma de$ 400.000.- mensuales.” (www.legisnews.com, Boletín diario de Jurisprudencia Chilena, autos Rol número 574-2006). En otro fallo, de la Corte se Apelaciones de Temuco de fecha 4 de enero de 2006, se acoge una demanda dealimentos interpuesta por un nieto en contra de su abuela, no obstante no existir demanda formal previa en contra delprogenitor, de acuerdo a los siguientes supuestos: “Que la circunstancia reconocida por la propia demandada alcontestar la acción deducida en su contra, en cuanto a que el padre del menor de autos e hijo de ésta, se habría idoal norte desconociendo su paradero desde noviembre de 2002 (…) Que verificándose del mérito de los antecedentesque la demandada además de la pensión de viudez y orfandad que percibe, esta última por sus dos hijos menores,administra un local comercial que anteriormente le pertenecía y que actualmente se encuentra a nombre de una hijaresidente en Santiago y desvinculada de su explotación, lo que sin duda contribuiría a aumentar sus ingresos pese aque no se haya acreditado el monto percibido por esta administración, por lo que habiéndose acreditado comohecho de la causa que el menor alimentario de autos se encuentra en estado de necesidad y que la demandada en sucalidad de abuela materna contaría con ingresos para contribuir a su manutención aunque ello sea en una modestasuma (…) Se revoca la sentencia apelada (…) que rechazó la demanda de alimentos” (www.legisnews.com, Boletíndiario de Jurisprudencia Chilena, autos Rol número 2.483-2005). A su vez, en un fallo de la Corte de Apelaciones deValparaíso de fecha 19 de abril de 1991, se concluye que resulta improcedente acoger una demanda de alimentos encontra de los abuelos paternos del menor, sin antes establecer la capacidad económica del demandado principal, elpadre de los alimentarios (en la especie, se había demandado conjuntamente al padre del menor y a los abuelospaternos). Agrega esta sentencia que no se puede demandar por dos títulos en forma paralela, pues ello implicainfringir el artículo 326 del Código Civil, que regula el orden en que prefieren los títulos para demandar alimentos.(“GACETA JURÍDICA” número 132, Santiago de Chile, Editorial Jurídica Conosur Limitada-LexisNexis, p. 59).Otra sentencia, esta vez de la Corte Suprema, de fecha 28 de julio de 2008, anuló de oficio una sentencia del primerJuzgado de Familia de San Miguel, que había condenado al pago solidario de la pensión alimenticia al padre y alabuelo del actor. Sostiene la sentencia “Que del análisis de las disposiciones citadas (artículo 3 de la Ley 14.908 yartículo 232 del Código Civil) se desprende que la obligación de proporcionar alimentos que la ley establecerespecto de los abuelos, de una u otra línea, se encuentra supeditada a la verificación de los presupuestos que lamisma establece. En efecto, esta responsabilidad sólo puede reclamarse respecto de las personas indicadas, cuandolos alimentos decretados no fueren pagados o no fueren suficientes para solventar las necesidades del hijo, es decir,ante la falta o insuficiencia de los progenitores como principales y naturales obligados a la mantención de sus hijos.Que en este sentido, cabe tener presente que el padre del alimentario, compareció al juicio, asumiendoexpresamente la obligación alimenticia en disputa, pagando algunas de las pensiones correspondientes a losalimentos provisorios decretados en el mismo, resultando condenado por el fallo atacado, al pago de la pensiónalimenticia establecida por los jueces del fondo. Que de esta manera no puede sino concluirse que en la especie, nose cumplen los presupuestos que la ley ha previsto para efectos de hacer responsable de la obligación alimenticia alabuelo paterno, el demandado, puesto que no se configura el requisito básico consistente en la ausencia o falta deuno de los principales obligados al cumplimiento de la obligación de proporcionar alimentos al hijo, esto es, elpadre del alimentario; no evidenciándose tampoco, la situación de insuficiencia de la pensión de alimentos fijada,puesto que ello no ha sido el fundamento de la acción ejercida, ni ha constituido la cuantía de la misma, motivo dereclamo en tal sentido.” (www.legisnews.com, Boletín diario de Jurisprudencia Chilena, autos Rol número 3.025-2008). La sentencia, en definitiva, rechazó la demanda en contra del abuelo. Cabe consignar que el recurso decasación en el fondo promovido por la parte del abuelo condenado, rechazado por cuestiones formales, planteabatambién la ilegalidad del fallo recurrido, en cuanto había condenado solidariamente a los dos demandados al pago dela pensión de alimentos, situación no prevista en el artículo 14 de la Ley 14.908, norma que establece en qué casoscorresponde imponer una responsabilidad de esa índole. Por su parte, una sentencia de la Corte de Apelaciones deValdivia de fecha 6 de junio de 2007, ratifica que atendido el actual tenor del artículo 232 del Código Civil, “para
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poder demandar a los abuelos es necesario que se cumpla cualquiera de los requisitos que señala la norma: a) queel alimentante obligado por la ley a proporcionar los alimentos no pague éstos; o b) que los alimentos decretados nofueren suficientes (…) Que del análisis de la prueba rendida en la audiencia de juicio no se ha acreditadofehacientemente, para la procedencia de la acción dirigida en contra del abuelo paterno, que el padre de la menorse encuentre en la situación de la letra a) mencionada (…), esto es, que el obligado no pague éstos. Si bien pudieraestimarse que la pensión a que se obligó el alimentante hoy aparece insuficiente frente a los mayores desembolsosque irroga la menor (…), acorde con su edad, no es menos cierto que la demandante está en el derecho de solicitaral padre de aquella aumento de la pensión alimenticia (…), y sólo en caso negativo tendría la posibilidad deaccionar como lo ha hecho ahora en contra del abuelo paterno. Que en este mismo orden de ideas lo que debióacreditarse por la demandante es la carencia de bienes por parte del obligado principal de la pensión alimenticia yal efecto ninguna prueba se ofreció y le bastó a la actora con señalar que la suma de $ 50.000.- le es insuficientepara solventar los gastos relacionados con su hija y al no probarse ninguna circunstancia relativa a la capacidadeconómica de aquél que justificara la insuficiencia del título, no se ajusta a derecho la sentencia al condenar alabuelo paterno al pago de una suma de dinero.” (www.legisnews.com, Boletín diario de Jurisprudencia Chilena,autos Rol número 209-2007). En la misma línea, una sentencia de la Corte de Apelaciones de Concepción, de fecha 1de febrero de 2007, invalidó un fallo del Juzgado de Menores de Cañete, que admitió una demanda de alimentos encontra del abuelo de un menor, condenándolo al pago de un sueldo vital mensual, no obstante que en el juicio, sehabía controvertido la circunstancia de faltar el padre, obligado preferente. Lo anterior no se consideró en el auto deprueba. Por ello, razonó la sentencia, debía anularse lo obrado retrotrayéndose la causa al estado de dictar auto deprueba. Expresa la sentencia “Que (…) contestada que sea la demanda, si hay hechos sustanciales, pertinentes ycontrovertidos, el tribunal debe recibir de inmediato la causa a prueba y fijar los puntos sobre los que debe recaer.Que, en el caso de autos, el tribunal a quo no dio cumplimiento a esta exigencia pues a pesar de estar controvertidala circunstancia ya expresada, no la contempló en el auto de prueba, lo que perjudicó a las partes al dejarlos en laimposibilidad de rendir prueba sobre ese aspecto decisivo para sus pretensiones; pues según lo prescribe el artículo3 de la Ley número 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias, sólo cuando los alimentosdecretados no fueren pagados o no fueren suficientes para solventar las necesidades del hijo, el alimentario podrádemandar a los abuelos.” (www.legisnews.com, Boletín diario de Jurisprudencia Chilena, autos Rol número 2.415-2006). En cuanto a la misma hipótesis de una demanda deducida en contra del abuelo paterno, cuando es el padrequién no provee los alimentos, es necesario armonizar el artículo 232, que contempla el derecho a dirigirse en primerlugar contra el referido abuelo, con el artículo 326, inciso 2°. En efecto, si bien el artículo 232 consigna que entrevarios ascendientes, debe recurrirse a los de próximo grado, el artículo 326 dispone que entre los de un mismo grado,el juez distribuirá la obligación de proporcionar alimentos en proporción a sus facultades. Por ello, en la citadasentencia de la Corte de Apelaciones de Concepción de fecha 10 de abril de 2006, se resuelve que el abuelo paternose encuentra obligado a proporcionar alimentos a sus nietos conjuntamente con la abuela materna, estando facultadoel juez para distribuir entre ambos la obligación en proporción a sus facultades (“LEYES & SENTENCIAS” número16, Santiago de Chile, Editorial PuntoLex S.A., año 2006, p. 148). Así las cosas, si bien debe demandarse primero alos abuelos del progenitor que no provee los alimentos, esto no significa que sólo ellos deban afrontar la obligaciónalimenticia, salvo que sus facultades económicas y circunstancias domésticas así lo permitan. Al tenor de loexpuesto, en nuestra doctrina se formulan cuatro conclusiones (cfr. Gómez de la Torre Vargas, Maricruz, “El sistemafiliativo chileno”, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, año 2007):● Los abuelos no pueden ser demandados directamente sino cuando los alimentos decretados no fueren pagados o nofueren suficientes (artículo 3°, inciso 5°, de la Ley N° 14.908);● Cada abuelo responde de la obligación que no está cumpliendo o que cumple insuficientemente su hijo (artículo232, inciso 2°, del Código Civil);● La responsabilidad de los abuelos es subsidiaria, porque corresponde en primer lugar a los padres; y● Si el abuelo no cumple o cumple insuficientemente con la obligación alimenticia o no tiene los medios paraproporcionar alimentos a su nieto, la obligación pasará a los abuelos de la otra línea.12 El artículo 27, número 4º, de la Convención de los Derechos del Niño, regula en dicho instrumento internacional,

mismo cuerpo legal establece por su parte que “La obligación de alimentar al hijo que carece debienes pasa, por la falta o insuficiencia de ambos padres, a sus abuelos, por una y otra líneaconjuntamente”. Es decir, la ley ha regulado no sólo el caso en que un padre no se encuentre encondiciones de pagar la pensión alimenticia, sino que también cuando no se encuentre, o sea,falte. Esta interpretación es coherente con la Convención de Derechos del Niño en su artículo 27º,apartado 4º12 y con el artículo 16 de la Ley número 19.968. Añade la apelante que si el
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lo concerniente a la obligación alimenticia: “4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas paraasegurar el pago de la pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas que tengan la responsabilidadfinanciera por el niño, tanto si viven en el Estado Parte como si viven en el extranjero. En particular, cuando lapersona que tenga la responsabilidad financiera por el niño resida en un Estado diferente de aquel en que resida elniño, los Estados Partes promoverán la adhesión a los convenios internacionales o la concertación de dichosconvenios, así como la concertación de cualesquiera otros arreglos apropiados.”

fundamento de la resolución impugnada ha sido que no se ha demandado a todos los abuelos, sehace presente que la actora (y el menor) vive con los abuelos maternos del menor y que sedesconoce el domicilio del abuelo paterno. Además, el artículo 326 del Código Civil no exige quese demande a todos los ascendientes.
4.- La Corte razonó y concluyó en los siguientes términos:● Alude primero al artículo 54-1 de la Ley número 19.968, que contempla el control deadmisibilidad de la demanda y a los alcances del mismo.● La demanda cumple con las exigencias formales del artículo 254 del Código de ProcedimientoCivil y se presentó ante Tribunal competente.● La demanda, asimismo, no es manifiestamente improcedente. En efecto, se demandó a laabuela paterna del niño, en virtud del artículo 232 del Código Civil, por insuficiencia del títulocontra el padre. Según se desprende de los antecedentes acompañados a la demanda, aparece quecon fecha 2 de noviembre de 2011 la actora demandó de alimentos al padre del menor y luego dedos notificaciones fallidas, e instada dicha parte por el Tribunal a proporcionar antecedentessuficientes sobre el domicilio del demandado, no lo hizo, por lo que se tuvo por no presentadadicha acción por resolución de 15 de diciembre de 2011. Así, manifiesta la Corte, no se divisa larazón por la cual no se dio tramitación a la demanda presentada por la demandante con fecha 6 demarzo último.● Que no podía el Tribunal a quo exigir a la actora dirigir su acción en contra de otro(s)demandado(s), ya que ello, al igual que la insuficiencia o falta de título preferente, es un asuntoque se debe alegar y atañe al fondo de la cuestión sometida a la decisión del Tribunal, lo querefuerza la conclusión de que la juez debió pronunciarse derechamente respecto de la demandainterpuesta.● Que no está demás señalar que el interés superior del niño, niña o adolescente, es un principiorector que el juez de familia debe tener siempre como consideración principal en la resolución delasunto sometido a su conocimiento, no sólo al resolver el fondo del mismo, sino también en elaspecto procesal, lo que se materializa en autos al darle celeridad a la tramitación del juicio dealimentos deducido.● Que así las cosas, procede revocar la resolución en alzada por cuanto el control deadmisibilidad efectuado por el juez de primer grado no se ajusta a las reglas establecidas en elartículo 54-1 de la Ley número 19.968.
Pronunciada por la Cuarta Sala de la Corte de Apelaciones de Concepción, integrada por losMinistros señora Vivian Toloza Fernández, señor Renato Campos González y señor HadolffAscencio Molina. Redactora: Ministra señora Vivian Toloza Fernández.
III.- Sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago de fecha 26 de abril de 2012, autosRol número 1.550-2011.
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13 El artículo 3, número 1, de la de la Convención de los Derechos del Niño, consagra el principio del interés superiorde los niños (que en el marco de este instrumento, son aquellos que no han cumplido dieciocho años): “En todas lasmedidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales,las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será elinterés superior del niño.”14 El artículo 3º de la Ley número 14.908 establece una presunción, simplemente legal, en orden a disponer eldemandado de alimentos (cuando éstos se reclaman para su hijo menor de edad) de rentas suficientes para afrontar elpago de la pensión de alimentos: “Para los efectos de decretar los alimentos cuando un menor los solicitare de supadre o madre, se presumirá que el alimentante tiene los medios para otorgarlos. / En virtud de esta presunción, elmonto mínimo de la pensión alimenticia que se decrete a favor de un menor alimentario no podrá ser inferior alcuarenta por ciento del ingreso mínimo remuneracional que corresponda según la edad del alimentante. Tratándosede dos o más menores, dicho monto no podrá ser inferior al treinta por ciento de cada uno de ellos. / Todo loanterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 7º de la presente ley. / Si el alimentantejustificare ante el tribunal que carece de los medios para pagar el monto mínimo establecido en el inciso anterior, eljuez podrá rebajarlo prudencialmente. / Cuando los alimentos decretados no fueren pagados o no fueren suficientespara solventar las necesidades del hijo, el alimentario podrá demandar a los abuelos, de conformidad con lo queestablece el artículo 232 del Código Civil.”

Normas legales decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículo 3º de la Ley número14.908; artículo 232 del Código Civil; artículos 3º número 113 y 27 número 4 de la Convenciónde los Derechos del Niño.
Cuestión medular: ¿Puede demandarse de alimentos a un abuelo del menor, cuando el padre pagala pensión a que fue condenado, pero en forma parcial?
Conclusión de la Corte: es admisible la demanda de alimentos en contra del abuelo, ascendientedel padre que no cumpla íntegramente la pensión de alimentos a que está obligado, con elpropósito de que dicho ascendiente más remoto del menor, complete el monto que falte paracubrir las necesidades del alimentario.
1.- En causa provida ante el 3º Juzgado de Familia de Santiago, se condenó a don L. U. P. al pagode una pensión de alimentos en favor de su hijo menor de edad, por la suma de $ 409.967.-mensuales, reajustables según I.P.C.
2.- El alimentante no ha pagado en forma íntegra dicha pensión, enterando sólo la suma de$ 280.000.- mensuales, y por las diferencias se lo mantiene permanentemente con orden dearresto, dilatando su pago a través de cuotas, conducta permanente en el tiempo, lo que constituyeun incumplimiento grave a la obligación de pagar los alimentos a que se encuentra condenado.
3.- Ante el mismo Tribunal de Familia, la madre del menor dedujo demanda en contra del abuelopaterno, para obtener el pago del monto no enterado por el progenitor. Dicha demanda fuedesestimada por el mencionado Juzgado.
4.- Contra esa sentencia, se alzó la demandante. La Corte acogió su recurso, en base a lassiguientes consideraciones:● Que de los artículos 3º de la Ley número 14.90814 y 232 del Código Civil, se puede colegir quela obligación alimenticia recae en forma subsidiaria sobre los abuelos, y en primer lugar a los dela línea del progenitor que no provee, cuando los alimentos decretados no fueren pagados o no
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fueren suficientes para solventar las necesidades del hijo, o por la falta o insuficiencia de ambospadres o de uno de ellos.● Que la Convención de los Derechos del Niño, vigente en Chile desde el 27 de septiembre de1990, consagra en su artículo 3º, número 1, el denominado “interés superior del niño”, y en elartículo 27 número 4 indica que “Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadaspara asegurar el pago de la pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas quetengan la responsabilidad financiera por el niño”.● Que ha quedado demostrado que el padre del menor no ha dado íntegro y oportunocumplimiento de su obligación de enterar alimentos a favor de su hijo.● Que concurre en la especie un caso de insuficiencia que permite exigir al ascendiente másremoto, el abuelo paterno, que pague alimentos a su nieto, el cual debe responder de acuerdo asus facultades económicas.● Que el (abuelo) demandado cuenta con medios que le permiten vivir de manera adecuada, noobstante el nivel de endeudamiento que presenta. Además, le señaló a la consejera técnica delTribunal que estaba en condición de aportar una suma aproximada a $ 195.000.-● Se revoca en consecuencia la sentencia apelada de fecha 5 de julio de 2011 en cuanto rechazala demanda de alimentos interpuesta en contra de don L. U. C. (abuelo del menor), y se declaraen cambio que se la acoge y se lo condena a pagar a título de pensión mensual de alimentos afavor de su nieto, la suma equivalente a 1,5 ingresos mínimos mensuales remuneracionales.
Pronunciada por la Octava Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago, integrada por la Ministroseñora Gloria Ana Chevesich Ruiz, Ministro Suplente señora María Eugenia Campos Alcayaga yabogado integrante señor Jaime Guerrero Pavez. Redactora: Ministro Suplente señora MaríaEugenia Campos Alcayaga.
IV.- Sentencia de la Corte Suprema de fecha 4 de julio de 2011, autos Rol número 2.906-2011.
Normas legales decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículo 232 del CódigoCivil; artículo 67 de la Ley número 19.968; artículos 764, 765, 767, 772 y 783 del Código deProcedimiento Civil.
Cuestión medular: ¿Puede demandarse a un abuelo de los alimentarios, cuando el alimentante seencuentra cumpliendo su obligación alimenticia, aunque en un plazo adicional conferido por elTribunal de Familia?
Conclusión de la Corte: no es procedente la demanda en contra de un abuelo, si el alimentante seencuentra cumpliendo su obligación alimenticia; se desprende de la sentencia de la Corte deApelaciones de Santiago, que si se estimare que el monto que se paga por el alimentante no essuficiente para cubrir la totalidad de las necesidades de las alimentarias, sería necesario demandarde aumento de pensión, y acogida la acción y no pagándose el monto decretado, sería factibleaccionar contra los abuelos. La Corte Suprema no puede pronunciarse sobre la materia víacasación en el fondo, pues el determinar si es procedente la demanda de alimentos en contra deuna abuela de los alimentarios por falta o insuficiencia del padre que debe proporcionarlos, esuna cuestión de hecho que corresponde determinar a los tribunales del fondo.



13Criterios jurisprudenciales en materia de alimentos – Juan Andrés Orrego Acuña

1.- Por sentencia de fecha 30 de abril de 2010, el Primer Juzgado de Familia de Santiago acogióuna demanda interpuesta por la madre de las menores y en representación de las mismas, encontra de la abuela paterna de éstas. La demandada fue condenada a pagar una pensión dealimentos de $ 150.000.- mensuales.
2.- Se alzó la demandada, y la Corte de Apelaciones de Santiago, por fallo de fecha 27 dediciembre de 2010, revocó la sentencia apelada, rechazando la demanda. En esta sentencia, seestablecieron los siguientes hechos:● La madre de las dos menores alimentarias dedujo demanda de alimentos en contra de la abuelapor línea paterna de éstas, basada en que el padre de las niñas no ha pagado la pensión dealimentos a que está obligado, ascendente a $ 150.000.-, existiendo una deuda pendiente por esteconcepto.● El monto impago de las pensiones alimenticias, ascendente a $ 2.074.092.-, se pagó con lacantidad de $ 1.293.786.-, que su empleador ING le pagó directa y oportunamente a lademandante y que el Tribunal aceptó rebajar de tal cantidad y el resto, de $ 786.006.-, se autorizópagar en seis cuotas de $ 130.000.-, encontrándose actualmente al día en el pago de ellas.● Que sobre la base de tales hechos, la Corte de Apelaciones concluye que no se configuraba enla especie el presupuesto de la insuficiencia del alimentante, para imponer a la demandada lacarga de contribuir a la satisfacción de las necesidades de sus nietas, no bastando para estosefectos el simple retardo ocasional o circunstancial en que pudiera haber incurrido éste, alencontrarse en la actualidad al día en el pago de la obligación alimenticia.
3.- En contra de la decisión de la Corte de Apelaciones, la demandante dedujo recurso decasación en el fondo, que fue rechazado por la Corte Suprema conforme al siguienterazonamiento: los jueces del grado, en uso de las facultades que son de su exclusiva competencia–la ponderación de la prueba y el establecimiento de los hechos-, asentaron los elementos ydecidieron en la forma expuesta. Por tal razón, las alegaciones formuladas en el recurso, resultanimprocedentes, desde que ellas contrarían los presupuestos establecidos en segunda instancia,pretendiendo su alteración, toda vez que la recurrente se sustenta en la configuración delpresupuesto básico para accionar en contra de la demandada en su calidad de abuela paterna, alestimar la recurrente que quedó demostrada la insuficiencia del primer obligado al pago de losalimentos, lo que el fallo atacado desconoce. Tal planteamiento no considera que los hechos de lacausa son aquellos establecidos por los jueces del fondo en la correspondiente sentencia, una vezapreciada la prueba conforme a sus atribuciones privativas y los mismos sólo pueden sermodificados si existe infracción a las normas reguladoras de la prueba, lo que no ha sidodenunciado, lo que impide al Tribunal de Casación revisar y/o modificar los hechos conforme alos cuales ha sido resuelta la controversia.
Pronunciada por la Cuarta Sala de la Corte Suprema, integrada por los Ministros señor PatricioValdés A., señoras Gabriela Pérez P., Rosa María Maggi D., Rosa Egnem S., y el Ministro señorRoberto Jacob Ch. Redacción a cargo de la Ministra señora Gabriela Pérez P.
V.- Sentencia de la Corte Suprema de fecha 20 de junio de 2011, autos Rol número 1.911-2011.
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15 El artículo 323 del Código Civil establece en su inciso inicial el carácter “congruo” de los alimentos; en elsiguiente, alude a la educación básica, media y superior del alimentario como un derivado del cumplimiento de laobligación de alimentos: “Los alimentos deben habilitar al alimentado para subsistir modestamente de un modocorrespondiente a su posición social. / Comprenden la obligación de proporcionar al alimentario menor de veintiúnaños la enseñanza básica y media, y la de alguna profesión u oficio. Los alimentos que se concedan según el artículo332 al descendiente o hermano mayor de veintiún años comprenderán también la obligación de proporcionar laenseñanza de alguna profesión u oficio.”16 El artículo 332 del Código Civil contiene tres reglas: conforme a la primera, los alimentos son vitalicios, mientrasno cambien las circunstancias que justificaron establecerlos; la segunda, limita el plazo de vigencia de la obligación,tratándose de descendientes o hermanos; y la tercera, restablece el carácter vitalicio de la pensión alimenticia , aún enfavor de los descendientes y hermanos: “Los alimentos que se deben por ley se entienden concedidos para toda lavida del alimentario, continuando las circunstancias que legitimaron la demanda. / Con todo, los alimentosconcedidos a los descendientes y a los hermanos se devengarán hasta que cumplan veintiún años, salvo que esténestudiando una profesión u oficio, caso en el cual cesarán a los veintiocho años; que les afecte una incapacidadfísica o mental que les impida subsistir por sí mismos, o que, por circunstancias calificadas, el juez los considereindispensables para su subsistencia.”17 El artículo 32 de la Ley número 19.968, consagra, en los procedimientos incoados ante los Jueces de Familia, elsistema de la sana crítica para apreciar la prueba rendida, conforme a la tendencia general de nuestro legislador enlos últimos años: “Valoración de la prueba. Los jueces apreciarán la prueba de acuerdo a las reglas de la sanacrítica. En consecuencia, no podrán contradecir los principios de la lógica, las máximas de la experiencia y losconocimientos científicamente afianzados. La sentencia deberá hacerse cargo en su fundamentación de toda laprueba rendida, incluso de aquella que hubiere desestimado, indicando en tal caso las razones tenidas en cuentapara hacerlo. / La valoración de la prueba en la sentencia requerirá el señalamiento de los medios de pruebamediante los cuales se dieren por acreditados cada uno de los hechos, de modo de contener el razonamientoutilizado para alcanzar las conclusiones a que llegare la sentencia.”

Normas decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículos 232, 321 número 2, 32315
y 33216 del Código Civil; artículo 3º, inciso final, de la Ley número 14.908; artículo 32 de la Leynúmero 19.96817; y artículos 764, 765, 767, 772 y 783 del Código de Procedimiento Civil.
Cuestión medular: ¿puede demandarse alimentos a los abuelos paternos, cuando el padre no hasido a su vez demandado para que cumpla con su obligación alimenticia?
Conclusión de la Corte: es posible demandar a los abuelos paternos, aunque el padre no haya sidodemandado, cuando de los antecedentes de la causa se desprenden elementos que demuestran lafalta o insuficiencia de dicho padre, como primer obligado al pago de la pensión alimenticia.Dichos elementos, acreditados ante los jueces del fondo y apreciados conforme a las reglas de lasana crítica, no pueden volver a discutirse ante la Corte Suprema, atendido a que ésta es unTribunal de casación.
1.- Por sentencia de fecha 22 de noviembre de 2010, el Juzgado de Familia de Castro acogió lademanda de alimentos interpuesta por la madre de tres menores de filiación matrimonial, encontra de los abuelos paternos de éstos, quienes fueron condenados al pago de una pensión dealimentos ascendente a $ 30.000.-
2.- Se alzaron los demandados y por sentencia de fecha 4 de febrero de 2011, la Corte deApelaciones de Puerto Montt confirmó la sentencia apelada.
3.- En contra de este último fallo, los demandados dedujeron recurso de casación en el fondo, enel que formularon los siguientes planteamientos:
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● Se funda el recurso en la infracción de los artículos 232, 321 número 2, 323 y 332 del CódigoCivil; artículo 3º, inciso final, de la Ley número 14.908; y artículo 32 de la Ley número 19.968,argumentándose que los sentenciadores incurrieron en error de derecho al acoger la acciónintentada, desde que no se encuentra acreditada en autos la falta o insuficiencia del padre de losmenores para dar alimentos a sus hijos.● Sostienen los recurrentes que el padre es el primer obligado por la ley a proporcionar alimentosa sus hijos, y que los jueces del fondo no han dado aplicación a la norma del artículo 3º de la Leynúmero 14.908, al no haberse dictado previamente sentencia condenatoria en contra de éste, queestableciera una pensión alimenticia que sea insuficiente o que éste deje de cumplir, en términosde hacer procedente la obligación respecto de los ascendientes, la cual la ley sólo ha previsto enforma subsidiaria. Se alega que la ley contempla la posibilidad de presentar demanda, inclusodesconociendo el paradero del alimentante, y que establece además medidas para determinarlo,herramientas que la actora no ha empleado para emplazar al alimentante natural.● Se plantea también la vulneración del artículo 32 de la Ley número 19.968, argumentando quelos jueces del grado no han cumplido con las exigencias de la sana crítica en cuanto a hacersecargo de la prueba rendida en su integridad, indicando las razones tenidas en consideración pararesolver como lo han hecho. Lo anterior no se cumple adecuadamente en el caso sub-lite, puestoque se ha establecido la insuficiencia del padre con el mérito de prueba que no tenía esa aptitud.
4.- La Corte Suprema rechazó en definitiva el recurso de casación. En su sentencia, se consignaque se establecieron como hechos de la causa los siguientes:● La madre de los tres menores dedujo demanda de alimentos en contra de los abuelos paternosde éstos, basada en que el padre no ha podido ser habido, encontrándose fuera del país.● Los alimentarios tienen la calidad de hijos de filiación matrimonial y cursan estudiosuniversitarios, medios y básicos, respectivamente.● El grupo familiar de la demandante se compone además de un cuarto hijo, una lactante de seismeses, que no tiene la calidad de alimentaria. Aquella percibe ingresos por $ 90.000.-, másSubsidio Programa Puente por $ 37.000.- y ayuda de una hermana en los estudios universitariosde su hija mayor.● Los ingresos de los demandados alcanzan conjuntamente la suma de $ 150.000.- provenientesde sus pensiones, realizan labores de pastoreo y propias del campo, manteniendo algunosanimales para su consumo y no tienen mayores problemas de salud.● Las necesidades de los alimentarios, por su entidad y cuantía, no pueden ser satisfechas demanera completa y permanente por su madre.● El padre de los alimentarios, hijo de los demandados, no provee de ayuda económica parapaliar las necesidades económicas de sus hijos y no ha podido ser emplazado.● Que sobre la base de los hechos reseñados, los jueces del fondo estimaron que se configurabanlas exigencias legales previstas en los artículos 232, 321 número 2, 323 y 332 del Código Civil,para imponer a los demandados la carga de contribuir a la satisfacción de las necesidades de susnietos, atendida la circunstancia de que el primer obligado, el padre de los alimentarios, nocontribuye ni provee de ayuda alguna a su subsistencia, siendo insuficientes los ingresos que lamadre percibe para cubrir sus necesidades.
5.- Agregó el fallo de la Corte Suprema que cabía señalar que los jueces del grado, en uso de susfacultades que son de su exclusiva competencia –la ponderación de la prueba y el establecimientode los hechos-asentaron los elementos indicados y decidieron en la forma como se ha dicho. Portal razón, las alegaciones formuladas en el recurso, resultan improcedentes desde que ellas
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contrarían los presupuestos establecidos, pretendiendo su alteración, toda vez que los recurrentesdesconocen la existencia del presupuesto básico para accionar en su contra, esto es, la falta delprimero de los obligados al pago de los alimentos, que el fallo atacado sí consigna. Talplanteamiento no considera que los hechos de la causa son aquellos establecidos por los juecesdel fondo en la correspondiente sentencia, una vez apreciada la prueba conforme a susatribuciones privativas y los mismos no pueden ser modificados si no se denuncia y constatainfracción a las normas reguladoras de la prueba.
6.- Destaca el fallo de la Corte Suprema que tampoco se aprecia que la sentencia recurrida no sehaya sujetado a las normas y exigencias del sistema de la sana crítica. Por el contrario, concluyela Corte Suprema, de su lectura fluye que los sentenciadores han analizado las probanzasrendidas, expresando las razones en cuya virtud han arribado a las conclusiones que indican, noevidenciándose falta de motivaciones o fundamentos en este sentido, ni omisión alguna, respectode las probanzas allegadas al juicio.
Pronunciada por la Cuarta Sala de la Corte Suprema, integrada por los Ministros señor PatricioValdés A., señoras Gabriela Pérez P., Rosa María Maggi D., Rosa Egnem S., y el abogadointegrante señor Patricio Figueroa S. Redacción a cargo de la Ministra señora Gabriela Pérez P.
VI.- Sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago de fecha 21 de agosto de 2012, autosRol número 43-2012.
Normas legales decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículo 3º, inciso 5º, de laLey número 14.908; y artículo 232 del Código Civil.
Cuestión medular: presupuestos que deben cumplirse para que la obligación alimenticia de losabuelos se haga exigible, cuando ambos padres contribuyen a la satisfacción de las necesidadesde los menores alimentarios. Por otra parte, ¿puede demandarse directamente a los abuelos, o esnecesario haber accionado previamente contra el padre que no provee alimentos en la cuantíanecesaria conforme a las necesidades de los menores alimentarios?
Conclusión de la Corte: la obligación alimenticia de los abuelos sólo es exigible en la medida quelos ingresos de ambos padres no sean suficientes para cubrir las necesidades de los menoresalimentarios. En el caso de autos, tales ingresos sí lo son, y no procede por ende hacer recaer laobligación en los abuelos. En todo caso, para demandar a éstos, no es requisito haber accionadopreviamente contra el padre que eventualmente no proporcione alimentos en la cuantía querequieran las necesidades de los menores. Es decir, es procedente la demanda directa contra losabuelos.
1.- Por sentencia de fecha 15 de diciembre de 2011, se acogió la demanda de alimentos menoresinterpuesta por la madre de cuatro menores, en contra de sus abuelos paternos. Éstos fueroncondenados al pago de una pensión conjunta de $ 378.452.- Para arribar a este monto, el Tribunalde Familia consideró que habiendo quedado establecido que los ingresos de la madre cubren el75% de las necesidades de los menores y los ingresos del padre le permiten cubrirlas en un 25%,y que siendo su aporte efectivo sólo por 15,5%, corresponde a los abuelos paternos hacerse cargodel 9,5% hasta completar el 25% que le corresponde a su hijo y padre de los menores.
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2.- En contra de esta sentencia, se alzó la parte demandada, solicitando su revocación y que en sureemplazo se dicte una que rechace la demanda de alimentos en todas sus partes, con costas.Argumenta la parte demandada en el recurso:● Los abuelos sólo pueden ser condenados ante la insuficiencia de ambos padres, quienes son losprincipales obligados para satisfacer las necesidades de los alimentarios de autos.● Señala que se demandó directamente a los abuelos, sin existir ninguna sentencia que hayadecretado alimentos ni tampoco un proceso que hubiere dejado establecido la insuficiencia de suaporte en relación con las necesidades alimentarias, habiendo acreditado que los padres siemprellegaron a acuerdos al respecto, por lo que no existen alimentos “decretados”, de modo que lasentenciadora infringe el artículo 3 de la Ley número 14.908.● Sostiene que el padre jamás ha dejado de pagar pensión alimenticia ni ha sido objeto deórdenes de arresto o apercibimiento.● Discrepa de los montos establecidos en la sentencia tanto para el aporte mensual que realiza elpadre como también para los ingresos de la madre, siendo en su parecer superiores en amboscasos.● Indica que el informe social de autos reconoce que los ingresos de la madre junto con los delpadre cubren las necesidades de los hijos y que la obligación de alimentar y educar al hijo quecarece de bienes, conforme al artículo 232 del Código Civil, pasa por la falta o insuficiencia deambos padres, a sus abuelos, no siendo el caso de autos, en que las necesidades de los menores seencuentran cubiertas por sus padres, en proporción a sus facultades económicas tal como loestablece el artículo 160 del Código Civil.● En cuanto a la situación socioeconómica de los abuelos paternos, sostiene que es efectivo quecuentan con un importante patrimonio, pero éste no da rentas sino gastos, y que sus ingresos soninferiores a los de la actora.
3.- A su vez, la parte demandante también apeló, solicitando que se condene a los demandados alpago del 35% de las necesidades de los alimentarios, equivalente a $ 1.400.000.- Fundamenta surecurso en que el patrimonio de los demandados supera los mil millones de pesos, con ingresosmensuales por sobre $ 3.000.000.- y que el padre de los menores únicamente cubre el 15% de susnecesidades, encontrándose acreditada la insuficiencia de su aporte, y teniendo la actoraprácticamente la totalidad de la carga alimenticia de los hijos.
4.- La Corte, en fallo dividido, revocó la sentencia en cuanto había condenado a los abuelospaternos al pago de la pensión supradicha, declarándose en su lugar que la demanda deducida serechaza en todas sus partes. Tal conclusión se fundó en las siguientes consideraciones:● En primer lugar, se debe tener en cuenta el marco legal aplicable, correspondiente a losartículos 3º, inciso 5º, de la Ley número 14.908 y 232 del Código Civil.● Que de acuerdo al claro tenor de ambos preceptos, para establecer un deber de alimentos paralos abuelos, es preciso que previamente se establezca la insuficiencia de ambos padres, siendopor tanto subsidiaria la obligación de los abuelos.● Que se estableció que los ingresos de la madre oscilan entre los $ 3.500.000.- y los$ 5.000.000.- y en el informe social de autos se consigna que los ingresos de la madre junto conlos del padre, cubren las necesidades de los hijos, cuestión que ha de ser ponderada en relación ala necesidad económica y social que rodea a los alimentarios.● Que siendo suficientes los ingresos de los padres de los menores y en particular los de lamadre, para atender a sus necesidades alimenticias, no cabe atribuir obligaciones del mismo tipo
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a los abuelos, desde que el artículo 232 del Código Civil establece como supuesto de talesobligaciones la insuficiencia de ambos progenitores, y no es el caso de autos.● Que, con todo, respecto de la alegación de la demandada en su recurso de apelación, relativa ahaberse demandado directamente a los abuelos, sin que exista ninguna sentencia que hayadecretado alimentos ni tampoco un proceso que hubiere dejado establecido la insuficiencia delaporte del padre en relación con las necesidades alimentarias, la decisión de mayoría de la Corteconsidera que si bien la obligación legal de los abuelos es subsidiaria a la de los padres, puesopera sólo ante la falta o insuficiencia de éstos, lo cierto es que tal carácter no impone laobligación de interponer demandas sucesivas en contra de padres y abuelos y que exista unasentencia previa que establezca su imposibilidad total o parcial de contribuir, como requisitoprevio para reclamar alimentos respecto de una persona legalmente obligada a ello, exigencia quepor lo demás es contraria al carácter de subsistencia del derecho de alimentos y al principio delinterés superior del niño, bastando que en el mismo juicio en que se demande de alimentos a losabuelos se determine si los obligados preferentes o del mismo orden se encuentran capacitadospara satisfacer la exigencia de alimentos y que los padres carecen de recursos para estos efectos oellos son insuficientes.
5.- Se acordó la sentencia de la Corte con el voto en contra de la abogada integrante señora MaríaCristina Gajardo Harboe, quien estuvo por confirmar la sentencia en todas sus partes, conforme alas siguientes consideraciones:● Consta de los antecedentes de prueba aportados que la proporción de las facultades económicasdel padre es del 25% del total de las necesidades de los alimentarios, y que cubre efectivamenteel 15,5% de tales necesidades, siendo evidente que su aporte resulta insuficiente para satisfacerlas necesidades de sus hijos.● Que, la Convención sobre los Derechos del Niño, ratificada por Chile en 1990, establece en suartículo 7º, número 1, el principio de la coparentalidad, en cuanto corresponde a ambos padres laresponsabilidad en el cuidado de los hijos comunes, lo que aparece también consagrado en elConvenio número 156 de la OIT sobre Trabajadores con Responsabilidades Familiares, ratificadopor Chile en el año 1994, a propósito del principio de la corresponsabilidad de los deberesfamiliares de hombres y mujeres.● Que, además, aun cuando sólo uno de los padres pueda satisfacer modestamente lasnecesidades de los hijos, tal como se indica en el artículo 323 del Código Civil, ello debeentenderse en armonía con el artículo 330 del mismo Código, que alude a los alimentos congruos,precepto que ha de aplicarse en armonía con los principios de coparentalidad ycorresponsabilidad en los deberes familiares, más aún cuando el cese de la vida en común de losprogenitores no tiene por qué afectar los medios de subsistencia de los menores, para vivir de unmodo correspondiente a su posición social.● Que una interpretación distinta, deja sin aplicación la norma contenida en el artículo 232, inciso2º, del Código Civil. Así, si se entiende que los abuelos de la línea del padre o madre que noprovee sólo han de asumir la obligación alimenticia por falta o insuficiencia de “ambos padres”,no tendría ningún sentido este precepto.
Pronunciada por la Séptima Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago, presidida por elMinistro señor Juan Cristóbal Mera Muñoz e integrada por el Ministro señor Joaquín BillardAcuña y la abogado integrante señora María Cristina Gajardo Harboe. Redacción de la Sra.Gajardo.
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VII.- Sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago de fecha 9 de mayo de 2012, autosRol 132-2012.
Normas legales decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículos 56 y 67 de la Leynúmero 19.968; artículos 23 y 89 de la Ley de Matrimonio Civil; y artículos 134 y 1740 número5 del Código Civil.
Cuestión medular: ¿Puede el obligado al pago de alimentos demandar al que tiene derecho arecibirlos, para que la respectiva pensión se determine judicialmente? Es decir, ¿tienelegitimación activa para demandar alimentos el propio obligado a prestarlos?
Conclusión de la Corte: el demandante en un juicio de separación judicial de los cónyuges, puedeofrecer una suma por concepto de alimentos a pagar a la demandada, ofrecimiento que debeentenderse como una demanda de alimentos interpuesta por el propio obligado a pagarlos.
1.- La causa se inició por una demanda, de separación judicial matrimonial por cese deconvivencia, interpuesta por don G. M. M. en contra de su cónyuge doña S. C. M., ante el 3ºJuzgado de Familia de Santiago. En la misma demanda, ofreció una proposición de pago depensión de alimentos a favor de la demandada.
2.- El tribunal ordenó que se presentara acta de mediación frustrada, para dar cumplimiento a losartículos 108 y 111 de la Ley número 19.968, bajo apercibimiento de tener por no presentada lademanda, en conformidad a los artículos 54-1 y 57 de la misma Ley.
3.- El acta de mediación frustrada, de fecha 2 de junio de 2011, se acompañó con fecha 16 deagosto de 2011. Con la misma fecha, el demandante aclaró que su pretensión formulada en elprimer otrosí de su demanda correspondía a una acción de alimentos, bajo la modalidad de que esel alimentante quien solicita se regule y fije por el Tribunal el monto de la pensión alimenticia afavor de su cónyuge, proponiendo para tal efecto un monto a pagar.
4.- El tribunal, sin embargo, tuvo por fracasada la gestión, por sentencia de fecha 3 de enero de2012. De esta resolución, que impedía proseguir con la causa de alimentos, apeló el demandante.
5.- La Corte, conociendo del recurso, procedió a decretar la nulidad de oficio de la sentencia de 3de enero de 2012, de acuerdo a las siguientes consideraciones:
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18 El artículo 23 de la Ley de Matrimonio Civil consagra el principio de la reparación integral de la contienda jurídicaexistente entre los cónyuges: “A falta de acuerdo, cualquiera de los cónyuges podrá solicitar que el procedimientojudicial que se sustancie para reglar las relaciones mutuas, como los alimentos que se deban, los bienes familiares olas materias vinculadas al régimen de bienes del matrimonio; o las relaciones con los hijos, como los alimentos, elcuidado personal o la relación directa y regular que mantendrá con ellos el padre o madre que no los tuviere bajosu cuidado, se extienda a otras materias concernientes a sus relaciones mutuas o a sus relaciones con los hijos.”19 El artículo 89 de la Ley de Matrimonio Civil responde al mismo principio del artículo 23: “Las acciones quetengan por objetivo regular el régimen de alimentos, el cuidado personal de los hijos o la relación directa y regularque mantendrá con ellos aquél de los padres que no los tenga bajo su cuidado, cuando no se hubieren deducidopreviamente de acuerdo a las reglas generales, como asimismo todas las cuestiones relacionadas con el régimen debienes del matrimonio, que no hubieren sido resueltas en forma previa a la presentación de la demanda deseparación, nulidad o divorcio, deberán deducirse en forma conjunta con ésta o por vía reconvencional, en su caso,y resolverse tan pronto queden en estado, de acuerdo al procedimiento aplicable. / La misma regla se aplicará encaso de que se pretenda modificar el régimen de alimentos, el cuidado personal de los hijos o la relación directa yregular que mantendrán con el padre o la madre que no los tenga bajo su cuidado, que hubieren sido determinadospreviamente. El cumplimiento del régimen fijado previamente sobre dichas materias se tramitará conforme a lasreglas generales.”20 El artículo 134 del Código Civil alude a la obligación de socorro que pesa sobre los cónyuges: “El marido y lamujer deben proveer a las necesidades de la familia común, atendiendo a sus facultades económicas y el régimen debienes que entre ellos medie. / El juez, si fuere necesario, reglará la contribución.”21 El artículo 1740, número 5, del Código Civil, contempla una de las partidas que pesan sobre el pasivo de lasociedad conyugal: “La sociedad es obligada al pago (…) 5º. Del mantenimiento de los cónyuges; delmantenimiento, educación y establecimiento de los descendientes comunes; y de toda otra carga de familia.”22 Artículo 56 de la Ley número 19.968: “Inicio del procedimiento. El procedimiento comenzará por demandaescrita. / En casos calificados, el juez, por resolución fundada, podrá autorizar al demandante a interponer sudemanda oralmente, de todo lo cual se levantará acta de inmediato.”

● De la lectura de los artículos 2318 y 8919 de la Ley de Matrimonio Civil, en relación a losartículos 13420 y 1740 número 5 del Código Civil21, fluye el derecho de cualquiera de loscónyuges que se encuentra separado corporalmente, a definir la situación jurídica a la quequedará sometido en lo relativo a sus deberes conyugales, por lo cual no cabe duda que eldemandante es titular de la acción de regulación de alimentos a favor de su cónyuge.● El tribunal a quo debió entonces, ante la acción de alimentos entablada por el demandante,proceder conforme a lo ordenado en el artículo 56 de la Ley número 19.968,22 trámite que resultaesencial para la ritualidad del proceso, cuya omisión claramente lleva a concluir que se hacometido un vicio que acarrea la nulidad del mismo.● Por las citadas consideraciones, y de conformidad además con el artículo 67 de la Ley número19.968, se anuló de oficio la sentencia de 3 de enero de 2012, y se repuso la causa al estado dedar curso progresivo a la acción de alimentos deducida por el demandante.
Pronunciada por la Quinta Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago, integrada por la Ministraseñora Gloria Ana Chevesich Ruiz, Ministra (s) señora Jenny Book Reyes y la abogadointegrante señora Claudia Schmidt Hott. Redactora: señora Claudia Schmidt Hott.
VIII.- Sentencia de la Corte de Apelaciones de Antofagasta de fecha 8 de mayo de 2012,autos Rol número 15-2012.
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23 El artículo 19, número 7, de la Constitución Política de la República, reconoce “el derecho a la libertad personal ya la seguridad individual”. En nuestra opinión, la letra b) de este precepto se vincula directamente con el recurso ycon la sentencia que lo acoge: “b) Nadie puede ser privado de su libertad personal ni esta restringida sino en loscasos y en la forma determinados por la Constitución y las leyes”.24 El artículo 21 de la Constitución Política de la República, consagra el recurso de amparo. Dispone su inciso 3º: “Elmismo recurso, y en igual forma, podrá ser deducido en favor de toda persona que ilegalmente sufra cualquiera otraprivación, perturbación o amenaza en su derecho a la libertad personal y seguridad individual. La respectivamagistratura dictará en tal caso las medidas indicadas en los incisos anteriores que estime conducentes pararestablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado.”25 El artículo 14º de la Ley número 14.908 contempla diversos apremios que pueden imponerse al alimentante, paraobtener el pago de la obligación alimenticia: “Si decretados los alimentos por resolución que cause ejecutoria enfavor del cónyuge, de los padres, de los hijos o del adoptado, el alimentante no hubiere cumplido su obligación en laforma pactada u ordenada o hubiere dejado de pagar una o más de las pensiones decretadas, el tribunal que dictó laresolución deberá, a petición de parte o de oficio y sin más trámite, imponer al deudor como medida de apremio, elarresto nocturno entre las veintidós horas de cada día hasta las seis horas del día siguiente, hasta por quince días.El juez podrá repetir esta medida hasta obtener el íntegro pago de la obligación. / Si el alimentante infringiere elarresto nocturno o persistiere en el incumplimiento de la obligación alimenticia después de dos períodos de arrestonocturno, el juez podrá apremiarlo con arresto hasta por quince días. En caso de que procedan nuevos apremios,podrá ampliar el arresto hasta por 30 días. / Para los efectos de los incisos anteriores, el tribunal que dicte elapremio, si lo estima estrictamente necesario, podrá facultar a la policía para allanar y descerrajar el domicilio deldemandado y ordenará que éste sea conducido directamente ante Gendarmería de Chile. La policía deberá intimarpreviamente la actuación a los moradores, entregándoles una comunicación escrita o fijándola en lugar visible deldomicilio. Si el alimentante no es habido en el domicilio que consta en el proceso, el juez ordenará a la fuerzapública investigar su paradero y adoptará todas las medidas necesarias para hacer efectivo el apremio. / En todocaso, la policía podrá arrestar al demandado en cualquier lugar en que éste se encuentre. / En caso de que fuerenecesario decretar dos o más apremios por la falta de pago de unas mismas cuotas, las pensiones alimenticiasatrasadas devengarán el interés corriente entre la fecha de vencimiento de la respectiva cuota y la del pago efectivo./ En las situaciones contempladas en este artículo, el juez dictará también orden de arraigo en contra delalimentante, la que permanecerá vigente hasta que se efectúe el pago de lo adeudado. Para estos efectos, lasórdenes de apremio y de arraigo expresarán el monto de la deuda, y podrá recibir válidamente el pago la unidadpolicial que les dé cumplimiento, debiendo entregar comprobante al deudor. Esta disposición se aplicará asimismoen el caso del arraigo a que se refiere el artículo 10. / Si el alimentante justificare ante el tribunal que carece de losmedios necesarios para el pago de su obligación alimenticia, podrá suspenderse el apremio y el arraigo, y no tendráaplicación lo dispuesto en el inciso cuarto. Igual decisión podrá adoptar el tribunal, de oficio, a petición de parte ode Gendarmería de Chile, en caso de enfermedad, invalidez, embarazo y puerperio que tengan lugar entre las seissemanas antes del parto y doce semanas después de él, o de circunstancias extraordinarias que impidieren elcumplimiento del apremio o lo transformaren en extremadamente grave.”26 El artículo 16 de la Ley número 14.908 dispone otras sanciones que el juez puede imponer al deudor de laspensiones de alimentos: “Sin perjuicio de los demás apremios y sanciones previstos en la ley, existiendo una o máspensiones insolutas, el juez adoptará, a petición de parte, las siguientes medidas:1. Ordenará, en el mes de marzo de cada año, a la Tesorería General de la República, que retenga de la devoluciónanual de impuestos a la renta que corresponda percibir a deudores de pensiones alimenticias, los montos insolutos ylas pensiones que se devenguen hasta la fecha en que debió haberse verificado la devolución.La Tesorería deberá comunicar al tribunal respectivo el hecho de la retención y el monto de la misma.2. Suspenderá la licencia para conducir vehículos motorizados por un plazo de hasta seis meses, prorrogables hastapor igual período, si el alimentante persiste en el incumplimiento de su obligación. Dicho término se contará desdeque se ponga a disposición del administrador del Tribunal la licencia respectiva.En el evento de que la licencia de conducir sea necesaria para el ejercicio de la actividad o empleo quegenera ingresos al alimentante, éste podrá solicitar la interrupción de este apremio, siempre que garantice el pagode lo adeudado y se obligue a solucionar, dentro de un plazo que no podrá exceder de quince días corridos, lacantidad que fije el juez, en relación con los ingresos mensuales ordinarios y extraordinarios que perciba elalimentante.

Normas legales decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículos 19 número 723 y21, inciso 3º24, de la Constitución Política; y artículos 1425 y 16 de la Ley número 14.90826.
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Las medidas establecidas en este artículo procederán también respecto del alimentante que se encuentre enla situación prevista en el artículo anterior.”

Cuestión medular: ¿Cuáles son los medios idóneos para acreditar que el alimentante pagó losalimentos adeudados y que posibilitan dejar sin efecto una orden de arresto?
Conclusión de la Corte: el pago de pensiones de alimentos debe probarse acompañando alTribunal el comprobante de transferencia electrónica, del que se desprenda desde qué Banco fuehecho, no siendo suficiente comunicar al correo electrónico del Tribunal el número de larespectiva transacción. Por lo tanto, no es procedente un amparo preventivo en contra del Juez deFamilia que mantiene la orden de arresto por no pago de la pensión de alimentos. Con todo, elTribunal, de oficio, debe arbitrar las medidas que permitan determinar la efectividad del pago quealega haber realizado el alimentante.
1.- Se dedujo por el abogado de don O. A. G. una acción o recurso de amparo en contra de la JuezTitular del Juzgado de Familia de Antofagasta, a consecuencia de haber decretado, en virtud de lodispuesto en el artículo 14 de la Ley número 14.908, orden de arresto nocturno por el no pago depensión de alimentos, ascendiendo lo adeudado a la suma de $ 1.102.920.- y apercibir al deudorcon la suspensión de su licencia de conducir, de conformidad a lo previsto en el artículo 16 delmismo cuerpo legal.
2.- Expone el abogado recurrente que la resolución del Tribunal de Familia le fue notificada a sucorreo electrónico el 30 de abril de 2012. Agrega que de inmediato se comunicó con su cliente,para que hiciera la transferencia a la cuenta de la demandante, del Banco del Estado, lo que sehizo el mismo día, para luego enviar, en la misma fecha, un correo electrónico al Tribunal deFamilia, dando cuenta del depósito, y solicitando que se dejaran sin efecto los apercibimientoslegales.
3.- El tribunal de Familia, con fecha 3 de mayo de 2012, proveyó, ordenando que previo aresolver la petición de dejar sin efecto los apercibimientos, debía acompañarse documento conlogo, timbre o firma que acreditare la transferencia señalada, por cuanto el correo electrónico notiene valor probatorio alguno para dichos efectos, resolución que fue notificada el 4 del mismomes.
4.- La parte demandada dedujo entonces el citado recurso de amparo, aduciendo que en su correose aludía a un número de transacción, y que el Tribunal, al no dejar sin efecto la orden de arresto,había incurrido en un acto ilegal y arbitrario, pues el demandado nada debía. Invocó los artículos19 número 7 y 21, inciso 3º, de la Constitución Política, para fundar su recurso de amparopreventivo, ante la amenaza del demandado de perder su libertad.
5.- Informando la Juez de Familia, señala que la parte demandada presentó un aviso detransferencia bancaria sin remitente, sin logo de institución alguna ni timbre ni firma, estimandoel Tribunal que dicho aviso digital no tenía mérito suficiente para acreditar el pago y así dejar sinefecto los apremios, por lo que se proveyó que se acompañara documento con la formalidadmínima que diere cuenta de la efectividad de la transferencia. Aclaró el Tribunal que en ningúnmomento se envió efectivamente el oficio respectivo a la Policía de Investigaciones comunicando
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27 El artículo 7º de la Ley número 14.908 contempla en primer lugar el porcentaje máximo de las rentas delalimentante que pueden destinarse al pago de la pensión alimenticia; el precepto consigna también la reajustabilidadde la pensión alimenticia y la periodicidad con que debe operar: “El tribunal no podrá fijar como monto de lapensión una suma o porcentaje que exceda del cincuenta por ciento de las rentas del alimentante. / Las asignaciones‘por carga de familia’ no se considerarán para los efectos de calcular esta renta y corresponderán, en todo caso, ala persona que causa la asignación y serán inembargables por terceros. / Cuando la pensión alimenticia no se fijeen un porcentaje de los ingresos del alimentante, ni en ingresos mínimos, ni en otros valores reajustables, sino enuna suma determinada, ésta se reajustará semestralmente de acuerdo al alza que haya experimentado el Índice dePrecios al Consumidor fijado por el Instituto Nacional de Estadísticas, o el organismo que haga sus veces, desde elmes siguiente a aquél en que quedó ejecutoriada la resolución que determina el monto de la pensión. / El secretariodel tribunal, a requerimiento del alimentario, procederá a reliquidar la pensión alimenticia, de acuerdo con loestablecido en el inciso anterior.”28 El artículo 131 del Código Civil se refiere a ciertos deberes y obligaciones recíprocos que la ley le impone a loscónyuges: “Los cónyuges están obligados a guardarse fe, a socorrerse y ayudarse mutuamente en todas lascircunstancias de la vida. El marido y la mujer se deben respeto y protección recíprocos.”29 El artículo 21 de la Ley número 19.947 alude al “acuerdo regulatorio” que pacten los cónyuges, si se encuentranseparados de hecho: “Si los cónyuges se separaren de hecho, podrán, de común acuerdo, regular sus relacionesmutuas, especialmente los alimentos que se deban y las materias vinculadas al régimen de bienes del matrimonio. /En todo caso, si hubiere hijos, dicho acuerdo deberá regular también, a lo menos, el régimen aplicable a losalimentos, al cuidado personal y a la relación directa y regular que mantendrá con los hijos aquél de los padres queno los tuviere bajo su cuidado. / Los acuerdos antes mencionados deberán respetar los derechos conferidos por lasleyes que tengan el carácter de irrenunciables.”

la orden de arresto nocturno. Finaliza manifestando que a la fecha de evacuarse el informe, elabogado del amparado acompañó documento del Banco Corpbanca, dando cuenta de latransferencia realizada por su cliente a la cuenta de la alimentaria, por lo que se le tuvo porcumplido lo ordenado y se dejaron sin efecto las medidas de apremio decretadas.
6.- La Corte resolvió que en el caso, el arresto se despachó por el Juzgado de Familia sin quehubiera vicios de procedimiento que pudieran haber implicado alguna ilegalidad y acreditado elpago se dejó sin efecto, razón más que suficiente para desestimar el recurso interpuesto. Sinperjuicio de lo resuelto, agregó la Corte que en lo sucesivo, el tribunal, de oficio, debía arbitrarlas medidas necesarias a fin de determinar la efectividad de los pagos cuando ello es alegado porlas partes.
Pronunciada por la Primera Sala de la Corte de Apelaciones de Antofagasta, integrada por losMinistros Titulares señora Laura Soto Torrealba, señor Dinko Franulic Cetinic y el abogadointegrante señor Fernando Orellana Torres. Redactor: no se indica.
IX.- Sentencia de la Corte de Apelaciones de Temuco de fecha 30 de abril de 2012, autos Rolnúmero 18-2012.
Normas legales decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículo 7º de la Ley número14.90827; artículos 13128, 134 y 321 del Código Civil; y artículo 21 de la Ley número 19.94729.
Cuestión medular: ¿Puede fijarse la pensión de alimentos en un porcentaje de los ingresos delalimentante, sin tener precisión acerca del monto de éstos?
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30 Artículo 66, números 4 y 5 de la Ley número 19.968: “Contenido de la sentencia. La sentencia definitiva deberácontener: (…) 4) El análisis de la prueba rendida; los hechos que estime probados y el razonamiento que conduce aesa conclusión; 5) Las razones legales y doctrinarias que sirvieren para fundar el fallo.”

Conclusión de la Corte: es posible fijar por concepto de pensión de alimentos un porcentaje de lasrentas del alimentante, aunque al momento de hacerlo, se desconozca con precisión el monto totalde éstas, debiendo fijarse la suma en la etapa de cumplimiento del fallo.
1.- El Tribunal de Familia fijó por concepto de pensión alimenticia para la demandante y sus treshijos, los cuatro estudiantes, que viven en casa ajena y carecen en absoluto de ingresos, lacantidad equivalente al 130% de un ingreso mínimo remuneracional. No se fijó lo que reclamabala demandante, esto es una suma equivalente al 50% de los ingresos ordinarios o extraordinariosdel demandado, habida cuenta que si bien se acreditó que entre junio y septiembre de 2011 susingresos ascendían a $ 700.000.-, menos $ 42.460.- por descuentos legales, lo que determinó unmonto líquido de $ 657.540.-, posteriormente no fue posible determinar el monto de sus ingresos,señalándose que al ignorar el monto actual de sus ingresos, ello impedía fijar una cantidad enpesos que se ajustare al límite que impone el artículo 7º de la Ley número 14.908, de manera quese fijó el monto en relación al ingreso mínimo remuneracional y no en una proporción de losingresos que actualmente percibe.
2.- La demandante apeló, pidiendo en su recurso que se condenase al demandado a pagar a títulode alimentos un porcentaje correspondiente al 50% de los ingresos de éste, sean ordinarios oextraordinarios.
3.- La Corte acogió el recurso, disponiendo que el demandado deberá pagar por concepto depensión la cantidad en pesos equivalente al 50% de los ingresos ordinarios o extraordinarios queobtenga del empleo o empleos que actualmente desempeña, agregando la sentencia que lacantidad sería fijada en la etapa de cumplimiento del fallo.
Pronunciada por la Segunda Sala de la Corte de Apelaciones de Temuco, integrada por elMinistro señor Álvaro Mesa Latorre, la Fiscal Judicial señora Tatiana Román Beltramín y elabogado integrante señor Fernando Mellado Diez. Redactor: señor Fernando Mellado Diez.
X.- Sentencia de la Corte Suprema de fecha 23 de febrero de 2012, autos Rol número 9.157-2011.
Normas legales decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículo 66 de la Leynúmero 19.968 en sus numerales 4 y 530 en relación con el artículo 170 número 4 del Código de
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31 Artículo 170, número 4 del Código de Procedimiento Civil: “Las sentencias definitivas de primera o de únicainstancia y las de segunda que modifiquen o revoquen en su parte dispositiva las de otros tribunales, contendrán:(…) 4.º Las consideraciones de hecho o de derecho que sirven de fundamento a la sentencia”.32 El artículo 230 del Código Civil se refiere a dos de los aspectos concernidos en la obligación de alimentos que lospadres tienen para con sus hijos: educación y crianza; en cambio, creemos que el financiamiento del establecimientode los hijos no obedece al cumplimiento de un deber legal, sino que es facultativo de los padres: “Los gastos deeducación, crianza y establecimiento de los hijos son de cargo de la sociedad conyugal, según las reglas quetratando de ella se dirán. Si no la hubiere, los padres contribuirán en proporción a sus respectivas facultadeseconómicas. / En caso de fallecimiento del padre o madre, dichos gastos corresponden al sobreviviente.”33 El artículo 330 del Código Civil establece el principio en orden al cual si el que reclama alimentos dispone debienes o de ingresos (es decir, de “medios de subsistencia”) aunque no en la cuantía suficiente, sólo podrá demandaralimentos por el monto que falte para cubrir todas sus necesidades: “Los alimentos no se deben sino en la parte enque los medios de subsistencia del alimentario no le alcancen para subsistir de un modo correspondiente a suposición social.”34 Artículo 775 del Código de Procedimiento Civil: “No obstante lo dispuesto en los artículos 769 y 774, pueden lostribunales, conociendo por vía de apelación, consulta o casación o en alguna incidencia, invalidar de oficio lassentencias cuando los antecedentes del recurso manifiesten que ellas adolecen de vicios que dan lugar a la casaciónen la forma, debiendo oír sobre este punto a los abogados que concurran a alegar en la vista de la causa e indicar alos mismos los posibles vicios sobre los cuales deberán alegar. / Si el defecto que se advierte es la omisión del fallosobre alguna acción o excepción que se haya hecho valer en el juicio, el tribunal superior podrá limitarse a ordenaral de la causa que complete la sentencia, dictando resolución sobre el punto omitido, y entre tanto, suspenderá elfallo del recurso.”

Procedimiento Civil31; artículo 7 de la Ley número 14.908; artículos 23032 y 33033 del CódigoCivil; y artículo 77534 del Código de Procedimiento Civil.
Cuestión medular: ¿Qué exigencias debe cumplir la sentencia que dispone el aumento de lapensión de alimentos?
Conclusión de la Corte: la sentencia de la Corte de Apelaciones que dispone el aumento de lapensión de alimentos decretada por un Tribunal inferior, debe contener los fundamentos quejustifiquen dicha modificación, y en caso contrario, es susceptible de ser invalidada de oficio porla Corte Suprema, al conocer de un recurso de casación en el fondo.
1.- Por sentencia del 4º Juzgado de Familia de Santiago de fecha 29 de noviembre de 2010, seacogió la demanda de alimentos menores interpuesta por doña M. G. S. en contra de H. L., encuanto se condena al demandado a pagar a favor de la hija menor de las partes la sumaequivalente a un 145% de un ingreso mínimo remuneracional. Asimismo, se establece laobligación de mantener a la alimentaria como carga de salud.
2.- Se alzó la demandante y una Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago, mediante fallo de29 de junio de 2011, confirmó la sentencia apelada, con declaración que eleva el monto de lapensión alimenticia al equivalente a tres ingresos mínimos remuneracionales.
3.- En contra de ésta última resolución el demandado dedujo recurso de casación en el fondo. LaCorte Suprema no conoció del mismo, sino que resolvió anular la sentencia de segunda instanciay a dictar la respectiva sentencia de reemplazo, teniendo presente las siguientes consideraciones:● En ejercicio de la facultad contemplada en el artículo 775 del Código de Procedimiento Civil,la Corte estima del caso examinar si la sentencia en estudio ha sido extendida en forma legal.
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● Que el número 4 del artículo 170 del mismo Código, establece que las sentencias quemodifiquen o revoquen en su parte dispositiva las de otros tribunales, contendrán lasconsideraciones de hecho o de derecho que sirven de fundamento a la sentencia; tal exigencia esreiterada por el artículo 66 de la Ley número 19.968, disposición que al regular el contenido de lasentencia definitiva dictada en el procedimiento de familia, señala que ésta debe contener: “4) Elanálisis de la prueba rendida, los hechos que estime probados y el razonamiento que conduce aesa conclusión y 5) Las razones legales y doctrinarias que sirvieren para fundar el fallo.”● Que del examen del fallo de segundo grado se desprende que éste no contiene fundamentoalguno respecto de la decisión contenida en el mismo de aumentar la cuantía de la obligaciónalimenticia fijada en el fallo de primera instancia, careciendo, en consecuencia, de lasconsideraciones de hecho como de derecho necesarias que justifiquen lo resuelto en este sentido.● Que de este modo se concluye que el fallo impugnado no cumple con la exigencia de contenerlos fundamentos necesarios que deben servir de base y justificar la decisión adoptada, la que hadebido comprender el análisis de las probanzas del juicio, el establecimiento de los hechos que seestimen probados y los razonamientos que conducen a tales conclusiones, como lo prescribe elartículo 66 de la Ley número 19.968 en sus numerales 4 y 5 en relación con el artículo 170número 4 del Código de Procedimiento Civil, normas que tienden a asegurar la justicia ylegalidad de los fallos y a proporcionar a los litigantes los antecedentes que les permitan conocerlos motivos de la decisión del litigio, constituyendo tal requerimiento, más allá de una simpleregla procesal, un aspecto fundamental del derecho al debido proceso.● Que la exigencia de una debida fundamentación rige aun cuando la materia debatida digarelación con un aspecto prudencial, como es la regulación de la obligación alimenticia, puestoque en su determinación deben respetarse los parámetros que la ley establece, como lasnecesidades de la alimentaria, la capacidad económica del alimentante y la limitación de nosuperar ésta el 50% de sus ingresos, cuestión cuya observancia sólo puede garantizarse ydemostrarse en la medida que los sentenciadores cumplan con el deber de dar suficiente razón desu decisión, sobre la base del análisis de los elementos probatorios allegados al proceso y de lasmotivaciones extraídas de éstos.● La sentencia de reemplazo tiene presente y dispone: i) Que la alimentaria es una menor de 11años que vive con su madre en una casa arrendada junto a dos medio hermanos, tiene problemasde salud y ha sido intervenida en cuatro oportunidades para reconstruir el hueso entre los ojos deque carecía, requiriendo de otras intervenciones a futuro y presenta también problemas deaprendizaje; ii) La madre es matrona y percibe ingresos aproximados de $ 2.000.000.- mensuales,y se encuentra a cargo de otros dos hijos, de 19 y 16 años, ambos estudiantes y con problemas desalud; iii) El demandado es ingeniero mecánico y percibe ingresos líquidos por $ 3.075.979.-,paga pensión de alimentos por dos hijos ascendente a $ 550.000.- y habita un inmueble de suactual pareja, con quien tiene un buen nivel de vida; iv) Que si bien con los antecedentesallegados al proceso no puede establecerse con total exactitud el monto de los gastos demanutención de la alimentaria, debe tenerse en consideración para su tasación factores como suedad, condición social, calidad de estudiante y los problemas de salud y aprendizaje que presenta,fijándose éstos en $ 700.000.- v) Que la contribución a los gastos de educación, crianza yestablecimiento de la alimentaria –hija de las partes- debe ser en proporción a las respectivasfacultades económicas de los padres y la regulación de su cuantía debe hacerse en estrictasujeción a las necesidades de ésta. Por lo que siendo la capacidad económica del demandadosuperior a la de la madre, corresponde a éste hacerlo en un porcentaje superior al de ésta,respetando así la referida regla; vi) Por estas consideraciones, se confirma la sentencia apelada de29 de noviembre de 2010, con declaración que se eleva a la suma de 2,5 ingresos mínimos
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35 El artículo 18 de la Ley número 14.908 contempla un caso de solidaridad legal pasiva: “Serán solidariamenteresponsables del pago de la obligación alimenticia los que, sin derecho para ello, dificultaren o imposibilitaren elfiel y oportuno cumplimiento de dicha obligación. / El tercero que colabore con el ocultamiento del paradero deldemandado para efectos de impedir su notificación o el cumplimiento de alguna de las medidas de apremioestablecidas en la presente ley, será sancionado con la pena de reclusión nocturna, entre las veintidós horas de cadadía hasta las seis horas del día siguiente, hasta por quince días.” Cabe recordar que la Ley número 20.152(publicada en el Diario Oficial de fecha 9 de enero de 2007) derogó el caso de responsabilidad solidaria de quienviviere en concubinato con el padre, madre o cónyuge alimentante, pero ello no impide demandar dicharesponsabilidad, si se prueba que tal conviviente ha dificultado o impedido el fiel y oportuno cumplimiento de laobligación alimenticia. En todo caso, lo que ahora queda en claro, es que la sola calidad de conviviente, notransforma al individuo en sujeto pasivo de la obligación.36 Artículo 84 del Código de Procedimiento Civil: “Todo incidente que no tenga conexión alguna con el asunto quees materia del juicio podrá ser rechazado de plano. / Si el incidente nace de un hecho anterior al juicio o coexistentecon su principio, como defecto legal en el modo de proponer la demanda, deberá promoverlo la parte antes de hacercualquiera gestión principal en el pleito. / Si lo promueve después, será rechazado de oficio por el tribunal salvo quese trate de un vicio que anule el proceso, en cuyo caso se estará a lo que establece el artículo 83, o que se trate deuna circunstancia esencial para la ritualidad o la marcha del juicio, evento en el cual el tribunal ordenará que sepractiquen las diligencias necesarias para que el proceso siga su curso legal. / El juez podrá corregir de oficio loserrores que observe en la tramitación del proceso. Podrá asimismo tomar las medidas que tiendan a evitar lanulidad de los actos de procedimiento. No podrá, sin embargo, subsanar las actuaciones viciadas en razón dehaberse realizado éstas fuera del plazo fatal indicado por la ley.

mensuales remuneracionales la pensión de alimentos que el demandado debe pagarmensualmente a favor de su hija, manteniéndose la obligación de mantenerla como carga desalud.
Pronunciada por la Sala de Verano de la Corte Suprema integrada por los Ministros señoresSergio Muñoz G., Patricio Valdés A., Héctor Carreño S., Guillermo Silva G. y señora MaríaEugenia Sandoval G. Redacción del Ministro señor Patricio Valdés Aldunate.
XI.- Sentencia de la Corte Suprema de fecha 14 de mayo de 2012, autos Rol número 11.347-2011.
Normas legales decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículo 54-1 de la Leynúmero 19.968; artículo 18 de la Ley número 14.90835; artículo 321 del Código Civil; y artículo84 del Código de Procedimiento Civil36.
Cuestión medular: ¿Puede demandarse en la actualidad al conviviente del alimentante, para quesea condenado solidariamente al pago de la pensión de alimentos que adeuda la persona conquien vive en concubinato?
Conclusión de la Corte: si bien se derogó la responsabilidad solidaria y objetiva del concubinodel alimentante por el solo hecho de serlo, es posible demandarlo de alimentos, si se prueba quesin derecho para ello, ha dificultado o imposibilitado el fiel y oportuno cumplimiento de laobligación alimenticia, caso en el cual persiste la solidaridad. En consecuencia, no puede elTribunal de Familia declarar inadmisible la acción, por la sola circunstancia de dirigirla contra elantedicho concubino.
1.- En causa seguida ante el Primer Juzgado de Familia de Santiago, doña Y. T. L., enrepresentación de sus dos hijos menores de filiación matrimonial, deduce demanda de alimentos
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en contra de quien sindica ser conviviente del padre de los menores. Funda su acción en que lademandada es solidariamente responsable del cumplimiento de la obligación alimenticia que leasiste a su cónyuge, quien fue condenado al pago de una pensión de alimentos de $ 669.316.-,obligación que no ha cumplido, alegando que la demandada ha contribuido con esto.
2.- El tribunal de primera instancia, por resolución de fecha 18 de abril de 2011, no dio curso a latramitación del libelo, expresando que “atendido lo dispuesto en el artículo 321 del Código Civil,no se da curso a la presente acción incoada, solicítese lo que en derecho corresponda”.
3.- La demandante dedujo recurso de apelación en forma subsidiaria a la reposición que fuerechazada, y una Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago, por fallo de fecha 12 de octubre de2011, confirmó la resolución apelada. En contra de la sentencia de segundo grado, la demandantededujo recurso de casación en el fondo.
4.- Conociendo de este recurso, la sentencia de la Corte Suprema anuló de oficio la sentencia de18 de abril de 2011, conforme a las siguientes consideraciones:● El artículo 54-1 de la Ley número 19.968, que consagra el instituto procesal del control deadmisibilidad, permite que el juez rechace de plano la presentación que estime manifiestamenteimprocedente, debiendo en este caso expresar los fundamentos de su decisión.● En este contexto, el Tribunal resolvió no dar curso a la acción deducida, y a pesar de que no seconsigna expresamente que ello es en consideración a que el libelo es manifiestamenteimprocedente, esto se desprende de los fundamentos que en la resolución impugnada seconsignan, lo que dice relación con una supuesta falta de legitimación activa de la actora paradirigirse en contra de la demandada, por carecer de un título que la habilite para proceder en lostérminos en que lo ha hecho.● Que cabe tener presente que el fundamento jurídico de la acción deducida es el artículo 18 de laLey número 14.908, habiendo invocado la actora la responsabilidad solidaria que la disposiciónseñalada contemplaba respecto de quien viviere en concubinato con el alimentante, en formaexpresa antes de la reforma hecha por la Ley número 20.152, la que considera no se ve alteradapor haber suprimido la nueva normativa la referencia que la anterior hacía a la responsabilidadpor concubinato, pues entiende que el legislador ha ampliado la aplicación de la norma,permitiendo dirigirla en contra de todo aquél que dificulte o imposibilite el fiel y oportunocumplimiento de la obligación alimenticia.● Que de la antedicha modificación legal y de la historia fidedigna de la Ley número 20.152, esposible concluir que la intención de la misma ha sido terminar con una responsabilidad objetivaque tradicionalmente se le había asignado a quien vivía en concubinato con el alimentante. Loanterior, sin embargo, no excluye la posibilidad de accionar en contra del concubino que incurraen la conducta que la misma norma describe, pues de configurarse estos presupuestos, rige poresto la solidaridad.● Que en el caso de autos, este presupuesto de “manifiesta improcedencia” no puede entenderseconfigurado, al tenor de las alegaciones y fundamentos jurídicos en que se sustenta la demanda ylo prescrito en el inciso 1º del artículo 18 de la Ley número 14.908. Las circunstancias previstasen el artículo 18 requieren de la existencia de un procedimiento en el que puedan discutirse yprobarse. La decisión del tribunal, en consecuencia, no dando curso a tramitar la demanda, en unahipótesis que no se ajusta a lo dispuesto en la ley, desconoce el legítimo derecho a ejercer unaacción que el ordenamiento jurídico contempla y a demostrar la procedencia de la pretensión que
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37 El artículo 160 del Código Civil deja en claro que la obligación de socorro que tienen los cónyuges subsiste si ellosse encuentran separados: “En el estado de separación, ambos cónyuges deben proveer a las necesidades de lafamilia común a proporción de sus facultades. / El juez en caso necesario reglará la contribución.”38 El artículo 336 del Código Civil se refiere a las pensiones alimenticias devengadas y no pegadas: “No obstante lodispuesto en los dos artículos precedentes, las pensiones alimenticias atrasadas podrán renunciarse o compensarse;y el derecho de demandarlas transmitirse por causa de muerte, venderse y cederse; sin perjuicio de la prescripciónque competa al deudor.” Este artículo debe ser comparado con aquél que se refiere a las pensiones alimenticiasfuturas, a saber, el artículo 334. En efecto, dispone este precepto que “El derecho de pedir alimentos no puedetransmitirse por causa de muerte, ni venderse o cederse en modo alguno, ni renunciarse”. En cambio, las pensionesalimenticias atrasadas sí pueden renunciarse o compensarse y el derecho de demandarlas puede transmitirse porcausa de muerte, venderse y cederse. Asimismo, la acción de que dispone el acreedor de estas pensiones puedeprescribir, conforme a las reglas generales (artículo 336, parte final). En consecuencia, transcurridos que sean tresaños o cinco años contados desde el día en que la obligación de pagar la pensión alimenticia se hizo exigible, habráprescrito, respectivamente, la acción ejecutiva y la acción ordinaria del alimentario (artículos 2514 y 2515 delCódigo Civil), subsistiendo la obligación como natural (artículo 1470 número 2 del Código Civil). Por ende, si eldeudor paga las pensiones cuya acción para cobrarlas está prescrita, no podrá repetir en contra del alimentario, quienpodrá retener lo que se le hubiere pagado. Una antigua sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago, de fecha 3de octubre de 1884, así concluye (Gaceta 1884, t. II, número 2.493, p. 1566, citada en la obra “Repertorio deLegislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y leyes complementarias”, Tomo II, Santiago de Chile,Editorial Jurídica de Chile, tercera edición, año 1996, p. 177). Otra sentencia más reciente de la Corte de Apelacionesde Santiago, de fecha 10 de abril de 1989 (citada en la obra de Ramón Domínguez Águila que se dirá), acepta “laimprescriptibilidad del derecho a pedir alimentos, (pero) no así respecto de las pensiones alimenticias devengadas,las que sí prescriben, pues si bien no hay ley expresa que resuelva en materia de alimentos la solución propuesta,dicha conclusión es consecuencia de una interpretación de la doctrina” (“Revista de Derecho”, t. 86, sec. 3ª, p. 64;como indica Domínguez Águila, el fallo se refiere principalmente a la imprescriptibilidad de las pensiones dejubilación y hace la comparación respecto de las pensiones alimenticias). En el mismo sentido lo han entendidoalgunos autores, como Antonio Vodanovic H. (“Derecho de Alimentos”, Santiago de Chile, Editorial JurídicaConoSur, año 1994, tercera edición, p. 239); Pablo Rodríguez Grez (“Extinción no convencional de lasobligaciones”, Volumen 2, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, año 2008, pp. 296 y 297); RamónDomínguez Águila (“La Prescripción Extintiva. Doctrina y jurisprudencia”, Santiago de Chile, Editorial Jurídica deChile, año 2004). Este autor señala, después de citar el fallo de 10 de abril de 1989: “Es que las pensionesdevengadas tienen la naturaleza de un simple crédito que pierde los caracteres del derecho mismo y pasan aadquirir los que son propios de toda obligación patrimonial. Y tratándose de varias cuotas adeudadas, laprescripción rige independientemente para cada una.” (ob. cit., p. 157). Domínguez destaca también que el carácter

esta sustenta, independientemente de cual sea la decisión que en definitiva recaiga sobre lamisma.● Por consiguiente, por existir un vicio que afecta la regular marcha del procedimiento, la Corte,en uso de las facultades correctoras previstas en el inciso final del artículo 84 del Código deEnjuiciamiento Civil, invalidó de oficio la resolución que negó lugar a la tramitación de lademanda, retrotrayéndose la causa al estado de que un juez no inhabilitado se pronuncie como enderecho corresponda, dando lugar a la tramitación de la acción impetrada.
Pronunciada por la Cuarta Sala de la Corte Suprema, integrada por los Ministros señor PatricioValdés A., señora Gabriela Pérez P., señor Juan Fuentes B., y los abogados integrantes señoresJorge Baraona G. y Alfredo Prieto B. Redacción del Ministro señor Juan Fuentes B.
XII.- Sentencia de la Corte Suprema de fecha 18 de enero de 2012, autos Rol número 6.326-2011.
Normas legales decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículos 16037, 323, 332 y33638 del Código Civil; y artículo 19 de la Ley número 19.96839.
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prescriptible de las cuotas ya vencidas es reconocido por la doctrina extranjera, citando a dos autores trasandinos(Aída Kemelmajer de Carlucci, “Prescripción y Caducidad en el Derecho de Familia”, en “Revista de DerechoPrivado y Comunitario”, número 22, año 2000, p. 124; y Gustavo Bossert, “Régimen Jurídico de los Alimentos”,Editorial Astrea, Buenos Aires, año 1993; hay una segunda edición actualizada y ampliada del año 2006). Luis ClaroSolar, por su parte, afirma que “el art. 336 considera que las pensiones alimenticias atrasadas se incorporan alpatrimonio del alimentista y pueden ser objeto de arreglos entre él y el alimentante, pueden ser negociadas poraquél y cabe la renuncia de ellas (…) Los alimentos pretéritos pierden su naturaleza de alimentos.” (“Explicacionesde Derecho Civil Chileno y Comparado. De las Personas”, tomo tercero, Santiago de Chile, Imprenta Cervantes,año 1925, p. 380).Con todo, si las pensiones alimenticias se deben a un incapaz, operará en su favor la suspensión dela prescripción, consagrada en el artículo 2509 del Código Civil: “La prescripción ordinaria puede suspenderse, sinextinguirse: en ese caso, cesando la causa de la suspensión, se le cuenta al poseedor el tiempo anterior a ella, sialguno hubo. / Se suspende la prescripción ordinaria, en favor de las personas siguientes: 1º Los menores; losdementes; los sordos o sordomudos que no pueden darse a entender claramente; y todos los que estén bajo potestadpaterna, o bajo tutela o curaduría”. Sin embargo, transcurridos diez años desde que la respectiva pensión se hubierehecho exigible, se deberá entender prescrita la acción, conforme a lo dispuesto en el artículo 2520 del Código Civil:“La prescripción que extingue las obligaciones se suspende en favor de las personas enumeradas en los números 1ºy 2º del artículo 2509. / Transcurridos diez años no se tomarán en cuenta las suspensiones mencionadas en el incisoprecedente.”39 El artículo 19, inciso final, de la Ley número 19.968 (agregado por la Ley número 20.152, publicada en el DiarioOficial de fecha 9 de enero de 2007), confiere legitimación activa al padre o madre del alimentario mayor de edad,siempre que éste viva con uno de aquellos: “En los casos del inciso segundo del artículo 332 del Código Civil, aquélde los padres en cuyo hogar vive el alimentario mayor de edad, se entenderá legitimado, por el solo ministerio de laley, para demandar, cobrar y percibir alimentos de quien corresponda, en interés del alimentario, sin perjuicio delderecho de éste para actuar personalmente, si lo estima conveniente. Si el alimentario no actúa personalmente seentenderá que acepta la legitimación activa del padre o madre junto a quien vive.” Por su parte, el referido inciso 2ºdel artículo 332 del Código Civil, después de aludir el inciso precedente a que los alimentos se entienden concedidospor toda la vida del alimentario, establece: “Con todo, los alimentos concedidos a los descendientes y a loshermanos se devengarán hasta que cumplan veintiún años, salvo que estén estudiando una profesión u oficio, casoen el cual cesarán a los veintiocho años; que les afecte una incapacidad física o mental que les impida subsistir porsí mismos, o que, por circunstancias calificadas, el juez los considere indispensables para su subsistencia.”

Cuestión medular: ¿Qué alcances tiene la norma que confiere legitimación activa al padre omadre de los alimentarios, cuando éstos fueren mayores de edad?
Conclusión de la Corte: aunque la madre de los alimentarios tiene legitimación activa parademandar el pago de las pensiones de alimentos adeudadas, los alimentarios, siendo mayores deedad, pueden disponer, compensar o renunciar a tales pensiones, o declarar que nada se les debepor tal concepto, otorgando el respectivo finiquito al alimentante. Aunque la administración delas pensiones alimenticias corresponda a la madre, los titulares de las mismas son los hijos y porende ellos pueden pronunciarse acerca de su pago o renunciar a las pensiones devengadas a sufavor. Asimismo, si los jueces del fondo dieron por establecido el pago de las pensionesreclamadas, no puede modificarse esa conclusión a través de un recurso de casación en el fondo,salvo si se denuncia y acredita que se infringieron las normas reguladoras de la prueba.
1.- En causa radicada ante el Juzgado de Familia de Viña del Mar, sobre cumplimiento de pagode pensión de alimentos, promovido por la madre de cuatro alimentarios mayores de edad queviven con le primera, por resolución de 18 de marzo de 2011 se rechazó la excepción de pagoopuesta por el alimentante y padre de los alimentarios.
2.- Se alzó el ejecutado y una de las Salas de la Corte de Apelaciones de Valparaíso, por fallo de13 de junio de 2011, revocó la resolución apelada y acogió la excepción de pago. El fundamento
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de la apelación consistió en la existencia de una escritura pública suscrita por los cuatro hijos deldemandado, en la que dan cuenta que éste pagó íntegramente las pensiones que les adeudaba a losprimeros, otorgando el respectivo finiquito.
3.- En contra de esta última sentencia, la parte demandante dedujo recurso de casación en elfondo, denunciando la infracción del artículo 336, en relación con los artículos 160 y 323, todosdel Código Civil, y artículo 19 de la Ley número 19.968, argumentando que los jueces del fondoincurrieron en error de derecho al acoger la excepción de pago opuesta, basados en un documentocarente de todo valor y en circunstancias que la titularidad para renunciar o compensar laspensiones alimenticias atrasadas sólo la tenía su parte –madre de los alimentarios- como titular dela pensión que se reguló judicialmente, ya que fue ella quien en definitiva asumió en formaexclusiva su mantención y debió solventar la educación de sus hijos.
4.- La Corte Suprema rechazó el recurso, atendidas las siguientes consideraciones:● Don M. M. S. dedujo excepción de pago por la suma de $ 35.689.488.-, misma por la que sedespachó mandamiento de ejecución y embargo por concepto de pensiones alimenticiasadeudadas al 9 de noviembre de 2010.● Las partes contrajeron matrimonio en el año 1976, y tuvieron cuatro hijos. Por sentencia de 26de enero de 2009, se declaró la disolución del matrimonio por divorcio.● Por escritura pública de fecha 25 de enero de 2011, los referidos hijos dan cuenta de pago yotorgan finiquito de los alimentos regulados en causa seguida ante el Segundo Juzgado deMenores de Viña del Mar, en la que su madre demandó a su padre, el ejecutado de autos. Lapensión de alimentos se había regulado en la suma equivalente a 7,5 ingresos mínimosmensuales, además del pago de colegiaturas y universidades. En dicho instrumento, los hijosexpresaron también que durante todo el tiempo que fueron beneficiarios de alimentos su padrepagó en forma íntegra y oportuna la pensión alimenticia fijada, además de otros gastos, y lesentregó dineros directamente, no obstante que a esa época ya habían cumplido la mayoría de edady habían concluido sus estudios universitarios, por lo que nada se les adeuda por este concepto opor algún otro y dan por pagada la deuda ascendente a la suma de $ 35.689.488.- fijada en laliquidación practicada por el Juzgado de Familia de Viña del Mar.● Los alimentarios, en la actualidad, son todos profesionales, de 33, 32, 26 y 25 años.● Que sobre la base de los hechos reseñados, los sentenciadores concluyeron que habiendosuscrito el referido finiquito los alimentarios, siendo todos mayores de edad, debía darseaplicación a lo dispuesto por el artículo 336 del Código Civil en el sentido que todos ellos estánfacultados para renunciar o compensar las diferencias que pudieran haber surgido entre laspensiones alimenticias. Además, tienen en consideración que la administración de lasmensualidades alimenticias no obsta a la libre disposición que éstos puedan hacer de laspensiones que ceden en su exclusivo beneficio.● Que el recurso se funda en premisas o situaciones que pugnan con los hechos fijados por losjueces del fondo y que dicen relación con el pago o cumplimiento de la obligación alimenticiapor parte del alimentante. Tal planteamiento desconoce que los presupuestos fácticos son sóloaquellos establecidos por los jueces del fondo en la correspondiente sentencia y éstos sólo puedenser modificados si el recurrente denuncia y se constata infracción de las normas reguladoras de laprueba, lo que no ha ocurrido en la especie.● En consecuencia, tratándose de un recurso de derecho estricto, no es pertinente, en este caso,revisar los antecedentes fácticos que sustentan la decisión, ponderando nuevamente los medios deconvicción allegados a la causa, pues la sentencia recurrida contiene el análisis de la prueba
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40 El artículo 4º de la Ley número 14.908 regula, en el marco de este cuerpo legal, lo concerniente a los alimentosprovisorios: “En los juicios en que se demanden alimentos el juez deberá pronunciarse sobre los alimentosprovisorios, junto con admitir la demanda a tramitación, con el solo mérito de los documentos y antecedentespresentados. / El demandado tendrá el plazo de cinco días para oponerse al monto provisorio decretado. En lanotificación de la demanda deberá informársele sobre esta facultad. / Presentada la oposición, el juez resolverá deplano, salvo que del mérito de los antecedentes estime necesario citar a una audiencia, la que deberá efectuarsedentro de los diez días siguientes. / Si en el plazo indicado en el inciso segundo no existe oposición, la resoluciónque fija los alimentos provisorios causará ejecutoria. / El tribunal podrá acceder provisionalmente a la solicitud deaumento, rebaja o cese de una pensión alimenticia, cuando estime que existen antecedentes suficientes que lojustifiquen. / La resolución que decrete los alimentos provisorios o la que se pronuncie provisionalmente sobre lasolicitud de aumento, rebaja o cese de una pensión alimenticia, será susceptible del recurso de reposición conapelación subsidiaria, la que se concederá en el solo efecto devolutivo y gozará de preferencia para su vista y fallo./ El juez que no dé cumplimiento a lo previsto en el inciso primero incurrirá en falta o abuso que la parte agraviadapodrá perseguir conforme al artículo 536 del Código Orgánico de Tribunales.” Este artículo debemos vincularlocon el artículo 327 del Código Civil, que también regla los alimentos provisorios; dispone al efecto: “Mientras seventila la obligación de prestar alimentos, deberá el juez ordenar que se den provisoriamente, con el solo mérito delos documentos y antecedentes presentados; sin perjuicio de la restitución, si la persona a quien se demanda obtienesentencia absolutoria. / Cesa este derecho a la restitución, contra el que, de buena fe y con algún fundamentoplausible, haya intentado la demanda.” La actual redacción del artículo 327 del Código Civil se aviene con lanaturaleza asistencial del derecho de alimentos, que no admite demora en su ejercicio, pues está comprometida laexistencia misma de su titular. La expresión “deberá” hoy empleada en el precepto, se incorporó al tipo legal por laLey número 19.741, publicada en el Diario Oficial de fecha 24 de julio de 2001. Antes, el artículo consignaba que“Mientras se ventila la obligación de prestar alimentos, podrá el juez ordenar…”, lo que no pocas veces suscitócriterios dispares en los tribunales de justicia, aunque las Cortes solían asentar el principio actualmente consagradoen la ley. El artículo fue nuevamente modificado por la Ley número 20.152, publicada en el Diario Oficial de fecha 9de enero de 2007, en el sentido de reemplazar la frase “desde que en la secuela del juicio se le ofrezca fundamentoplausible” por la oración “con el solo mérito de los antecedentes y documentos presentados”, fórmula que, segúnreferimos, se emplea igualmente en el artículo 4º citado. Ahora bien, se ha planteado que existiría una contradicciónentre los dos artículos, pues mientras el primero dice que el juez “deberá pronunciarse sobre los alimentosprovisorios”, el segundo señala que el juez deberá “ordenar que se den provisoriamente”. Pienso que no haycontradicción: el juez no puede dejar de decretar un monto; ahora bien, el primer artículo alude a la oportunidadprocesal en que ha de hacerlo; además, cuando emplea la palabra “pronunciarse”, estimo que el legislador no lo hizoen el sentido que pueda decretarlos o no, sino más bien bajo el supuesto que al decretarlos, ha de hacerlo conforme almérito de los documentos y antecedentes presentados. Por lo tanto, no bastaría con la relación de hechos en lademanda (“antecedentes”), sino que habría que acompañar uno o más documentos, dado que se emplea la fórmulaconjuntiva “... documentos y antecedentes presentados”. Cabe notar también que el inciso 2º del artículo 4º señala

rendida, los hechos que se tuvieron por probados y el razonamiento que conduce a esaconclusión, sin que el recurrente haya denunciado como conculcadas las normas reguladoras dela prueba, en la especie, de la sana crítica.● Que, por lo antes razonado, no habiéndose demostrado por el recurrente los errores de derechodenunciados, el recurso en examen debe ser desestimado.
Sentencia pronunciada por la Cuarta Sala de la Corte Suprema, integrada por los Ministros señorPatricio Valdés A., señora Rosa Egnem S., señor Juan Fuentes B., Ministro Suplente señorAlfredo Pfeiffer R., y el abogado integrante señor Patricio Figueroa S. Redacción de Ministraseñora Rosa Egnem S.
XIII.- Sentencia de la Corte de Apelaciones de Arica de fecha 11 de mayo de 2012, autos Rolnúmero 53-2012.
Normas decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículo 326 y 331 del Código Civil;y artículos 4º40 y 7º de la Ley número 14.908.
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que el demandado tendrá el plazo de cinco días “para oponerse al monto provisorio decretado”, es decir sólo podríacontrovertirse la cuantía de los alimentos provisorios, pero no la circunstancia de haberlos decretados, pues en talcaso la ley habría dicho “para oponerse a los alimentos provisorios o a su monto”. Adicionalmente, se ha dicho yme parece también pertinente, como argumento para concluir que el juez debe decretar alimentos provisorios(además de lo previsto en el art. 327 del CC), lo contemplado en el artículo 16 inciso 2º de la Ley 19.968, relativo alprincipio del interés superior del menor. Sin duda que esta es una regla de interpretación de la ley, y me parece queperfectamente puede ser invocada en el caso planteado. Finalmente, también podría esgrimirse el argumento de ser elCódigo Civil norma de Derecho común y supletorio, que integra los vacíos de leyes especiales, como lo es la Leynúmero 14.908. Cabe consignar que el artículo 4º se introdujo a la Ley número 14.908 en el año 2007, por la Leynúmero 20.152 (el antiguo artículo 4º había sido derogado por el artículo 124 de la Ley número 19.968 del año2004). Por ende, el tenor del artículo 4 se fijó después de haberse modificado el artículo 327 del Código Civil (año2001). Esto podría prestarse para dos conclusiones divergentes entre sí: podría afirmarse que al introducir el artículo4 en la Ley número 14.908 sin haber modificado el artículo 327, el legislador mantuvo plenamente vigente la idea envirtud de la cual el juez siempre debe fijar alimentos provisorios, en la medida que se acompañen los documentos yse expongan los antecedentes de rigor; a contrario sensu, podría también entenderse que la verdadera voluntad dellegislador está en la norma más nueva, cual es el artículo 4, por sobre lo que expone en la norma más antigua, esdecir el artículo 327. Con todo, no me parece que éste argumento pueda prevalecer por sobre las razones queexpusimos para concluir que el juez debe fijar los supradichos alimentos.41 Aunque la sentencia no se refiere explícitamente al punto, cabe señalar que al quedar ejecutoriada la sentencia quedecretó los alimentos definitivos, puede ocurrir que éstos asciendan a una suma mayor que aquella decretada porconcepto de alimentos provisorios. En tal caso, en nuestra opinión, si durante el juicio se habían fijado alimentosprovisorios inferiores a los que se regulan como definitivos, el demandado deberá pagar la diferencia por todo elperíodo que haya transcurrido entre la notificación de la demanda y el momento en que quedó ejecutoriada lasentencia definitiva. ¿Qué ocurre, en cambio, si los alimentos definitivos resultaren ser inferiores a los provisorios?¿Desde cuándo rige la sentencia que fije los alimentos definitivos? ¿En tal caso, los alimentarios deben el excesorecibido por concepto de alimentos provisorios? En la sentencia siguiente, veremos cómo la Corte Suprema resuelveesta situación.

Cuestión medular: cómo ha de operar la distribución entre los padres, de la obligación conjuntade solventar las necesidades de los hijos comunes. Determinación del momento hasta el que rigenlos alimentos provisorios.
Conclusión de la Corte: es obligación jurídica de ambos padres solventar las necesidades del hijo,correspondiéndole al juez distribuir los aportes de acuerdo a sus respectivas facultades. Lacircunstancia de que uno de los progenitores viva con otros hijos, debe considerarse para laantedicha distribución. Los alimentos provisorios, rigen hasta que queda ejecutoriada la sentenciaque fija los alimentos definitivos.41

1.- Por sentencia del Tribunal de Familia de Arica de fecha 26 de marzo de 2012, se condenó alpadre de un menor de 5 años y 10 meses, al pago de una pensión de alimentos por $ 150.150.-
2. La demandante, madre del menor, dedujo apelación, señalando que de acuerdo al informepericial socioeconómico efectuado al alimentario, sus gastos mensuales ascienden a $ 328.265.-;además, similar informe realizado respecto del demandado establece que vive solo, que no tieneun nuevo grupo familiar, a diferencia de la actora que vive con dos hijas más, por las cualestambién debe efectuar gastos de manutención, disminuyendo así su capacidad económica.Expresa además que el demandado no rindió probanza alguna para acreditar gastos, en tanto laactora logró acreditar los ingresos de éste. En definitiva, solicitó la modificación de la sentencia,en el sentido de que se condene al demandado al pago de una pensión de $ 300.000.-



34Criterios jurisprudenciales en materia de alimentos – Juan Andrés Orrego Acuña

42 La sentencia no indica cuál era el monto de los alimentos provisorios, pero entendemos que si éstos eran inferioresa los alimentos que se fijaron en la sentencia de segundo grado, el alimentante debe completar dicha diferencia,considerando que los alimentos se deben “desde la primera demanda”, es decir, desde que ésta fue notificada. Por lodemás, el artículo 331 no distingue entre alimentos provisorios y definitivos, y mal podría hacerlo el intérprete.Como se expresa en una sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago de fecha 11 de julio de 1996, las reglasgenerales en materia de alimentos a que alude el artículo 322 del Código Civil, entre las cuales se encuentran elartículo 327 (que se refiere a los alimentos provisorios) y el artículo 331 (que deja en claro que los alimentos sedeben desde la primera demanda), no aluden a dos tipos de obligaciones alimenticias diversas sino a una sola y únicaobligación, cual es la de otorgar “los alimentos que se deben por ley a ciertas personas”. No se trata de que para laley hayan o existan dos categorías diversas de alimentos, “los provisorios” y “los definitivos”. En Efecto, el artículo

3. La Corte de Apelaciones de Arica acogió el recurso, conforme a lo que seguidamente seindica:● Las partes no se han alzado en cuanto a los hechos establecidos por el Tribunal de primergrado, en cuanto a las facultades económicas de la madre (ingresos mensuales promedioascendentes a $ 521.270.-) y del padre (ingresos mensuales promedio ascendentes a $ 631.038.-)y a las necesidades del menor alimentario ($ 328.265.- mensuales). Tales conclusiones fácticas seapoyan en la documental rendida en juicio y por lo consignado en los respectivos informessociales, de modo que constituyen una base aceptable para la decisión del presente conflicto.● Que, en el contexto aludido, es obligación jurídica de ambos padres solventar las necesidadesde su hijo matrimonial, a la sazón de 5 años 10 meses, según se desprende del artículo 326, inciso2°, del Código Civil, correspondiéndole al juez distribuir la obligación en proporción a susfacultades.● Que, desde la sola consideración de los ingresos de cada padre se constata que los de la madreson inferiores a los del demandado en aproximadamente un 5% (sic). Dicha situación, por sí sola,autorizaría para fijar a éste una obligación alimenticia equivalente al 55% de las necesidades delniño (alrededor de $ 180.546.-), o sea, un monto superior al fijado por la juez a quo.● Que, por otro lado, la madre debe solventar en parte los gastos de mantención de otras doshijas, cargas que en cambio no tiene el demandado, quien vive solo, debiendo sobrellevarúnicamente los gastos propios de tal circunstancia. En consecuencia, las facultades económicasdel padre superan las de la madre, razón por la cual corresponde hacer un ajuste adicional pordicho concepto, estimando prudente alzar el monto de la pensión alimenticia fijada a un 110% deun ingreso mínimo remuneracional mensual.● Que, de acuerdo al artículo 331 del Código Civil, los alimentos se deben desde la fecha de laprimera demanda, entendiendo que ello se produce desde la notificación de dicho acto procesal aldemandado. En cuanto a los alimentos provisorios fijados cautelarmente por el Tribunal, deconformidad al artículo 4° de la Ley número 14.908, éstos tienen vigencia desde la época en quefueron fijados hasta la fecha en que la sentencia definitiva quede ejecutoriada, pues desde ahí enadelante se deben pagar los alimentos definitivos. En razón de lo señalado, “resultaba errónea ladecisión que determinaba que los alimentos definitivos se devengaban desde el mes en quequedara ejecutoriado el fallo y aquella otra que dejaba sin efecto los alimentos provisorios desdela fecha de la sentencia de primer grado”.● Por lo razonado, mérito de los antecedentes, disposiciones legales citadas y de conformidad alo establecido en los artículos 7 de la Ley número 14.908 y 67 de la Ley número 19.968, seconfirma la sentencia apelada, con las siguientes declaraciones: que la pensión alimenticia seráequivalente a un 110% de un ingreso mínimo remuneracional mensual (a mayo de 2012,$ 200.200.-), a contar de la fecha de la notificación de la demanda; y que los alimentosprovisorios quedarán sin efecto una vez ejecutoriada la presente sentencia.42
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327 no contiene una clase o variedad distinta o especial de alimentos. Los alimentos reglados en el Código Civilconforman una institución y obligación única. La ley, con el adverbio “provisoriamente”, está significandoúnicamente con ello que lo que es provisional es sólo su otorgamiento, pues tal prestación ordenada dar antes de lasentencia definitiva está sujeta a la condición de que la demanda de alimentos sea acogida, pues en caso de no serloregirá la restitución de los mismos que establece el artículo 327.

Dictada por la Corte de Apelaciones de Arica (no se indica Ministros y abogados integrantes).Redacción del Ministro señor Rodrigo Cerda San Martín.
XIV.- Sentencia de la Corte Suprema de fecha 25 de mayo de 2009, autos Rol número 2.258-2009.
Normas legales decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículos 327, 331 y 333 delCódigo Civil.
Cuestión medular: ¿desde qué momento rige la sentencia que decreta los alimentos definitivos, siéstos fueren inferiores a los alimentos provisorios?
Conclusión de la Corte: la sentencia puede establecer válidamente que los alimentos definitivosse deben sólo desde que quede ejecutoriada la sentencia que los establezca, y no desde lanotificación de la demanda, pues estando los jueces facultados para fijar la forma y cuantía enque hayan de prestarse los alimentos, una decisión como la señalada no contraviene el artículo331 del Código Civil, en cuanto declara que los alimentos se deben desde la primera demanda.Cabe entonces la posibilidad de establecer una “regulación diferenciada” en cuanto a la datadesde la que se debe los alimentos provisorios y definitivos. Adicionalmente, una decisión comola mencionada, beneficia a los alimentarios, es decir, a quienes la propia ley, en esta materia,pretende proteger. En consecuencia, los alimentarios no están obligados a restituir el exceso.
1.- Don A. D. S. interpuso una demanda ante el 1º Juzgado de Familia de Santiago, en contra desu cónyuge K. A. H., para que se determinare la relación directa y regular que debe existir entreel actor y sus cuatro hijos menores de edad. La demandada, por su parte, dedujo demandareconvencional de alimentos.
2.- Mientras se resolvía la demanda reconvencional, el tribunal de familia, por resolución de 23de marzo de 2007, fijó por concepto de alimentos provisorios la suma de $ 3.190.000.-mensuales.
3.- Por sentencia de fecha 28 de abril de 2008, el citado Juzgado acogió la demandareconvencional, condenándose a don A. D. S. al pago de una pensión alimenticia a favor de sushijos, consistente en la suma de $ 500.000.-, más gastos de colegiatura y matrículas de losmenores, en forma retroactiva, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 331 del Código Civil.
4.- En contra de esta sentencia, se alzó la demandada y demandante reconvencional, doña K. A.H., y una de las salas de la Corte de Apelaciones de Santiago, por sentencia de fecha 26 dediciembre de 2008, confirmó el fallo apelado, con declaración que la suma que el demandadoreconvencional deberá pagar como pensión alimenticia asciende a $ 800.000.-, más los gastos de
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43 En rigor, según lo habíamos referido, el artículo 327 sólo se pone en el caso de que la persona a quien se demandade alimentos, “obtiene sentencia absolutoria”. Nada dice para el caso de que los alimentos definitivos resultareninferiores a los provisorios. El artículo 4º de la Ley número 14.908, que alude a la oportunidad en que el Juez deFamilia debe pronunciarse decretando los alimentos provisorios, tampoco resuelve la materia.44 El “efecto general” de las resoluciones judiciales, como es sabido, consiste en entender que un fallo podráejecutarse una vez que quede ejecutoriada y de ahí en adelante. Sin embargo, en materia de alimentos el artículo 331altera dicho efecto general, pues los efectos de la sentencia que concede los alimentos se retrotrae a la fecha de lanotificación de la demanda.

colegiatura y matrículas de los menores. Esta sentencia, innovó también respecto de la sentenciade primera instancia, en cuanto dispuso que la pensión así aumentada, se pagaría a contar de ladata en que quedare ejecutoriada (y no, como había declarado el fallo de primer grado, desde lafecha de la primera demanda, es decir, desde la notificación de la demanda reconvencional dealimentos).
5.- En contra de esta última decisión, el demandado reconvencional dedujo recurso de casaciónen el fondo, solicitando la invalidación del fallo y la dictación de una sentencia de reemplazo.Argumentó para ello lo siguiente:● La sentencia recurrida, vulnera los artículos 322, 327, 331 y 336 del Código Civil, al modificarlos efectos que tiene una sentencia definitiva que condena al pago de alimentos y disponer queellos se pagarán desde que la misma se encuentre ejecutoriada, desconociendo con ello que la leyestablece que los alimentos se deben desde la primera demanda. Alega el recurrente que, noporque su parte haya resultado en definitiva condenada al pago de una pensión de monto inferiora la establecida como alimentos provisorios, pierde el derecho a que los efectos de la sentenciadefinitiva le sean exigibles desde la interposición de la demanda.● Indica el recurrente que si los efectos de la sentencia impugnada se retrotraen a la época de lapresentación de la demanda, corresponderá hacer las compensaciones necesarias, de acuerdo a lodispuesto en el artículo 327 del Código Civil y determinar si la demandante de alimentos deberestituir o no alimentos pagados en exceso, como lo prescribe dicho precepto.43

6.- La Corte Suprema desestimó sin embargo el recurso, señalando al efecto:● Que los jueces del fondo concluyen que, si bien de acuerdo al artículo 331 del Código Civil losalimentos se deben desde la primera demanda, cabe considerar que el alimentante ha pagado losfijados a título de provisorios y que el disponer la restitución de las diferencias generadas entrelos percibidos a dicho título y el monto fijado como definitivos, implicaría una devolución de lorecibido en exceso o imputación a futuras pensiones, lo que sería perjudicial para los alimentariosque los percibieron de buena fe.● Por lo expuesto, resuelven los jueces del fondo que los alimentos regulados como definitivos,se pagarán a contar de la data en que quede ejecutoriada la sentencia. Tal decisión se funda enque corresponde a la judicatura regular la forma y cuantía de los alimentos.● Que lo resuelto por los sentenciadores, no implica alterar la norma legal que dispone que losalimentos se deben desde la notificación de la demanda. En efecto, tal principio no ha sidodesconocido y por el contrario, bajo tal supuesto, lo que se ha hecho es regular la forma y cuantíade la obligación alimenticia, estableciéndose una regulación diferenciada, por razones queapuntan al beneficio de los alimentarios, es decir, a quienes la propia ley ha buscado proteger, alalterar el efecto general de las resoluciones en esta materia.44
● Que, en este contexto, no puede sino concluirse que la decisión de los sentenciadores novulnera las normas de los artículos 331 y 332 del Código Civil, pues como se ha dicho, ésta no
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45 El fundamento del fallo nos parece discutible. No creemos que el artículo 333, que alude efectivamente a lafacultad del juez para reglar la “forma y cuantía” de la pensión, pueda servir para dejar de aplicar la regla delartículo 331, en cuanto éste dispone que los alimentos se deben desde la primera demanda. La “forma” parecieraaludir a lo que comprenden los alimentos, es decir, podría tratarse sólo de una suma de dinero (sea que se dispongalisa y llanamente el pago de una cierta cantidad, o que los alimentos correspondan a un porcentaje de las rentas delalimentante, o que la pensión consista en cierta cantidad de ingresos mínimos remuneracionales, o confiera derecho apercibir los intereses de un capital o se traduzca en la retención de rentas de arrendamiento, por ejemplo), osimultáneamente de una suma de dinero y la titularidad de un derecho real de usufructo, uso o habitación; o sólo deun derecho real como los nombrados y no de una suma de dinero, etc. La “forma”, entonces, pareciera no vincularsecon la oportunidad a partir de la cual se deben los alimentos. Así las cosas, “oportunidad” y “forma” son distintascuestiones, correspondiendo resolver lo primero conforme al artículo 331 y lo segundo de acuerdo al artículo 333.Cabe consignar que en el Código Civil, existe otro precepto en que se emplea la expresión “forma y cuantía”: elartículo 1134, inciso 1º, referido al legado de alimentos voluntarios. Reza así: “Si se legaren alimentos voluntariossin determinar su forma y cuantía, se deberán en la forma y cuantía en que el testador acostumbraba suministrarlosa la misma persona; y a falta de esta determinación, se regularán tomando en consideración la necesidad dellegatario, sus relaciones con el testador, y las fuerzas del patrimonio en la parte de que el testador ha podidodisponer libremente.” El precepto, en una de sus hipótesis, se pone en el caso de que el testador, en vida,suministraba tales alimentos al beneficiario. Si tal era el caso, los herederos deberán los alimentos en forma idénticaa aquella en que lo hacía el testador. ¿Cómo podría entonces vincularse la “forma” a la oportunidad a partir de lacual se paguen los alimentos, si en el caso expuesto, éstos ya se pagaban en vida del causante? Como refiere LuisClaro Solar, el antecedente histórico de esta norma refuerza dicha conclusión, pues una nota de Andrés Bello alartículo del Proyecto de 1853 (que en el Proyecto Definitivo corresponde al actual artículo 1134) indica comoconcordancia al artículo 1134 la Ley 24, título 9, de la Partida Sexta, que decía: “Gobiernos mandan dar losfazedores de los testamentos a otros, que non dizen quanto, nin en qué manera los deven dar los herederos: en talcaso como este dezimos que si el testador que mando goviernos a otro, era usado en su vida de dar cierta quantía depan o de dinero por gobierno a aquél a quien fizo la manda, tenudo es el heredero de darle otro tanto. E si poraventura non diera como cosa cierta entonces deve dar según aquel ome fuere aquel a quien fuesse fecha la mandadel gobierno, e según fueran los bienes que heredó del testador.” Como se observa, atendía la ley, en primer lugar, alo que el testador dispusiera en cuanto a la cuantía, forma (“pan o dinero”) y demás condiciones en que se prestabanlos alimentos; y si nada hubiere dispuesto el testador, habría que estar a la práctica observada en vida entre testador yalimentario; en fin, si no era posible aplicar la práctica como cosa cierta, se establecía que el heredero debía tomar enconsideración la persona del legatario y la cuantía de los bienes heredados. El artículo 1134 del Código Civil,esencialmente, reproduce el tenor de las Partidas. Cabe advertir que la palabra “gobierno” o “govierno”, comoindistintamente se escribe en las Partidas, significaba en español antiguo “manutención” o “alimentos” (Luis ClaroSolar, “Explicaciones de Derecho Civil Chileno y Comparado”, Tomo 15º, “De la sucesión por causa de muerte”,III, Santiago de Chile, Editorial Nascimento, año 1942, pp. 107 y 108). La otra expresión empleada en el artículo 333–“cuantía”-, no requiere mayores explicaciones. Considerando lo expuesto, más claro sería, en nuestra opinión, queel fallo de la Corte Suprema se hubiera fundado en la circunstancia de no haber previsto la ley (artículo 327 delCódigo Civil y artículo 4º de la Ley número 14.908) el caso en el cual los alimentos definitivos sean inferiores a losprovisorios, resolviendo el vacío legal de conformidad al artículo 170 número 5 del Código de Procedimiento Civil ybajo el principio rector del interés superior de los menores alimentarios, consagrado en la Convención sobre losDerechos del Niño, en nuestro Código Civil (artículo 222) y en la Ley sobre Tribunales de Familia (artículos 16 y22).

altera la regla legal referente a la época a partir de la cual se deben los alimentos, limitándose lamisma a regular en forma diferenciada la cuantía y forma de pago de la pensión alimenticiafijada, contando los jueces del grado con facultades para proceder de esta forma de conformidada lo dispuesto por el artículo 333 del mismo texto legal.45

Sentencia pronunciada por la Cuarta Sala de la Corte Suprema, integrada por los Ministrosseñores Patricio Valdés A., Guillermo Silva G., Ministro Suplente señor Julio Torres A., y losabogados integrantes señores Benito Mauriz A. y Roberto Jacob Ch. Redacción del señor JulioTorres A.
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46 Artículo 768, número 5 del Código de Procedimiento Civil: “El recurso de casación en la forma ha de fundarseprecisamente en alguna de las causas siguientes: (…) 5a. En haber sido pronunciada con omisión de cualquiera delos requisitos enumerados en el artículo 170”.

XV.- Sentencia de la Corte Suprema de fecha 21 de noviembre de 2011, autos Rol número4.638-2011.
Normas legales decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículos 775, 768 número546 y 170 número 4 del Código de Procedimiento Civil; y artículo 66 números 4 y 5 de la Leynúmero 19.968.
Cuestión medular: determinación de la pensión de alimentos cuando algunos hijos viven con lamadre y otros con el padre.
Conclusión de la Corte: los Tribunales del fondo deben hacerse cargo en sus fallos de lacircunstancia de vivir dos de los hijos por los cuales se demanda alimentos con su padre, y de laespecial condición de salud de uno de ellos. Al no hacerlo, la sentencia debe anularse, y la dereemplazo disponer una disminución de la pensión a que fue condenado el demandado.
1.- Por sentencia de fecha 14 de mayo de 2010, del 4° Juzgado de Familia de Santiago,rectificada con fecha 24 de mayo y con fecha 23 de noviembre del mismo año, se acogió lademanda de alimentos deducida por la madre de cuatro menores, condenando al padre a pagaruna pensión de alimentos correspondiente al 91% del ingreso mínimo remuneracional,equivalente a la suma de $ 150.150.-
2.- Se alzaron las partes, y una Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago, por sentencia defecha 30 de marzo de 2011, confirmó el fallo apelado.
3.- En contra de esta última decisión, la parte demandada dedujo recurso de casación en la formay en el fondo.
4.- La Corte Suprema, en ejercicio de la facultad contemplada en el artículo 775 del Código deProcedimiento Civil, invalidó de oficio la sentencia, fundando su fallo en las siguientesconsideraciones:● La Corte alude primero a las exigencias que deben cumplir las sentencias de primera y segundainstancia, conforme al artículo 170, número 4, del Código de Procedimiento Civil y en particularlas sentencias definitivas dictadas en el procedimiento de familia, conforme al artículo 66,número 4, de la Ley número 19.968.● Que la decisión que se contiene en la sentencia definitiva debe fundarse en un análisis lógico yracional por parte de los sentenciadores que la pronuncian, que debe comprender toda la pruebarendida y hacerse cargo de aquéllos aspectos que han sido discutidos por las partes y suacreditación procesal, y, además, debe extenderse al examen o verificación del cumplimiento delas condiciones legales de procedencia de la acción o excepciones formuladas.● Que, en este sentido, cabe consignar que del examen del fallo impugnado se desprende que ésteno se hace cargo de las alegaciones formuladas por el demandado, tanto en primera como ensegunda instancia, y que dicen relación con la verificación de los presupuestos de la acción de
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alimentos impetrada, esto es, la situación de los alimentarios en cuanto al cuidado bajo quien seencuentran y, por ende, la legitimidad de la actora para reclamar alimentos a su respecto.● Que de este modo se concluye que el fallo impugnado no cumple con lo exigido por losartículos 66 números 4 y 5 de la Ley número 19.968 y 170 número 4 del Código deProcedimiento Civil, normas que tienden a asegurar la justicia y legalidad de los fallos y aproporcionar a los litigantes los antecedentes que les permitan conocer los motivos de la decisióndel litigio, constituyendo tal requerimiento más allá de una simple regla procesal, un aspectofundamental del derecho al debido proceso.● Que en estas condiciones, no puede sino concluirse que la sentencia atacada no cumple con lasexigencias legales antes referidas, configurándose en la especie el vicio de nulidad previsto en elnumeral 5° del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil, lo que autoriza su invalidación,puesto que ha influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo, ya que dio lugar a la demandarespecto de todos los alimentarios, sin que se encuentren establecidos los presupuestos para laprocedencia de la misma, en los términos invocados por la demandante.● En su sentencia de reemplazo, consigna la Corte que si bien la madre ha reclamado alimentospara sus cuatro hijos, del mérito de los antecedentes allegados al juicio se establece que sólo dosde los alimentarios se encuentran bajo su cuidado y mantención, no siendo procedente enconsecuencia la acción impetrada respecto de los restantes, quienes viven con el padre, y uno deellos, por las patologías que padece, requiere de extremos cuidados y dedicación, los que sonentregados por el progenitor.● Que si bien los alimentarios que se encuentran con la madre presentan necesidades y que eldemandado en su condición de padre se encuentra obligado a concurrir con su aporte a lasatisfacción de las mismas, dicha contribución no puede estar ajena a las especiales condicionesque el caso sub-lite presenta por la situación y estado de salud que presenta el también hijo de laspartes y que como se ha señalado son asumidas por el demandado, las que determinan también ladisminución de su capacidad de generar mayores ingresos, situación que lleva a lossentenciadores a rebajar la cuantía de la obligación alimenticia, más allá del mínimo legal.● Por estas consideraciones, y atendido lo dispuesto en el artículo 64 de la Ley número 19.968, seconfirma la sentencia apelada, con declaración que el demandado es condenado al pago del 60%del ingreso mínimo remuneracional por concepto de pensión alimenticia a favor de sus dos hijosque están bajo el cuidado de la demandante.
Pronunciada por la Cuarta Sala de la Corte Suprema, integrada por los Ministros señores PatricioValdés A., Guillermo Silva G., Roberto Jacob Ch., y los abogados integrantes señores RafaelGómez B. y Patricio Figueroa S. Redacción del señor Rafael Gómez B.
XVI.- Sentencia de la Corte Suprema de fecha 29 de febrero de 2012, autos Rol número10.444-2011.
Normas decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículos 232, 321 y 326 del CódigoCivil; y artículo 3º de la Ley número 14.908.
Cuestión medular: condiciones que deben cumplirse para que un nieto pueda demandar alimentosa su abuelo.
Conclusión de la Corte: es posible demandar de manera directa a uno de los abuelos, ante la faltao insuficiencia del padre, no siendo una exigencia de la ley que exista una demanda previa en
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contra de éste. No es necesario por ende que los alimentos se encuentren regulados previamente,en un juicio seguido contra el padre, para después demandar al abuelo paterno o a la abuelapaterna. En tal sentido, los artículo 232 del Código Civil y 3º de la Ley número 14.908 se refierena dos hipótesis distintas: la primera, cuando los alimentos no estaban previamente regulados; lasegunda, cuando sí lo estaban, y cualquiera de ellas puede operar. Asimismo, la muerte del padreno extingue la obligación de la abuela de proporcionar alimentos al nieto, pues la misma arrancadirectamente de la ley y no se tiene en calidad de heredero del hijo, pues conforme al artículo 321del Código Civil, la nieta tiene acción directa en contra de su abuela.
1.- Por sentencia de fecha 21 de julio de 2011, del Juzgado de Familia de Villa Alemana, seacogió la demanda interpuesta por la madre de una menor, en contra de su abuela paterna,condenándose a la demandada al pago de una pensión alimenticia a favor de su nieta, ascendentea la suma de $ 400.000.-
2.- Se alzó la demandada y la Corte de Apelaciones de Valparaíso, por sentencia de 3 de octubrede 2011, la confirmó, con declaración de que se rebaja a $ 300.000.- la suma que la demandadadebe pagar por concepto de alimentos.
3.- En contra de esta última sentencia, la demandada dedujo recurso de casación en el fondo,sosteniendo la comisión de errores de derecho con infracción en lo dispositivo del fallo,solicitando la invalidación del fallo recurrido y la dictación de una sentencia de reemplazo pormedio de la cual se rechace la demanda intentada. Se fundamenta el recurso en la supuestainfracción a los artículos 230, 231, 232, 321, 326 y 1168 del Código civil y 3°, inciso final, de laLey número 14.908. Señala la recurrente que la decisión de los sentenciadores desconoce elcarácter intransmisible y personalísimo de la obligación alimenticia, conforme al cual laobligación de alimentos que el causante ha debido por ley a ciertas personas no pasa a losherederos y sólo se puede hacer exigible en el patrimonio de éste y, por lo tanto, dicha obligaciónal ser intuito personae se extingue con la muerte del alimentante, conjuntamente con el derechocorrelativo a reclamarla. Afirma que el carácter intransmisible de la obligación alimenticia escorroborado por el artículo 230 del Código Civil, en cuanto los gastos de educación, crianza yestablecimiento de los hijos son de cargo de los padres y en caso de fallecimiento de uno de éstosdel sobreviviente. Sostiene además que la obligación de proporcionar alimentos que recae sobrelos abuelos es siempre accesoria, es decir, depende de otra a la cual sirve de medio y como talsigue la suerte de la principal, de modo que extinguiéndose en este caso la del padre –por sufallecimiento-, corre la misma suerte la de estos ascendientes. En otro capítulo, se alega que laobligación de los abuelos sólo procede en caso de insuficiencia o ausencia de ambos padres, porlo que deben faltar ambos progenitores o en el caso que uno sobreviva debe acreditarse la falta demedios de éste para contribuir a la mantención del hijo y siempre y cuando exista sentenciaejecutoriada que establezca previamente esta situación, lo que no ha ocurrido en la especie.Además, la obligación sería conjunta respecto de todos los abuelos de ambas líneas, por lo que nopuede demandarse sólo a uno de ellos. Finalmente, se afirma que el inciso final del artículo 3° dela Ley número 14.908 autoriza para demandar alimentos a los abuelos sólo cuando los decretados(en la respectiva sentencia que condena al padre o madre al pago) no fueren pagados o no fuerensuficientes para solventar las necesidades del hijo, por lo que jamás la acción puede impetrarsedirectamente en contra de ellos.
4.- La Corte Suprema rechazó el recurso, señalando en su sentencia lo siguiente:
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47 El artículo 3º, inciso final, de la Ley número 14.908, establece la responsabilidad subsidiaria de los abuelos, yseñala las dos hipótesis en que aquella puede hacerse efectiva: “Cuando los alimentos decretados no fueren pagadoso no fueren suficientes para solventar las necesidades del hijo, el alimentario podrá demandar a los abuelos, de

● Que se han establecido como hechos de la causa los siguientes: i) La alimentaria de 12 años deedad es hija de la demandante y su padre falleció en un accidente automovilístico el 20 de marzode 2010; ii) Sus padres tenían una relación de convivencia que se prolongó por más de 15 años,siendo el progenitor de la menor quien asumía las necesidades del grupo familiar; iii) La madreno cuenta con una fuente laboral estable, se dedicó siempre al cuidado del hogar y vive con sumadre y la menor; iv) Los ingresos de la madre y de su hija provienen de las respectivaspensiones de viudez y orfandad que reciben, por un total aproximado de $ 108.000.-; v) Lademandada es abuela por línea paterna de la alimentaria, y empresaria en el área de transporte yparte de una sociedad que posee varios microbuses; vi) Las necesidades de la niña no pueden sercubiertas en su integridad por la madre y la demandada tiene capacidad económica paracontribuir con la mantención de su nieta.● Que del análisis de los artículos 321 y 232 del Código Civil, se desprende que la obligación deproporcionar alimentos que la ley establece respecto de los abuelos, se encuentra supeditada a laverificación de los presupuestos que ella misma dispone. En efecto, esta responsabilidad sólopuede reclamarse respecto de las personas indicadas cuando los alimentos decretados no fuerenpagados o no fueren suficientes para solventar las necesidades del hijo, es decir, ante la falta oinsuficiencia de los progenitores como principales y naturales obligados a la mantención de sushijos. Que en este sentido, cabe tener presente que los presupuestos fácticos establecidos en elfallo impugnado, como son la muerte del padre de la alimentaria, que éste era quien proveía a sumanutención y que la madre con los ingresos que percibe no alcanza a cubrir sus necesidades,satisfacen las hipótesis legales que autorizan para accionar en contra de los abuelos, ante laevidente falta del progenitor y la insuficiencia de la madre sobreviviente por la situacióneconómica en que se encuentra.● Que, por otra parte, si bien la obligación legal de los abuelos es subsidiaria a la de los padres,pues opera sólo ante la falta o insuficiencia de éstos y que entre varios obligados en un mismoorden todos deben contribuir, lo cierto es que tal carácter no impone la obligación de entablardemandas sucesivas en contra de cada uno de éstos y que exista una sentencia previa queestablezca su imposibilidad total o parcial de contribuir, como requisito previo para reclamaralimentos respecto de una persona legalmente obligada a ello. En efecto, tal exigencia no ha sidoestablecida por la ley y es contraria por lo demás a la naturaleza asistencial y de subsistencia delderecho de alimentos y a los principios que regulan el procedimiento en juicio para hacerloprocedente, como el de la concentración, desformalización, colaboración, actuación de oficio y elpropio principio del interés superior del niño, base sustancial y procesal de toda la legislación demenores y de familia. La interpretación que armoniza con dichos principios y con lascaracterísticas antes anotadas del derecho de alimentos plantea que lo realmente importante yconcluyente para resolver sobre la materia es que se determine si los demás obligados preferenteso del mismo orden se encuentran capacitados para satisfacer la exigencia de alimentos y que lospadres carecen de recursos para estos efectos o ellos no son suficientes, lo que puede acreditarseen el mismo juicio, como ocurre en el caso sub-lite al haberse demostrado la falta del padre einsuficiencia de la madre y también de la abuela por línea materna, para satisfacer las realesnecesidades de la menor.● Que lo concluido no se ve alterado por lo dispuesto en el inciso final del artículo 3º de la Leynúmero 14.90847, norma que se refiere a una hipótesis distinta a la de autos, pues no se está ante
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conformidad con lo que establece el artículo 232 del Código Civil”.48 Al igual que ocurre respecto de los alimentos provisorios (comparación entre los artículos 327 del Código Civil y4º de la Ley número 14.908), en materia de responsabilidad subsidiaria de los abuelos las normas del Código Civil ylas de la Ley número 14.908 no son del todo coincidentes. En efecto, en el primero, dispone el artículo 232 que laobligación de alimentar al hijo que carece de bienes “pasa (…) a sus abuelos”; en la segunda, el artículo 3º, incisofinal, exige que los alimentos hayan estado “decretados” para que el alimentario pueda demandar a sus abuelos. Dela diferencia apuntada se colige que en el primer caso la ley no exige que haya sentencia condenatoria en la que estén“decretados” los alimentos, mientras que en el segundo caso sí resulta necesario. Se desprende de la sentencia de laCorte Suprema, y de otras que hemos citado en este trabajo, que ha de prevalecer la interpretación más favorable alhijo alimentario, es decir, la que no exige una sentencia previa en contra de los progenitores.49 El artículo 9º de la Ley número 14.908, contempla la posibilidad de que la pensión de alimentos se materialice noen el pago de una suma de dinero, sino en solventar diversas necesidades del alimentario; asimismo, dispone que laobligación de alimentos podrá cumplirse constituyendo un derecho real que grave un inmueble del alimentante enfavor del alimentario: “El juez podrá decretar o aprobar que se imputen al pago de la pensión, parcial o totalmente,los gastos útiles o extraordinarios que efectúe el alimentante para satisfacer necesidades permanentes de educación,salud o vivienda del alimentario. / El juez podrá también fijar o aprobar que la pensión alimenticia se impute total oparcialmente a un derecho de usufructo, uso o habitación sobre bienes del alimentante, quien no podrá enajenarlosni gravarlos sin autorización del juez. Si se tratare de un bien raíz, la resolución judicial servirá de título parainscribir los derechos reales y la prohibición de enajenar o gravar en los registros correspondientes delConservador de Bienes Raíces. Podrá requerir estas inscripciones el propio alimentario. / La constitución de losmencionados derechos reales no perjudicará a los acreedores del alimentante cuyos créditos tengan una causaanterior a su inscripción. / En estos casos, el usufructuario, el usuario y el que goce del derecho de habitaciónestarán exentos de las obligaciones que para ellos establecen los artículos 775 y 813 del Código Civil,respectivamente, estando sólo obligados a confeccionar un inventario simple. Se aplicarán al usufructuario lasnormas de los artículos 819, inciso 1º, y 2466, inciso 3º, del Código Civil. / Cuando el cónyuge alimentario tengaderecho a solicitar, para sí o para sus hijos menores, la constitución de un usufructo, uso o habitación enconformidad a este artículo, no podrá pedir la que establece el artículo 147 del Código Civil respecto de los mismosbienes. / El no pago de la pensión así decretada o acordada hará incurrir al alimentante en los apremiosestablecidos en esta ley y, en el caso del derecho de habitación o usufructo recaído sobre inmuebles, se incurrirá endichos apremios aun antes de haberse efectuado la inscripción a que se refiere el inciso segundo.”

un caso de alimentos regulados, y que por lo demás no presenta ninguna dicotomía con lorazonado precedentemente.48
● Que, en otro orden, cabe señalar que el reconocimiento de la procedencia de la demandadeducida en contra de la demandada –en su calidad de abuela- no dice relación con latransmisibilidad o intransmisibilidad del derecho de alimentos, ni con su carácter personalísimo,pues la alimentaria tiene acción directa en su contra como ascendiente y personalmente obligadaa contribuir con la obligación de proporcionar alimentos, de conformidad al título legal que seestablece en el numeral 2º del artículo 321 del Código Civil.
Pronunciada por la Sala de Verano de la Corte Suprema, integrada por los Ministros señoresSergio Muñoz G., Patricio Valdés A., Guillermo Silva G., señora María Eugenia Sandoval G. y elabogado integrante señor Rafael Gómez B. Redacción a cargo de la Ministra señora MaríaEugenia Sandoval G.
XVII.- Sentencia de fecha 25 de agosto de 2006, de la Corte de Apelaciones de Valdivia,autos Rol número 131-2006.
Normas decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículo 321 del Código Civil; yartículos 7º y 9º49 de la Ley número 14.908.
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50 En otro fallo, se sostiene también que “Para establecer si la pensión alimenticia excede del margen legal, esto esdel cincuenta por ciento del ingreso del alimentante, ha de considerarse la renta que presumiblemente produciría, sise arrendase, la casa habitación dada en usufructo a los alimentarios a título de pensión.” (“Repertorio deLegislación y jurisprudencia Chilenas. Derecho de Menores”, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, año2000, p. 61. Fallo dictado el 7 de noviembre de 1994 por la Corte Suprema).

Cuestión medular: prestaciones que deben considerarse, para determinar que la pensión dealimentos no excede del máximo legal.
Conclusión de la Corte: pago del dividendo de un mutuo hipotecario, debe incluirse dentro delporcentaje máximo de las rentas del alimentante a que puede ascender la pensión de alimentos.
1.- En el caso, el alimentante había sido condenado por sentencia de fecha 13 de abril de 2006, alpago de una pensión alimenticia equivalente al cuarenta por ciento de sus emolumentos líquidos(disponiéndose su retención por el empleador), y además, al pago mensual del dividendo de lacasa habitación en la que vivían sus tres hijos (que al mes de enero de 2006, ascendía a$ 320.000.- mensuales).
2.- Ambos padres son médicos cirujanos, pero la madre registra ingresos por $ 350.000.-mensuales, porque se encuentra haciendo una beca.
3.- El condenado, al apelar, alegó que el pago del aludido dividendo, debía incluirse dentro delcitado cuarenta por ciento, y que al hacerlo así, sería posible determinar que la pensión a la queestá condenado supera el máximo legal previsto en el artículo 7º de la Ley número 14.908.
4.- La Corte de Apelaciones, por fallo de fecha 25 de agosto de 2006, concluyó “Que la suma deldividendo que debe soportar el demandado como pensión de alimentos, además del 40% deretención que le fue impuesto por sentencia definitiva, excede de acuerdo con los antecedentesprobatorios allegados al proceso, el máximo legal que la ley regula en un 50% de sus ingresos.Que dado que la casa que ocupan los menores es de propiedad del demandado, a él compete elpago de los dividendos. Su asignación a los alimentarios, en calidad de pensión de alimentos,debe serlo, de conformidad con la Ley número 14.908, a título de derecho de uso y habitación yque corresponderá tener en consideración al momento de tasar los alimentos, saldrá de losingresos del padre alimentante. Que de acuerdo con los antecedentes corresponderá regular porconcepto de derecho de alimentos el derecho de uso sobre la propiedad del demandado, en quehabitan sus hijos menores con su madre (…) más el 25% de sus emolumentos líquidosestrictamente legales del demandado, en los términos en que ha quedado dicho en la sentenciade primer grado. En mérito de lo considerado (…) Se declara: que se confirma la sentenciaapelada con declaración de que don (…) queda obligado a proporcionar, en calidad de pensiónde alimentos a sus hijos menores (…) el pago de los dividendos de la casa habitación que ocupanlos menores alimentarios y que éstos forman parte de la pensión de alimentos regulados en esteprocedimiento. En consecuencia se rebajan a un 25% los emolumentos que el alimentante quedaobligado a proporcionar a los menores ya individualizados…”50

Redacción de la sentencia: Ministra señora Aída Gajardo Pérez.
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XVIII.- Sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago de fecha 7 de marzo de 2011,autos Rol número 1.309-2010.
Normas decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículo 332 del Código Civil;artículo 768 del Código de Procedimiento Civil; y artículos 67 y siguientes de la Ley número19.968.
Cuestión medular: condiciones para que el hijo mayor de edad, tenga derecho a reclamar unapensión alimenticia.
Conclusión de la Corte: aunque el hijo del alimentante, mayor de edad, no esté estudiando, tienederecho a percibir una pensión de alimentos, cuando sus circunstancias personales, en la especieuna enfermedad mental, le impiden desempeñar un trabajo y subsistir por si mismo.
1.- Por sentencia de fecha 24 de mayo de 2010, del Tercer Juzgado de Familia de Santiago, serechazó una demanda de cese de pensión alimenticia, interpuesta por el padre del alimentario,fundada en ser éste mayor de 21 años y no estar cursando estudios.
2.- La parte demandante, dedujo recurso de casación en la forma, fundado en el artículo 795número 4 del Código de Procedimiento Civil en relación con el artículo 67 número 6 de la Leynúmero 19.968, por cuanto durante el proceso no se accedió por el Tribunal a rendir pruebaconfesional solicitada por el recurrente, lo que lo dejó en la indefensión, y que tenía por objetodeterminar si efectivamente el demandado se encontraba legitimado para recibir o no una pensiónalimenticia. La misma parte solicitó la anulación del fallo, fundado esta vez en la causal delartículo 67 número 6 letra b) de la Ley número 19.968 en relación con el artículo 63 número 3 dela misma y con los artículos 766 y 768 del Código de Procedimiento Civil, argumentando que lasentencia no posee consideraciones de hecho y, además, en el considerando segundo hacerazonamientos absolutamente contradictorios ya que por un lado se señala que el demandadocompareció en el proceso a las dos audiencias, rindió prueba y ejerció sus derechos mediantemandatario judicial, todos actos jurídicos supuestamente válidos, y por otro lado se agrega que eldemandado se encuentra inhabilitado mentalmente para subsistir por sí mismo.
3.- La Corte rechazó el recurso de casación en la forma, en virtud de lo dispuesto en el incisopenúltimo del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil, “por cuanto el alimentarioconcurrió al juicio y pudo ser visto por el juez, dando por el fallo su apreciación el respecto, loque no es contradictorio con el hecho que lo considere inhabilitado para subsistir por sí mismo,por lo que el recurso será rechazado.”
4.- En cuanto a la apelación, también fue desestimada, con el mérito de los siguientesrazonamientos:● De conformidad con el artículo 332 del Código Civil, los alimentos que se deben por ley seentienden concedidos por toda la vida del alimentario, si continúan las circunstancias quelegitimaron la demanda, agregando que si éste se encuentra afecto a una incapacidad física omental que le impida subsistir por sí mismo, el juez considerará los indispensables para susubsistencia.● El sentenciador ha hecho un análisis de la prueba rendida, conforme a las reglas de la sanacrítica, indicando con toda propiedad que el demandado presenta un trastorno esquizomorfo, que
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se califica también como esquizofrenia simple, lo que le impide realizar una labor remunerada yasí subsistir por sí mismo, lo que aparece también refrendado por la opinión de una psicóloga,que concluye que el demandado tiene daño psíquico significativo, prueba que no se consideró porsobreabundante, pero que no hizo más que ratificar lo sostenido por otro perito.● Se concuerda por ende con el sentenciador, que en el caso de autos, el alimentario, sin perjuiciode no estar estudiando ni trabajando, está incapacitado por su enfermedad para trabajar y dejarlosin pensión, como pretende el actor, llevaría al primero a quedar sin sustento alguno, lo queobliga a estos sentenciadores a rechazar la pretensión del actor.
Pronunciada por la Segunda Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago, integrada por elMinistro señor Emilio Elgueta Torres, Ministra señora María Rosa Kittsteiner Gentile y por elabogado integrante señor Angel Cruchaga Gandarillas. Redacción del Ministro señor Elgueta.
XIX.- Sentencia de la Corte de Apelaciones de Valparaíso de fecha 21 de febrero de 2011,autos Rol número 966-2010.
Normas decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículos 67 número 6 y 768 delCódigo de Procedimiento Civil; artículos 66 y 67 de la Ley número 19.968; artículo 3 de la Leynúmero 14.908.
Cuestión medular: alcances del artículo 3° de la Ley número 14.908, en cuanto establece unapresunción de poseer el alimentante rentas suficientes para solventar la pensión alimenticia afavor de un hijo menor de edad, decretando el mínimo al que ésta debe ascender.
Conclusión de la Corte: se trata de una presunción simplemente legal, y por ende que admiteprueba en contrario, de manera que el sentenciador puede fijar una pensión inferior al mínimo alque se refiere la norma, si de las pruebas aportadas por las partes así se justificare.
1.- Por sentencia de fecha 30 de noviembre de 2010, del Tribunal de Familia de Quillota, secondenó al demandado a pagar a favor de su hija menor de edad, la suma equivalente al 32% deun ingreso mensual remuneracional.
2.- En contra de dicha resolución, la parte demandante dedujo casación en la forma y apelación.Se funda la casación en la forma en la causal contenida en el artículo 67 número 6 letra b) de laLey número 19.968, puesto que la sentencia se habría pronunciado con omisión de cualquiera delos requisitos enumerados en el artículo 66 de la misma ley, específicamente en la falta deanálisis de la prueba rendida sin mencionar los hechos que se estimen probados y el razonamientoque conduce a esa conclusión. Agrega el recurrente que de haberse fundado correctamente elfallo y ponderado la prueba rendida, la conclusión necesaria no habría podido ser otra, que lapensión alimenticia fijada a favor del alimentario no podría ser menor a aquella establecida comomínima en el artículo 3° de la Ley número 14.908, es decir, $ 68.000.-
3.- La Corte rechazó la casación, sosteniendo que examinado el fallo, se desprende de él:● Que en su considerado 4°, se indica la prueba incorporada por la demandante, consistente endiversos documentos e informe social. En su considerando 5°, por su parte, se detalla la pruebarendida por el demandado, en la que cabe destacar certificado de matrimonio del mismo,certificado de nacimiento de otro hijo del demandado y liquidaciones de remuneraciones
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51 El artículo 242, cierra el Título IX “De los derechos y obligaciones entre los padres y los hijos”, del Libro I delCódigo Civil, consagrando en su inciso 1º el principio en virtud del cual las decisiones judiciales acerca de estamateria, siempre pueden ser revisadas y por ende modificadas: “Las resoluciones del juez bajo los respectosindicados en las reglas anteriores se revocarán por la cesación de la causa que haya dado motivo a ellas, y podrántambién modificarse o revocarse, en todo caso y tiempo, si sobreviene motivo justo, y se cumple con los requisitoslegales.” El inciso 2º agrega por su parte que al ocurrir lo anterior, debe velar el juez porque prevalezca el interéssuperior de los menores: “En todo caso, para adoptar sus resoluciones el juez atenderá, como consideraciónprimordial, al interés superior al hijo, y tendrá debidamente en cuenta sus opiniones, en función de su edad ymadurez.”52 El artículo 329 del Código Civil establece uno de los tres requisitos esenciales (además de texto legal que confierael derecho para reclamar alimentos y necesidad de quien los reciba) para que puedan decretarse alimentos en favorde las personas señaladas por la ley: “En la tasación de los alimentos se deberán tomar siempre en consideración lasfacultades del deudor y sus circunstancias domésticas.”53 El artículo 333 del Código Civil, en su primera parte, otorga al juez la facultad para establecer el monto de lapensión de alimentos y cómo ha de pagarse; la segunda parte, se aplica preferentemente a los herederos delalimentante (la referencia a una caja de ahorros, ha de entenderse hoy día a un Banco): “El juez reglará la forma y

correspondientes a los meses de junio, agosto y septiembre de 2010 y un informe socio-económico del demandado. En el considerando 7° se precisan los antecedentes de la menor paraquien se solicitan alimentos y sus circunstancias personales y familiares. En el 8º, los hechos ycircunstancias relativos al demandado. En el 9°, se alude a las atenciones médicas que recibe lamenor producto de una cardiopatía congénita y que asiste a un jardín infantil de la Junta Nacionalde Jardines Infantiles y que no se ha aportado prueba en relación a sus gastos y requerimientoseconómicos. En el razonamiento 10°, se establece que los ingresos del padre bordean los$ 150.000.- mensuales. En suma, de los razonamientos vertidos por la sentenciadora es dableconcluir que se ha hecho un análisis de la prueba rendida, sintético en verdad, pero que permitedeterminar los hechos que estima probados y los razonamientos que conducen a las conclusionesfácticas y jurídicas. De lo señalado anteriormente se satisfacen las exigencias contenidas en elartículo 66 de la Ley número 19.968, por lo que el recurso de nulidad no podrá prosperar. Setiene además en consideración que de conformidad al artículo 768 del CPC, inciso 2°, aplicableen la especie, aparece de manifiesto que el recurrente, de haber sufrido un perjuicio, deba ser éstereparado sólo con la invalidación del fallo. Sin embargo, la misma parte interpuso recurso deapelación en contra de la sentencia que considera agraviante a los intereses de su parte.● En cuanto a la apelación, tampoco fue acogida, atendido a que los argumentos vertidos por losabogados de la demandante no contienen antecedentes relevantes que conduzcan a enmendar lacuantía de los alimentos que el demandado pagará a favor de su hija en el equivalente al 32% deun ingreso mínimo remuneracional, que si bien es inferior al monto señalado en el artículo 3° dela Ley número 14.908 es dable señalar que es una presunción simplemente legal que admiteprueba en contrario y que, en concepto de esta Corte, el Juez estableció adecuadamente,conforme al mérito de las probanzas que el cuestionado fallo describe en sus considerandos 4 y 5.
Pronunciada por la Corte de Apelaciones de Valparaíso. Redacción del Ministro señor MarioGómez Montoya.
XX.- Sentencia de la Corte Suprema de fecha 27 de enero de 2011, autos Rol número 6.424-2010.
Normas decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículos 22, 242 inciso 2°51, 321número 2, 323, 32952, 332, 33353, 951, 959 número 454, 109755, 1167 número 156, 116857 y 117058
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cuantía en que hayan de prestarse los alimentos, y podrá disponer que se conviertan en los intereses de un capitalque se consigne a este efecto en una caja de ahorros o en otro establecimiento análogo, y se restituya al alimentanteo sus herederos luego que cese la obligación.”54 El artículo 959 del Código Civil, contempla las bajas generales de la herencia, y su número 4, alude a los alimentosforzosos: “En toda sucesión por causa de muerte, para llevar a efecto las disposiciones del difunto o de la ley, sededucirán del acervo o masa de bienes que el difunto ha dejado, inclusos los créditos hereditarios: (…) 4º. Lasasignaciones alimenticias forzosas”.55 El artículo 1097 del Código Civil es la norma fundamental, en cuanto a caracterizar a los herederos como aquellaspersonas en las que se “prolonga” la vida del causante desde un punto de vista jurídico, incluyendo la asunción desus deudas por aquellos: “Los asignatarios a título universal, con cualesquiera palabras que se les llame, y aunqueen el testamento se les califique de legatarios, son herederos: representan la persona del testador para sucederle entodos sus derechos y obligaciones transmisibles. / Los herederos son también obligados a las cargas testamentarias,esto es, a las que se constituyen por el testamento mismo, y que no se imponen a determinadas personas.”56 El artículo 1167, número 1 del Código Civil, incluye los alimentos con fuente legal, entre las asignaciones forzosasque la ley le impone al causante: “Asignaciones forzosas son las que el testador es obligado a hacer, y que se suplencuando no las ha hecho, aun con perjuicio de sus disposiciones testamentarias expresas. / Asignaciones forzosasson: 1. Los alimentos que se deben por ley a ciertas personas.” Esta asignación ha sido objeto de arduas discusionesen la doctrina chilena, particularmente en lo que se refiere a si la obligación de alimentos se transmite con la muertedel alimentante o si se extingue, de la misma manera que ocurre si muriese el titular del derecho de alimentos(hipótesis ésta última en la que nadie discute la extinción del derecho, habida cuenta de su carácter personalísimo).Las dudas en cuanto a la transmisibilidad (opinión de la minoría) o de la intransmisibilidad (opinión de la mayoría)de la obligación alimenticia, surgen por la doble naturaleza que el Código Civil atribuye a los alimentos que elcausante pagaba a su muerte a quienes por ley tenían derecho a obtenerlos: baja general de la herencia (artículo 959,número 4) y asignación forzosa (artículo 1167, número 1). Las opiniones podrían resumirse de la siguiente manera:1. Para algunos (los menos), la obligación alimenticia se transmite, pues tal es la regla general a la muerte delcausante, y la ley no señaló expresamente su intransmisibilidad. Muerto el alimentante, la obligación se radicará enlos herederos que acepten la herencia, entendiéndose que no se trata de pagar sólo pensiones atrasadas, es decirdevengadas a la muerte del causante pero que no estaban solucionadas (pues éstas pensiones corresponderían a unadeuda hereditaria, a la que alude el Código Civil en el artículo 959, número 2, mientras que los alimentos seencuentran señalados en el número 4 del mismo precepto), sino que las pensiones que tengan la calidad de futuras, enrelación al momento en que se produjo la muerte del causante. 2. Para otros, la ley sólo quiso referirse a laspensiones alimenticias que a la muerte del alimentante se encontraban devengadas pero no pagadas, y no a pensionesfuturas, habida cuenta que la obligación alimenticia no se transmite a los herederos del obligado. La principalrefutación a esta doctrina, es la enunciada, en cuanto a que el artículo 959 alude en numerales distintos a las deudashereditarias y a los alimentos que el causante debía por ley a ciertas personas. 3. Una tercera doctrina, que haprevalecido en las Cortes, entiende que no obstante ser intransmisible la obligación alimenticia, el Código alude apensiones futuras y no atrasadas. En tal sentido, son los bienes del causante, y no los bienes de sus herederos, los quehan de soportar el pago futuro de las pensiones, de manera que habría que apartar un capital de la sucesión o destinaralgunos bienes hereditarios que puedan generar frutos, para responder de la obligación mientras ésta subsista.También hay opiniones discrepantes en cuanto a entender cuál debía ser el presupuesto para concluir que losalimentos efectivamente “se debían” por el causante. Parece razonable sostener que debió existir una sentencia otransacción aprobada por un tribunal, o al menos una demanda interpuesta en contra del causante y notificada a ésteantes de su fallecimiento. Más dudoso es el caso en que el futuro causante pagaba una pensión alimenticia en formavoluntaria a una persona que habría tenido derecho a demandarlo (lo que por ejemplo acepta Manuel SomarrivaUndurraga y rechaza Pablo Rodríguez Grez), pues en esta hipótesis, si bien quien recibía los alimentos era una deaquellas personas que tenía título legal para reclamarlos, la procedencia de la pensión y especialmente su cuantía, nofue objeto de ponderación y decisión judicial. Finalmente, parece ser inconcuso que no sería razonable admitir queuna persona que no había demandado al causante (aunque la ley le otorgaba derecho para hacerlo) y que tampocorecibía una pensión voluntaria, pueda exigir los alimentos a sus herederos. Ello, porque carece de título en contra delos herederos (así, por ejemplo, si bien un hermano del causante lo pudo demandar, carece de título en contra de sussobrinos, al tenor del artículo 321 del Código Civil) y porque implicaría instaurar la más completa incertidumbreacerca de la composición del activo y particularmente del pasivo de la sucesión. Sería equivalente a admitir una bajageneral y asignación forzosa “sobreviniente”, y no coetánea a la muerte del de cujus.57 El artículo 1168 del Código Civil dispone que los alimentos que se debían por ley deben ser asumidos por toda lasucesión o por uno o algunos de los herederos, si así lo hubiere establecido el causante: “Los alimentos que el difunto
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ha debido por ley a ciertas personas, gravan la masa hereditaria; menos cuando el testador haya impuesto esaobligación a uno o más partícipes de la sucesión.”58 El artículo 1170 del Código Civil contiene dos reglas: la primera, deja a salvo a los asignatarios de alimentos, detoda responsabilidad por el pasivo del causante, en cuanto los primeros no pueden ser obligados a pagar deudashereditarias o testamentarias; la segunda regla, permite a los herederos que se encuentran pagando la obligaciónalimenticia, demandar la rebaja de la misma; cabe señalar que aunque la ley no lo diga, parece lógico concluir quelos herederos también podrían demandar el cese del pago de la pensión, si acreditan que el alimentario haincrementado su patrimonio en condiciones tales que no puede entenderse que se encuentra en estado “denecesidad” que justifique que otras personas solventen sus necesidades más esenciales para la vida; en cambio, talcomo concluye la mayoría de los Ministros en la sentencia a la que nos referimos en el cuerpo de este trabajo,pareciera no ser posible demandar el aumento de la pensión (no sólo porque la ley nada diga, pues no sería suficienteargumento, sino también porque la obligación no sería transmisible, como entiende la sentencia). Con todo, el votode minoría, según se expone, admite la posibilidad de que proceda un aumento de la pensión, sin que por ello debaentenderse que la obligación alimenticia se haya transmitido a los herederos. En otras palabras, se desprende del votominoritario que, cuando los herederos apartan un capital o destinan ciertos bienes del causante para afrontar el pagode las pensiones alimenticias futuras, deben considerar que la pensión puede ser rebajada o aumentada, según lojustifiquen, en cada caso, las necesidades del alimentario, que pueden ir mutando conforme a las diversas instanciasque el alimentario vaya afrontando. En cuanto a la rebaja de la pensión, bien podría ocurrir –como en el caso en querecayó el fallo-, que el asignatario de alimentos tenga la doble calidad de alimentario y de legitimario de la sucesión.En tal caso, dependerá de la cuantía de su legítima el que los restantes herederos puedan demandar que disminuya elmonto de la misma o que derechamente se decrete su cese. Por lo demás, no puede obviarse que operaría unaconfusión parcial, pues el asignatario de alimentos, al ser también heredero del causante, tendría el doble carácter deacreedor y de deudor.

del Código Civil y artículos 16, inciso 1°, y 32 de la Ley número 19.968.
Cuestión medular: ¿puede el alimentario demandar a los herederos del alimentante para que sedisponga el aumento de la pensión de alimentos? ¿Es transmisible la obligación de alimentos?
Conclusión de la Corte: no es posible demandar de aumento de pensión de alimentos a losherederos del alimentante, atendido a que la obligación de alimentos no es transmisible, demanera que fallecido el alimentante, sus herederos no están obligados al pago de la misma.Constituye sin embargo una baja general de la herencia, que grava la misma y que puede hacerseefectiva sobre la masa hereditaria. Voto de minoría que estima admisible la acción, porque sinperjuicio de coincidir en la intransmisibilidad de la obligación alimenticia, a la muerte delcausante ésta se transformó en una asignación forzosa que grava la masa hereditaria, y a cuyopago están obligados los herederos, en conformidad al artículo 1168 del Código Civil. Asimismo,la posibilidad de que la asignación forzosa alimenticia varíe en el futuro, se admite en el artículo1170 del Código Civil.
1.- Ante el Segundo Juzgado de Familia de Santiago, doña C. G. R. P. dedujo a favor de su hijoS. H. R., demanda de aumento de alimentos, en contra de cuatro personas, en su calidad deherederos del alimentante (quien era padre del menor alimentario), fallecido el 5 de febrero de2008.
2.- Por sentencia de fecha 16 de noviembre de 2009, se rechazó la demanda intentada por falta delegitimidad pasiva de los demandados.
3.- Se alzó la parte demandante y una de las Salas de la Corte de Apelaciones de Santiago, porfallo de fecha 22 de junio de 2010, con mayores fundamentos, confirmó el apelado.
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4.- En contra de esta última decisión, la demandante dedujo recurso de casación en el fondo,sosteniendo la comisión de errores de derecho con infracción en lo dispositivo de la sentencia,solicitando la invalidación del fallo recurrido y la dictación de uno de reemplazo por medio delcual se acoja la demanda intentada. Los argumentos fueron los siguientes:● El recurso de casación se funda en la infracción de los artículos 22, 242 inciso 2°, 321 número2, 323, 329, 332, 333, 951, 959 número 4, 1097, 1167 número 1, 1168 y 1170 del Código Civil yartículos 16, inciso 1°, y 32 de la Ley número 19.968.● Señala la recurrente que el fallo atacado debió dar aplicación al artículo 1097 del Código Civil,conforme al cual el heredero que acepta la herencia pura y simplemente, asume cabalmente laposición jurídica que tenía el causante, es decir es el continuador de su personalidad y como tal lesucede en todos sus derechos y obligaciones transmisibles. En consecuencia, como el alimentante–padre del alimentario- fue condenado en vida al pago de una pensión de alimentos, correspondíademandar su aumento a los herederos de éste, quienes tienen legitimación para ser demandados,siendo los únicos posibles contradictores en un juicio de esta naturaleza. Indica que se vulneratambién el artículo 951 del Código Civil, por haberse hecho una aplicación parcial y sesgada delmismo, al concluirse que con la muerte del alimentante se extingue también la obligaciónalimenticia, como si se tratare de una norma excluyente de la del artículo 959 número 4, quetambién resulta infringida, ya que esta disposición se limita a determinar que a partir de esafecha, la obligación de alimentos constituye una baja general de la herencia, acorde con lo queseñala el artículo 332 del mismo texto legal, en orden a que los alimentos que se deben por ley seentienden concedidos para toda la vida del alimentario, continuando las circunstancias quelegitimaron la demanda.● Sostiene la recurrente que lo que se plantea no está dado por la intransmisibilidad de lasobligaciones alimenticias, desde que lo que se pide en autos no es el reconocimiento del derechode alimentos, pues el padre fue condenado en vida al pago de una pensión alimenticia en favor desu hijo. Precisa que lo reclamado ha sido simplemente la adecuación del monto de esa pensión,ya que la obligación se encuentra vigente por disposición expresa de la ley, al constituir losalimentos que el difunto ha debido por ley una asignación forzosa que grava la masa hereditaria,correspondiendo a una baja general de la herencia del difunto alimentante. Por esto, estima erradala conclusión de los jueces del fondo en orden a que con su muerte se extinguió la obligaciónalimenticia. Plantea que la infracción del artículo 959 número 4 debe relacionarse con la delartículo 1167 del mismo cuerpo legal que define el concepto de asignación forzosa, estableciendocomo una especie de ella los alimentos que se deben por ley. Debe tenerse presente también lavulneración del artículo 1168 del Código Civil, en cuanto el fallo atacado desatiende lo que dichanorma establece, al estimar que la pensión de alimentos se extinguió con la muerte delalimentante, por lo que no sería procedente un aumento de la misma, en circunstancias que ellagrava la masa hereditaria. Invoca también la conculcación del artículo 1170 del Código Civil,disposición que establece la posibilidad de modificar los alimentos futuros, de modo que lasexigencias impuestas por los jueces del grado en orden a que se requiere de la existencia de lapersona del alimentante y del alimentario para la procedencia de la acción ejercida no se ajustan ala ley.● En otro acápite, denuncia asimismo la recurrente la vulneración del artículo 16, inciso 1º, de laLey número 19.968, que consagra como principio rector en materia de familia, el del interéssuperior del niño, desde que en el caso sub-lite ha resultado lesionada la facultad del alimentario,para accionar y obtener una sentencia que reconozca su derecho.
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● Finalmente, se invoca también la conculcación de las normas que rigen el sistema de la sanacrítica al desestimar los jueces del mérito toda la prueba rendida debida a la falta de legitimidadque se establece respecto de los demandados, pero contradictoriamente con ello, se señala en elfallo que la actora no aportó antecedentes reales que demuestren el cambio de las circunstanciaseconómicas.
5.- La Corte tuvo presente lo siguiente:● La demanda de aumento de alimentos deducida por doña C. G. R. P., en representación de suhijo menor de edad, se dirige en contra de los demandados, en su calidad de herederos delalimentante, fundada en que la pensión alimenticia, establecida en vida del causante, por suescasa cuantía, resulta insuficiente para solventar las necesidades del menor, acorde a su posiciónsocial.● Los demandados solicitaron el rechazo de la acción, alegando que no es posible demandar a losherederos del alimentante por aumento de la pensión, por no ser este tipo de obligacionestransmisibles, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 1168 del Código Civil y no estar lasucesión obligada a su pago.● El alimentario es hijo del causante, don U. H. M., quien resultó en vida obligado al pago de unapensión de alimentos por $ 140.000.-, más gastos de colegiatura, según sentencia del año 2000,dictada por el Tercer Juzgado de Menores de Santiago.● Que en el fallo atacado los sentenciadores consideran que aún cuando la obligación alimenticia,por su naturaleza, constituye una verdadera obligación civil, escapa a la regla general que enmateria de transmisibilidad de las obligaciones contempla el ordenamiento jurídico, dado sucarácter personalísimo, extinguiéndose con la muerte del alimentante, de conformidad al artículo951 del Código Civil. Sostienen, asimismo, que el artículo 1168 del Código Civil, dispone quelos alimentos que el difunto ha debido por ley gravan la masa hereditaria, menos cuando eltestador haya impuesto esa obligación a uno o más partícipes de la sucesión, lo que reafirma elcarácter intransmisible de la obligación. Asimismo, tienen presente que la demanda de aumentosupone no sólo la variación de las circunstancias que se tuvieron en cuenta al tiempo en que sereguló la pensión alimenticia, sino que, además, se requiere que deben existir tanto el alimentantecomo el alimentario, de modo que puedan ponderarse las actuales condiciones que legitimaríanuna pretensión de esa naturaleza, lo que en este caso no sería posible por el fallecimiento delprimero. De esta forma, concluyen que la acción no puede prosperar, al no existir un título queligue jurídicamente al demandante con los demandados, de aquellos enumerados en el artículo321 del Código Civil.
6.- Manifiesta seguidamente la sentencia de la Corte Suprema, para concluir rechazando en fallodividido el recurso de casación en el fondo:● Que la obligación alimenticia tiene una naturaleza especial, por tratarse de una acciónpersonalísima que como tal presenta caracteres propios, entre ellos su intransmisibilidad.● Ello significa que en caso de fallecimiento del alimentante, la obligación no se transmite a losherederos, sino que se hace exigible sobre el patrimonio del causante, como baja general de laherencia, de conformidad al artículo 959 número 4 del Código Civil.● Tal conclusión se funda no sólo en razón de los vínculos en que se sustenta la obligación enanálisis, sino también porque de otro modo no se explicaría la existencia del número 4 delartículo 959, pues habría bastado con el número 2 del mismo precepto, que alude a las deudashereditarias.
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● Existe además, para reafirmar esta conclusión, un antecedente contenido en la historiafidedigna de la ley. En efecto, en el Proyecto de 1853, el artículo 371 preveía expresamente quela obligación de proporcionar alimentos se transmitía a los herederos y legatarios del que debióprestarlos, y esta disposición fue suprimida por la Comisión Revisora, teniendo en consideraciónque en el Derecho Francés ésta era intransmisible y procurando evitar los problemas prácticos deaplicación que se podrían producir.● Que de lo anterior queda en claro que nuestro Código Civil no consagra la transmisibilidad dela obligación alimenticia; lo que sí establece es la asignación alimenticia forzosa como gravamenque afecta a la masa de bienes del causante y que constituye una baja general de la herencia. Asíse desprende del artículo 1168 del Código Civil. De esta forma, no es transmisible la obligaciónalimenticia, porque no pesa sobre los herederos del alimentante como deuda personal de éstos,sino que se hace efectiva en el patrimonio del causante como baja general de la herencia. De estemodo, se respeta el carácter personalísimo de la obligación, pero con la protección que le haasignado la ley en orden a asegurar el sustento del alimentario, mediante el reconocimiento deasignación forzosa, lo que implica que puede hacerse efectiva sobre la masa hereditaria,convirtiéndola en un verdadero gravamen de esta última.● Que en el caso sub-lite, el derecho del alimentario a percibir alimentos de su padre fuedeclarado por sentencia judicial mientras vivía el causante, quien se encontraba obligado al pago,por lo que de acuerdo con el artículo 1168 del Código Civil, los alimentos gravan la masahereditaria, al no haber dispuesto el causante su carga a uno o más partícipes de la sucesión. Talgravamen, sin embargo, debe reconocerse y aplicarse en los términos en que se estableció para elalimentante, sin que sea procedente una modificación en la forma que pretende la recurrente,después del fallecimiento del padre, bajo la modalidad de accionar en contra de los demásherederos, pues ello desconoce el carácter intransmisible y personalísimo de la obligaciónalimenticia.● Que, en efecto, la procedencia de la acción de alimentos, así como la que pretende su revisióny/o modificación, requieren del análisis de ciertos presupuestos: i) La existencia del alimentario ydel alimentante; ii) Estado de necesidad del primero y capacidad de proporcionar alimentos delsegundo. Lo anterior no se verifica en la especie, atendida la muerte del alimentante, hecho quehace que la obligación sólo sea procedente a través de la asignación forzosa de alimentos, deacuerdo a la pensión alimenticia vigente al fallecimiento de aquél, por ser ésta la época en que sefijan las obligaciones y derechos del causante.
7.- El voto de minoría (Ministra Sra. Maggi) estuvo por acoger el recurso de casación en el fondoe invalidar el fallo impugnado, conforme a los siguientes argumentos:● El rechazo de la demanda por falta de legitimación pasiva, importa infracción a los artículos323, 332 y 1167 número 1 del Código Civil, en relación al artículo 1170 del Código Civil, siendolegítima la pretensión de la demandante de adecuar la asignación forzosa que grava la masahereditaria a las actuales necesidades del alimentario.● La intransmisibilidad de la obligación alimenticia no constituye impedimento para que lademanda pueda dirigirse en contra de los integrantes de la comunidad hereditaria, pues alfallecimiento del causante, dicha obligación pasó a tener el carácter de una baja general de laherencia y al no haberse impuesto el pago a uno o más partícipes de la sucesión, grava la masahereditaria como baja general de la herencia.● En virtud de lo dispuesto en los artículos 323 y 332 del Código Civil, los alimentos seentienden concedidos por toda la vida del alimentario, continuando las circunstancias quelegitimaron la demanda y deben habilitarlo para subsistir modestamente de acuerdo a su posición
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social, lo que incluye la obligación de proporcionar la enseñanza de una profesión u oficio. Porende, las pensiones alimenticias son siempre susceptibles de ser revisadas, variando lascircunstancias que justificaron su regulación.● No existe inconveniente legal para que el alimentario pueda dirigirse en contra de los herederosdel causante, a fin de obtener un aumento de las pensiones de alimentos futuras que comoasignación forzosa gravan la masa hereditaria, si han variado las circunstancias que determinaronsu monto primitivo, cuando, como sucede en este caso, con ello no se pretende hacer efectiva laobligación alimenticia en el patrimonio personal de ninguno de los demandados, sino en el delcausante.● Confirma esta interpretación lo dispuesto en el artículo 1170 del Código Civil, conforme alcual las asignaciones alimenticias forzosas no se ven afectadas por las deudas o cargas quegraven el patrimonio del difunto, pero sí pueden rebajarse los alimentos futuros que parezcandesproporcionados a las fuerzas del patrimonio efectivo. Siendo así, es claro que la ley no haexigido que los alimentos fijados en vida del causante deban permanecer inmutables en el futuro,ni ha establecido excepción a las reglas generales que permiten ajustar su monto a lascircunstancias del caso. De lo contrario, tampoco podría aceptarse que los herederos demandaranla disminución de los alimentos o su cesación, por haber mejorado la fortuna del asignatario oconcurrir otra causa legal.
Pronunciada por la Cuarta Sala de la Corte Suprema, integrada por las Ministras señoras GabrielaPérez P., Rosa María Maggi D., Rosa Egnem S., Ministro señor Roberto Jacob Ch., y abogadointegrante señor Patricio Figueroa S. Redacción de la Ministra señora Rosa María Maggi D.
XXI.- Sentencia de la Corte de Apelaciones de Copiapó de fecha 22 de agosto de 2011, autosRol número 167-2011.
Normas decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículo 19, número 7 de laConstitución Política de la República; artículo 14 de la Ley número 14.908.
Cuestión medular: ¿puede acogerse un recurso de amparo interpuesto por el alimentante sobrequien pende una orden de arresto, cuando efectivamente adeuda pensiones alimenticias?
Conclusión de la Corte: es posible acoger el recurso, cuando a pesar de adeudarse pensionesalimenticias, el recurrente ha demostrado que existen razones plausibles que le impiden el pago yse encuentra pendiente de resolución una demanda de rebaja de la pensión de alimentos, fundadaen esas mismas razones.
1.- Con fecha 12 de mayo de 2011, la madre del menor alimentario solicitó orden de arresto delpadre. Por resolución de fecha 27 de julio de 2011, del Juzgado de Familia de Copiapó, sedecretó orden de arresto por un lapso de 15 días, en contra del alimentante señor G. M. R. Elmonto adeudado ascendía a $ 712.984.-
2.- Con fecha 12 de agosto de 2011, el alimentante solicitó dejar sin efecto la orden de arrestoque le afectaba, por existir causa de rebaja de alimentos que aún no contaba con sentencia. Eltribunal no dio lugar. Con fecha 17 de agosto el demandado reiteró su petición, señalando que enla causa de rebaja de alimentos ya existía citación a audiencia de juicio para el próximo 30 deseptiembre de 2011 y porque había realizado abonos parciales. El tribunal, dispuso que dentro de
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tercero día indicara y acreditara el demandado los aludidos abonos parciales, lo que en definitivaéste no cumplió.
3.- El demandado dedujo seguidamente recurso de amparo ante la Corte de Apelaciones deCopiapó, solicitando que se dejare sin efecto la orden de arresto, conforme a los siguientesfundamentos:● Sostuvo haber pagado en general sin mayores inconvenientes hasta el mes de marzo de 2011, lapensión alimenticia. En esta última fecha, quedó cesante, lo que le ha impedido dar íntegrocumplimiento a su obligación, viéndose en la necesidad de presentar el 25 de abril de 2011 unademanda de rebaja de alimentos decretados a favor de su hijo, llevándose a cabo la audienciapreparatoria el 18 de julio de 2011, ocasión en la cual su abogado expuso al Tribunal laimposibilidad que le afectaba al alimentante, señalando además que también debía pagaralimentos por otro hijo de 12 años y que su actual pareja se encontraba ad portas de dar a luz unhijo del recurrente.● Precisó que en esta causa, se había fijado audiencia de juicio para el día 30 de septiembre de2011, oportunidad en la que recién podría justificar su carencia de medios para el cumplimientoíntegro y oportuno de la obligación alimenticia.● Agregó que pese a la situación descrita, había seguido efectuando pagos parciales a la deudaque ha motivado el arresto.
4.- La Corte acogió el amparo, expresando para ello:● Consta que el recurrente interpuso demanda de rebaja de alimentos en contra de su cónyuge, enrepresentación del alimentario, con fecha 25 de abril de 2011.● Que en relación al estado procesal de esta causa, consta que se realizó audiencia preparatoria el18 de julio de 2011, ocasión en la que se fijó fecha para la audiencia de juicio para el 30 deseptiembre de 2011.● Lo anterior lleva a refrendar uno de los argumentos que sirve de fundamento al recurso delalimentante, en razón de constituir este último proceso un serio intento por acreditar aquellacircunstancia extraordinaria que, refiere el recurrente, ha impedido el cumplimiento íntegro de laobligación de alimentos a que se encuentra sujeto.● Que si bien en esa causa tal situación no cuenta aún con un reconocimiento judicial firme, no sepuede desconocer que hasta ahora el recurrente ha desplegado de su parte las actuacionesnecesarias para obtener tal declaración, la que obtendrá, si el mérito de la prueba que rendirá en lapróxima audiencia de juicio, así le permitiere dar por establecido dicho impedimento.● Que sin perjuicio de lo anterior, no se puede desconocer que el apremio, en este escenario, lotransforma en extremadamente grave y atento lo dispuesto en el artículo 14, inciso final de la Leynúmero 14.908, se aprecia razonable, por ahora, el suspender el apremio de arresto decretadocontra el recurrente por no pago de pensiones alimenticias.
No se indica composición de la Sala ni identidad del Ministro redactor.
XXII.- Sentencia de la Corte de Apelaciones de Valparaíso de fecha 18 de octubre de 2010,autos Rol número 480-2010.
Normas decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículo 66 número 4 y artículo 67número 6, letra b), de la Ley número 19.968; y artículos 766 y siguientes del Código deProcedimiento Civil.
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59 El fallo no dice más sobre éste aspecto, pero entendemos que el argumento de la demandada dice relación a laposibilidad de que al tiempo de interponer la demandada de rebaja de alimentos, la aludida hija del demandante yano fuere carga del mismo, en razón de su actual edad.

Cuestión medular: cómo debe ponderarse la prueba rendida por las partes, en un juicio de rebajade pensión de alimentos.
Conclusión de la Corte: el Juez no debe limitarse a enumerar las pruebas rendidas por las partes,sino que tiene que proceder a su análisis, para que, con el mérito de lo anterior, pueda arribar alas conclusiones que le permitan dar por acreditados o no ciertos hechos en los cuales fundar susentencia. Si lo expuesto no se cumple, la sentencia debe ser anulada, volviendo la causa alestado de realizar una nueva audiencia de juicio.
1.- Por sentencia del Tribunal de Familia de Viña del Mar de fecha 2 de junio de 2010, se decretóla rebaja de la pensión de alimentos que pagaba el demandante.
2.- Contra dicha sentencia, la parte demandada dedujo recurso de casación en la forma, pidiendoinvalidarla, por la causal número 9 del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil enrelación con el artículo 67 número 6, letra b, de la ley número 19.968, por haber sido pronunciadacon omisión de los requisitos establecidos en el artículo 66 número 4 de la misma Ley, esto es, elanálisis de la prueba rendida, los hechos que se estiman probados y el razonamiento que conducea esa conclusión.
3.- Se fundamenta el recurso en que el fallo impugnado no hace un análisis de toda la pruebarendida y de los hechos que estima probados y no contiene el razonamiento que conduce a laconclusión a la que arriba el juez. Sostiene que al no haber analizado la sentenciadora la pruebaen su plenitud, arribó a conclusiones diversas, produciendo un perjuicio a su parte reparable sólocon la nulidad del fallo. Agrega que la sentencia no hace alusión a la prueba testimonial rendidapor su representada, en la que dos testigos contestes en los hechos y dando razón de sus dichos,señalan constarles que el demandante tiene ingresos que provienen de la compra, preparación yventa de caballos de salto, dichos que no fueron desvirtuados por el demandante, quien tenía lacarga de la prueba. Tampoco acreditó el hecho que existiera en la actualidad una nueva cargapara el demandante, ya que al tiempo de fijarse los alimentos dicha hija tenía 20 años de edad59.Afirma también la parte demandada que de haberse analizado la prueba documental, el Juezhabría podido concluir que el demandante, de mala fe, había privado a sus hijos de beneficiosconsistentes en reembolsos por gastos médicos, al renunciar el primero, con posterioridad a lainterposición de la demanda, a un seguro de vida catastrófico, en virtud del cual se reembolsabangastos de salud de sus hijos. Asimismo, el actor privó a la madre de los menores del derecho areembolsar los gastos médicos de los menores en la empresa en que el primero trabaja. De estamanera, afirma la parte demandada, del análisis de la prueba se habría llegado a una conclusiónopuesta a la que llegó el Juez de primer grado, es decir, que las circunstancias habían variado,pero no a favor del demandante sino que en perjuicio de los demandados, al no quedar cubiertospor el seguro catastrófico y por el reembolso de gastos médicos. Solicita en definitiva que seinvalide el fallo y se dicte una sentencia de reemplazo que analice toda la prueba rendida comocorresponde hacerlo.
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4.- La Corte, al acoger el recurso, señaló que de la lectura del fallo se aprecia que el sentenciadorhace una enumeración de la prueba aportada por las partes, para luego, a la luz de los principiosde la sana crítica, tener por acreditados ciertos hechos, pero –agrega la Corte-, sin proceder arealizar un análisis de la prueba ni (contener) el razonamiento que conduce a su conclusión,infringiendo con ello el artículo 66 número 4 de la Ley número 19.968. Se aprecia lo anterior enlos considerandos 4º y 5º y luego en los considerandos 8º a 11º, en que sólo concluye el Juezciertos supuestos sin analizar ni ponderar prueba alguna. Procede por tanto acoger el recurso decasación deducido por la demandada, invalidando el fallo recurrido. Por tal razón, teniendo enconsideración el principio de la inmediatez que rige en esta materia, que obliga a que la pruebadebe ser analizada y ponderada o valorada por el mismo juez que la recibió, conforme a losartículos 12 y 66 bis de la Ley número 19.968, se retrotrae la causa al estado procesal de agendaruna nueva audiencia de juicio, dirigida por juez no inhabilitado.
Pronunciada por la Corte de Apelaciones de Valparaíso, integrada por el Ministro Sr. ManuelSilva Ibáñez, Ministra Sra. Inés María Letelier Ferrada y Fiscal Judicial Sra. Juana LathamFuenzalida. Redacción de la última.
XXIII.- Sentencia de la Corte Suprema de fecha 31 de enero de 2012, autos Rol número7.224-2011.
Normas decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículos 32 inciso 1º y 66 número 4de la Ley número 19.968; artículos 160 inciso 1º, 321 números 1 y 2, 322 inciso 1º, 323 inciso 1ºy 330, todos del Código Civil; artículo 7 de la Ley número 14.908; y artículos 764, 765, 766, 767,768 y 783 del Código de Procedimiento Civil.
Cuestión medular: ¿qué requisitos deben cumplirse para que pueda acogerse una demanda decese o de rebaja de pensión de alimentos?
Conclusión de la Corte: si no han variado las circunstancias que existieron al momento de fijar lapensión de alimentos, no es procedente acoger una demanda de cese o de rebaja de pensión dealimentos. Los hechos que invoque el alimentante para justificar su demanda, deben ser por endeposteriores y sobrevinientes a los que se tuvieron en cuenta para establecer la pensión primitiva.
1.- Por sentencia de fecha 7 de octubre de 2010, del 4º Juzgado de Familia de Santiago, se acogióla demanda de rebaja de pensión de alimentos deducida en contra de la madre de la hija delalimentante, en representación de ésta, fijándose la pensión de alimentos en cinco ingresosmínimos mensuales, y se hizo lugar también a la acción de cese de pensión de alimentos reguladaa favor de la misma madre de la menor.En sus demandas de rebaja y cese de pensiones alimenticias, el demandante señaló quetiene otras dos cargas de familia de un matrimonio anterior y debe prestar ayuda al menor de esoshijos. Asimismo, sostuvo que la madre de la menor cuenta con ingresos propios, cuantiosos,como gerente de una empresa de telecomunicaciones. Finalmente, afirmó que las pensionesactualmente fijadas (13,5 ingresos mínimos mensuales) superan el 50% de sus ingresosmensuales, los que alcanzan a $ 2.500.000.-El juez, al acoger ambas demandas, fundó su resolución en las circunstancias siguientes:
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● La demandada madre de la menor, percibe ingresos regulares y estables acordes a su profesióny por ende no se justifica una pensión de alimentos a su favor por cuanto ella no se encuentra enestado de necesidad.● Procede rebajar la pensión de alimentos a favor de la menor, por cuanto el monto de laactualmente regulada supera el 50% de los ingresos del actor.Cabe señalar que la obligación a favor de la hija menor de edad del alimentante cuyarebaja se solicita asciende a una pensión de alimentos por 10 ingresos mínimos mensuales. A suvez, la obligación a favor de la cónyuge del alimentante, cuyo cese éste demanda, asciende a 3,5ingresos mínimos mensuales.
2.- Se alzó la demandada, y una de las Salas de la Corte de Apelaciones de Santiago, por fallo defecha 24 de junio de 2011, revocó la sentencia de primera instancia, y en su lugar, rechazó ambasdemandas de rebaja y de cese de pensión de alimentos, sin costas.En su apelación, la parte demandada sostuvo que las pensiones actuales se habían fijadopor la Corte de Apelaciones de Santiago por sentencia de fecha 27 de agosto de 2008, ocasión enla que el demandante hizo valer los mismos fundamentos y alegaciones que vierte en la presentedemanda, no obstante que las circunstancias económicas y domésticas de las partes no hanvariado desde esa data.
3.- En contra de la última sentencia, la parte demandante dedujo recurso de casación en el fondo,fundando el mismo en los siguientes argumentos:● Se denuncia la vulneración de los artículos 32 inciso 1º y 66 número 4 de la Ley número19.968; artículos 160 inciso 1º, 321 números 1 y 2, 322 inciso 1º, 323 inciso 1º y 330, todos delCódigo Civil; y artículo 7 de la Ley número 14.908.● Se sostiene que los sentenciadores no analizaron toda la prueba rendida, contraviniendo losprincipios de la lógica y las máximas de la experiencia al disponer que se le paguen alimentos auna persona que tiene los medios para su adecuada subsistencia y que no se encuentra en estadode necesidad.● Se agrega que en relación a los alimentos que se debe a los descendientes, es obligación deambos padres proveer a las necesidades de la familia común en proporción a sus facultades.● Se afirma que la pensión de alimentos decretada supera el máximo permitido por la ley.● Se concluye que una correcta interpretación de los antecedentes allegados al juicio conforme alas reglas de la sana crítica, no permite arribar a la conclusión asentada por los jueces del fondo,por lo que se solicita la invalidación del fallo impugnado y la dictación de sentencia de reemplazoque confirme la de primer grado.
4.- La Corte Suprema, desestimó el recurso de casación en el fondo, expresando en su sentencia:● Que el Tribunal de alzada, conociendo de la apelación deducida por la demandada, revocó elfallo de primer grado, rechazando las peticiones de cese y de rebaja de alimentos, por cuanto delexamen de las probanzas ha podido apreciarse que no ha variado la capacidad económica delalimentante de manera que haga necesario reducir el monto de la pensión, así como tampoco seestableció un cambio significativo en los ingresos de la demandada y/o que ésta hubiera perdidola calidad de alimentaria.● Que, cabe señalar que los jueces del grado, en uso de las facultades que son de su exclusivacompetencia, esto es, en lo que concierne a la ponderación de la prueba, asentaron los hechos ydecidieron como se ha señalado.
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60 El artículo 170, número 5, del Código de Procedimiento Civil, permite al juez fundar su sentencia en los principiosde equidad, a falta de ley que resuelva la contienda: “Las sentencias definitivas de primera o de única instancia y las

● Que de conformidad con el artículo 32 de la Ley número 19.968, los jueces de familia debenapreciar la prueba de acuerdo a las reglas de la sana crítica, sistema que conduce aldescubrimiento de la verdad por los medios que aconsejan la lógica, las máximas de laexperiencia y los conocimientos científicamente afianzados. Las normas que la constituyen noestán establecidas en la ley, de modo que se trata de un proceso intelectual del tribunal queanaliza los antecedentes probatorios del litigio. Es, por tanto, una materia esencialmente deapreciación, y por lo mismo, de hecho, cuya valoración corresponde privativa y excluyentementea los jueces del fondo.● Que el recurso en estudio pretende modificar los supuestos fácticos y conclusiones a que hanarribado los sentenciadores, puesto que se desarrolla a partir de premisas distintas a lasestablecidas en la sentencia que se revisa y que dicen relación con la capacidad económica de laspartes y las necesidades de los alimentarios. Tal planteamiento, sin embargo, desconoce que loshechos de la causa son sólo los establecidos por los jueces del fondo en su sentencia y que éstosúnicamente pueden modificarse si el recurrente denuncia y se constata infracción de las normasreguladoras de la prueba.● Que en este contexto, las denuncias que se formulan por el recurrente como vulneración de losprincipios de la sana crítica, constituyen más bien discrepancias con la apreciación y valoraciónque han realizado los jueces del grado respecto de los antecedentes allegados al juicio, por noresultar acordes a la posición que dicha parte ha sustentado durante la litis.● Que cabe señalar que la demanda aparece fundada en circunstancias que existían al momentoen que se determinó la pensión de alimentos a favor de las demandadas, tales como la existenciade hijos de un matrimonio anterior e ingresos percibidos por la cónyuge, sin que se acreditaravariación de ellos ni de otras condiciones que puedan afectar las necesidades y facultades de laspartes. No debe olvidarse que si bien en materia de alimentos la sentencia produce sólo ladenominada cosa juzgada formal, no es menos cierto que la única manera de destruir o desvirtuardicho efecto es mediante la prueba de la variación en las circunstancias que se tuvieron en vista almomento de adoptar la decisión cuyo cambio se pretende, cambio o variación que no concurre enla especie.● Que tampoco puede sostenerse que se haya infraccionado el artículo 7º de la Ley número14.908, por cuanto la pensión de alimentos cuestionada fue fijada en una causa anterior y se hapagado por el lapso de un año en forma previa a la interposición de la demanda de autos, sin queen este proceso se haya acreditado por el actor y recurrente, como se indicó, un cambio en suscircunstancias económicas.
Pronunciada por la Cuarta Sala de la Corte Suprema, integrada por los Ministros señor PatricioValdés A., señora Gabriela Pérez P., señora Rosa Egnem S., señor Juan Fuentes B. y el MinistroSuplente señor Alfredo Pfeiffer R. Redacción a cargo de Ministra señora Rosa Egnem Saldías.
XXIV.- Sentencia dictada con fecha 20 de julio de 2007 por la Corte de Apelaciones deValparaíso, autos Rol IC número 42-2007.
Normas decisorias o consideradas principalmente en el fallo: artículo 7º de la Ley número14.908; artículo 230 del Código Civil; y artículo 170 número 5 del Código de ProcedimientoCivil60.
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de segunda que modifiquen o revoquen en su parte dispositiva las de otros tribunales, contendrán: (…) 5.º Laenunciación de las leyes, y en su defecto de los principios de equidad, con arreglo a los cuales se pronuncia elfallo.”

Cuestión medular: ¿puede el demandado ser condenado al pago de pensiones de alimentos que,sumada a otras que paga a consecuencia de otro litigio, excedan el 50% de sus rentas?
Conclusión de la Corte: es procedente que el demandado sea condenado al pago de pensiones quesumadas a otras que paga superen el 50% de sus rentas, cuando el propio alimentante se expuso aesta situación, al convenir en una de las causas promovidas en su contra por dos de sus hijosmayores de edad, el pago de pensiones que absorben el 35% de sus rentas, en circunstancias deque tenía otros dos hijos, que también habían demandado el pago de pensiones alimenticias, quetienen igual o mejor derecho que los primeros, considerando que uno de ellos es menor de edad.Interés superior de los menores es un factor que debe gravitar para resolver la materia. Enconsecuencia, no es razonable sostener que por aplicación del límite legal del 50% de las rentas,dos hijos sólo tienen derecho a recibir pensiones alimenticias no superiores al 15% de las rentasdel alimentante, mientras que otros dos hijos del alimentante, reciben pensiones que absorben el35% de las rentas del obligado. El caso expuesto, al no estar contemplado en la ley, debe serresuelto por el sentenciador cautelando el referido principio del interés superior de los menores,fundamental en nuestro Derecho de Familia.
1.- En un juicio iniciado el 26 de marzo de 2004, el alimentante fue condenado, en fallo deprimera instancia, al pago de una suma equivalente al 15% del total de sus remuneraciones brutasmensuales, a favor de sus dos hijos de 18 y 16 años.
2.- En un segundo juicio, iniciado el 22 de diciembre de 2004, se interpuso una demanda porotros dos hijos del alimentante, pero mayores de edad (de 25 y 24 años). En esta última causa, eldemandado ofreció una pensión de alimentos de $ 380.000.- mensuales, dictándose la sentenciael 2 de julio de 2005, condenándosele a pagar por concepto de pensión alimenticia a favor detales hijos mayores de edad la suma ascendente al 35% de su remuneración bruta.Considerándose lo anterior, la sentencia que se dictó en el juicio iniciado por los dos hijos de 18 y16 años, sólo decretó el pago de una pensión ascendente al 15% de la remuneración, pues en casode fijar un porcentaje mayor, se habría excedido el 50% máximo previsto en la ley.
3.- Contra la última sentencia, la parte demandante dedujo recurso de apelación, solicitando elaumento de la pensión. Dicho recurso fue acogido por la Corte de Valparaíso, que en susconsiderandos, advierte:● Que nuestra legislación no prevé el caso a tratar, esto es, en que un mismo obligado tiene unapluralidad de personas que pueden solicitarle alimentos y sus recursos no le alcanzan parasatisfacer a todas. Ante esta situación la doctrina estima que la solución ha de buscarse acudiendoa los principios de equidad (Código de Procedimiento Civil, artículo 170 número 5), para lo cualdeben considerarse las circunstancias de cada caso, tales como la proximidad del parentesco y lasrespectivas necesidades, como así también, la posibilidad de alguno de los acreedores deconseguir alimentos de otros obligados de grado ulterior y por último, el interés superior del niño,en el caso a tratar.
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● La Corte estima que el demandado se expuso voluntariamente a exceder del límite permitidopor la ley, a sabiendas que tenía cuatro hijos de filiación matrimonial, discriminando de estamanera, respecto de los dos que eran menores, los cuales en definitiva resultaron perjudicadospor el propio actuar del obligado, pues no podía por el monto de la pensión alimenticia provisoriay luego definitiva, limitar de alimentos a estos últimos hijos.● Si el demandado prefirió pagar más del máximo legal, por la suma de las cuatro pensiones,ejerció una opción que le pertenece por entero, y contra ella nada puede hacer la Corte, unidoademás el hecho que la ley se entiende conocida por todos, esto es, que siempre debió tenerpresente su obligación alimenticia respecto de sus cuatro hijos y del límite que le impone la ley.De no razonarse de esta forma, bastaría que cualquier obligado al pago de pensiones alimenticias,eligiera por sí, privilegiar sólo algunos, incluso seleccionar de acuerdo a su propio afecto y norespecto de las necesidades alimenticias reales de los menores, pasando a llevar el principiorector en materia de menores, cual es que debe siempre primar el interés superior de éstos, razónpor la cual la Corte procederá a aumentar la pensión alimenticia.
4.- En definitiva, la Corte elevó la pensión alimenticia a favor de los hijos de 16 y 18 años a lasuma equivalente en dinero al 30% total de las remuneraciones brutas que reciba mensualmenteel demandado.
Pronunciada por la Corte de Apelaciones de Valparaíso (no se indica Ministros que la integran).Redacción a cargo de Ministra Sra. Inés María Letelier Ferrada.
XXV.- Sentencia de la Corte de Apelaciones de Punta Arenas, de fecha 6 de diciembre de2024, autos Rol N° 214-2024 (amparo).
Normas legales decisorias o consideradas principalmente en el fallo: art. 14 de la Ley N° 14.908.
Cuestión Medular: procedencia de la medida de apremio de arresto contra de los abuelos quetienen la calidad de alimentantes.
Decisión de la Corte: medida de apremio mencionada no procede en contra de los abuelos.

Punta Arenas, seis de diciembre de dos mil veinticuatro.VISTOS:Comparece Cecilia del Carmen Caro Chávez, cédula de identidad Nº11.911.258-3,domiciliada en pasaje Apala Nº0555 de esta ciudad, quien recurre de amparo en contra deRicardo Larenas Bustos, Juez destinado en el Juzgado de Familia de Punta Arenas, en atención alo resuelto con fecha 26 de septiembre de 2024, rectificado con fecha 30 siguiente, por la quedespacha arresto nocturno en su contra, solicitando se deje sin efecto las medidas de apremiodictadas por ser atentatorias contra la garantía constitucional del articulo 19 Nº7 letra a) de laConstitución Política.Explica que con fecha 29 de noviembre de 2023, se interpuso una demanda de alimentosmenores en su contra, por la madre de sus nietos por línea paterna G.T.O.O. y D.K.O.R.,solicitando se decreten alimentos provisorios por la suma de $500.000, fundado en que la pensiónde alimentos a la que se encuentra obligado el padre de los niños es insuficiente, siendo la madrequien detenta el cuidado personal, no percibe ingresos de ninguna especie. Luego de efectuar lasindagaciones respecto de la capacidad económica de la amparada, pese a haberse detectado que
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no tenía la suficiente para dar lugar a lo solicitado; la Juez Sra. Vergara decidió estar a larespuesta del Conservador de Bienes Raíces, quién debía informar si los demandados de la causatenían inmuebles escritos a su nombre.Añade que una vez arribado el Oficio del Conservador de Bienes Raíces, en audienciacelebrada el día 28 de febrero de 2024, la Juez Sra. Fuentealba resolvió lo siguiente: “Teniendoen consideración lo que ha informado el Conservador de Bienes Raíces, en cuanto a que lademandada tiene dos bienes raíces inscritos a su nombre y teniendo el informe del SII en dondeaparece claramente que el demandado don Luis, tiene también ingresos de otras actividadesremunerativas y en cuanto a la alegación que hace el abogado de los demandados que noacompañan informes de salud de uno de ellos, como tampoco de la supuesta deuda que tendríancon Gasco Magallanes y teniendo en consideración lo que dispone el artículo 3 y 4 de la LeyN°14.908 y la Convención de los Derechos del Niño, se hace indispensable decretar los alimentosprovisorios, los que quedan fijados en la cantidad de 7,77085 UTM que equivale al día de hoy28/02/2024 a la suma de $ 500.000, que deberá ser depositados en dos cuentas de ahorro a lavista donde cada uno deberá́ cancelar 3,88543 UTM que equivale a la suma de $250.000 el día dehoy, pagadero los primeros diez días de cada mes, a contar de marzo de 2024.”Sostiene que en caso alguno se acreditó que tuviera capacidad económica para sostener elpago de la pensión de alimentos que se ordena. Ante la imposibilidad de cumplir con laobligación alimenticia impuesta por el tribunal, se generó una deuda de alimentos, por lo que lademandante solicitó se apliquen los apremios que establece la ley 14.908 sobre pago de pensiónde alimentos.Debido a ello el 26 de septiembre, el Juez Destinado Sr. Larenas despachó una orden dearresto nocturno en su contra, junto a otros apremios, de manera ilegal y arbitraria, excediendo desus facultades y sin considerar sus circunstancias sociales y económicas; resolución queposteriormente fue rectificada con fecha 30 de septiembre de 2024, manteniéndose en el mismosentido.Destaca que entregó antecedentes suficientes para acreditar que no tiene los mediosnecesarios para el cumplimiento de la obligación alimenticia impuesta, no fueron tomados enconsideración, obviando que tiene a su cargo a su hijo Ariel Oyarzun Caro, quien tiene síndromede Down, contando con certificado de discapacidad, el que acompañó, ejerce la labor decuidadora a su respecto, su hijo no es una persona autónoma ni autosuficiente, dedicándose eltiempo completo a su cuidado lo que le impide realizar cualquier tipo de trabajo remunerado.Agrega que no se consideró su declaración de patrimonio, donde declaró que su único ingresoproviene de la pensión de sobrevivencia [invalidez] de $100.000.-, pesos que percibe su hijo.Enfatiza que respecto de los abuelos no se aplica la presunción de solvencia establecida enel artículo 3° de la Ley N°14.908, por lo que esto deberá probarse si estos cuentan con losrecursos necesarios a fin de poder determinar el monto de la pensión de los alimentos quedeberán pagar a sus nietos.Alega que la pensión de alimentos que se ha decretado excede el 50% de la remuneraciónpercibida por la alimentante, lo que transgrede lo dispuesto en el artículo 7° de la norma encomento.El arresto decretado como medida de apremio resulta improcedente a la luz del artículo 14de la Ley N°14.908, por cuanto aquella faculta al juez de familia a decretarlo en aquellos casos enque exista un incumplimiento de la obligación respecto de los casos en que se debe alimentos porresolución que cause ejecutoria en favor del cónyuge, de los padres, de los hijos o del adoptado.Del tenor de la norma entiende que sólo procede la orden de arresto nocturno en tanto elalimentante sea el cónyuge, el hijo y/o el padre o madre, sin embargo, la norma nada señala
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respecto de los alimentos decretados en favor de los nietos, no se considera en la hipótesis de lanorma a los abuelos como alimentantes.Estima que el apremio decretado en su contra es excesivo, ilegal y arbitrario, por lasrazones expuestas, con lo que se vulnera su derecho a la libertad personal y seguridad individual;citando jurisprudencia en apoyo de su pretensión, causa de Amparo ROL 85654-2021Excelentísima Corte Suprema.Informa por el Juzgado de Familia de Punta Arenas, Connie Fuentealba Oyarzun, Juezpresidenta del Tribunal de Familia de Punta Arenas, solicitando el rechazo del recurso interpuestopor improcedente y por haber actuado el Juez con estricto apego a la ley y el proceso.Refiere que la resolución impugnada fue dictada en causa C-1461-2023.Sostiene que el legislador ha creado el Recurso de Amparo en casos donde existailegalidad y arbitrariedad, conforme a la Constitución Política de la República, por lo que no es elinstrumento para reponer una resolución dictada legalmente por un Juez de la República.Se trajeron los autos en relación.CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:PRIMERO: Que el recurso de amparo es una acción constitucional que da origen a unprocedimiento autónomo que tiene por objeto proteger la libertad personal y seguridad individual,cuando ella se encuentra amenazada, coartada o vulnerada en cualquier forma, en virtud de unaorden ilegítima o de un acto arbitrario.En consecuencia, puede interponerse de inmediato para instar por la libertad física oambulatoria de una persona contra quien exista una orden de arraigo, detención o prisiónemanada de autoridad que no tenga facultad para disponerla o que, teniendo esa facultad, la haexpedido fuera de los casos previstos en la ley o sin que haya mérito o antecedente que lajustifiquen, sea que dicha orden se haya ejecutado o no, por lo que el amparado o cualquierpersona a su nombre podrán, si no se hubieren deducido los otros recursos legales, reclamar suinmediata libertad o que se subsanen los respectivos defectos.Por último y acorde a lo expuesto, la procedencia de esta acción en contra de unaresolución judicial es excepcional.Conforme a lo anterior, los fundamentos de la acción constitucional deben ser analizadosuno a uno para efectos de determinar si concurren en la especie y autorizan la protecciónconstitucional que este arbitrio otorga.SEGUNDO: Que, se funda la acción constitucional en el hecho que el Juzgado de Familia de estaciudad, en la causa singularizada en lo expositivo, ha dispuesto medidas de apremio en contra dela amparada, por la obligación alimenticia insoluta; lo que infringe lo dispuesto en los artículos3º, 7º y 14 de la Ley Nº14.908.TERCERO: Que, a su turno, la Sra. Juez presidenta del aludido Tribunal, sostiene que lasresoluciones dictadas en el proceso se encuentran ajustada a la normativa vigente, lo que excluyecualquier ilegalidad o arbitrariedad.CUARTO: Que, el artículo 19 numera 7° letra b) de la Constitución Política de la Repúblicaconsagra en favor de toda persona el derecho a no ver restringida su libertad personal sino en loscasos que ella misma y la ley determinan. Por consiguiente, cualquier ley que describa un caso deexcepción, ha de ser restrictivamente interpretada, teniendo presente que debe ser siempreprotegido el derecho fundamental aludido.QUINTO: Que, el inciso primero del artículo 14 de la Ley Nº 14.908 establece: “Si decretadoslos alimentos por resolución que cause ejecutoria en favor del cónyuge, de los padres, de los hijoso del adoptado, el alimentante no hubiere cumplido su obligación en la forma pactada u ordenadao hubiere dejado de pagar una o más de las pensiones decretadas, el tribunal que dictó la
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resolución deberá, a petición de parte o de oficio y sin necesidad de audiencia, imponer al deudorcomo medida de apremio, el arresto nocturno entre las veintidós horas de cada día hasta las seishoras del día siguiente, hasta por quince días. El juez podrá repetir esta medida hasta obtener elíntegro pago de la obligación”.SEXTO: Que, la norma transcrita, tolera tal apremio, única y exclusivamente cuando se está enpresencia de una obligación alimenticia, decretada en beneficio del cónyuge, de los padres, de loshijos o del adoptado; más no se extiende al pago de los alimentos ordenados pagar a los abuelos,quienes asumen la obligación en carácter subsidiario al principal obligado, el padre o madre.SEPTIMO: Que, al haber incurrido el Tribunal en una interpretación por analogía respecto de unanorma restrictiva de derechos, la cual se encuentra vedada en el ordenamiento jurídico, teniendopresente que los alimentos se han demandado ante la insuficiencia que paga el principal obligadoy la circunstancia de existir otro demandado que cuenta con ingresos para solventar la pensióndecretada, se observa que el apremio dispuesto en perjuicio de la amparada resulta ilegal yarbitrario, esto último, al no sopesar sus circunstancias personales, alegadas en esta sede.OCTAVO: Que, de acuerdo con lo razonado, se ha comprobado en la especie la existencia de unaresolución ilegal y arbitraria que conculca la garantía fundamental de libertad personal de laamparada, por lo que la acción debe ser acogida.Por estas consideraciones y visto, además, lo dispuesto en el artículo 21 de la ConstituciónPolítica de la República, SE ACOGE el recurso de amparo deducido por Cecilia del Carmen CaroChávez en contra del Sr. Juez Ricardo Larenas Bustos, destinado en el Juzgado de Familia de estaciudad, y con su mérito se deja sin efecto la resolución de 26 de septiembre de 2024, rectificadael día 30 del mismo mes, en aquella parte que impuso a la amparada las medidas de apremiocontempladas en el artículo 14 de la Ley Nº14.908, y en su lugar se rechazan tales medidas.Comuníquese, regístrese y archívense.Rol Corte Nº214-2024. AMPARO.
XXVI.- Sentencia de la Corte de Valparaíso de fecha 5 de mayo de 2025, autos Rol N° 303-2025.
Normas legales decisorias o consideradas principalmente en el fallo: art. 19 quinquies de la LeyN° 14.908.
Cuestión Medular: procedencia de recurrir en más de una oportunidad al procedimientoextraordinario de pago de alimentos mediante traspaso de fondos previsionales.
Decisión de la Corte: no estableciendo el artículo 19 quinquies de la Ley N°14.908, un límite deoportunidades para solicitar el inicio del procedimiento extraordinario de cobro de pensiones dealimentos adeudadas, criterio asentado por resolución dictada por esta misma Corte en causas RolN°959-2024, Rol N°1083-2024 y Rol N°108- 2025, procede acoger el recurso de apelaciónimpetrado.

Valparaíso, cinco de mayo de dos mil veinticinco.Vistos y teniendo presente:1°) Que, la parte demandante interpone recurso de apelación subsidiaria, respecto de la resoluciónde veinticuatro de febrero de dos mil veinticinco, en virtud de la cual se negó lugar a iniciar elprocedimiento extraordinario contemplado en el artículo 19 quinquies de la Ley N°14.908, porsegunda vez.
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2°) Que, de la lectura del mencionado artículo 19 quinquies de la Ley N°14.908, se desprendeque no fue limitado por el legislador en forma expresa las oportunidades en que la parteinteresada podría solicitar el inicio del procedimiento extraordinario de cobro de pensionesalimenticias y, que la alusión a la expresión “extraordinariamente” con la cual comienza suarticulado, hace referencia al procedimiento de búsqueda de patrimonio que el artículo precedenteestablece como primer paso, antes de recurrir a los fondos previsionales del alimentante.3°) Que, en consecuencia, no estableciendo el artículo 19 quinquies de la Ley N°14.908, unlímite de oportunidades para solicitar el inicio del procedimiento extraordinario de cobro depensiones de alimentos adeudadas, criterio asentado por resolución dictada por esta misma Corteen causas Rol N°959-2024, Rol N°1083-2024 y Rol N°108- 2025, procede acoger el recurso deapelación impetrado.Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en el artículo 19quinquies de la Ley N°14.908 y artículo 67 de la Ley N 19.968, se revoca, la resolución apeladade veinticuatro de febrero de dos mil veinticinco, dictada en la causa Rol Z-2732-2022 por elJuzgado de Familia de Valparaíso y, en su lugar se resuelve que se da lugar a lo solicitado por laparte alimentaria, debiendo el tribunal a quo dar inicio al procedimiento extraordinario de cobrodel artículo 19 quinquies de la Ley N°14.908, sin perjuicio de respetar los límites que establece lanormativa citada.Notifíquese, comuníquese y devuélvase.N°Familia-303-2025”.
XXVII.- Sentencia de la Corte de Copiapó de fecha 27 de junio de 2025, autos Rol N° 133-2025.
Normas legales decisorias o consideradas principalmente en el fallo: art. 19 quinquies de la LeyN° 14.908.
Cuestión Medular: procedencia de recurrir en más de una oportunidad al procedimientoextraordinario de pago de alimentos mediante traspaso de fondos previsionales.
Decisión de la Corte: el artículo 19 quinquies de la Ley 14.908 no establece una limitacióntemporal para su empleo, sino que solo prevé su ejercicio extraordinario, en la medida queresulten reunidas las exigencias que la misma disposición fija y persista la necesidad de laprestación alimenticia, de manera que, para modular su empleo, será pertinente que el tribunalpromueva su utilización informadamente, propendiendo hacia la fijación de una cantidad porconcepto de pago de alimentos adeudados que no disminuya excesivamente los fondosdisponibles en la cuenta de capitalización individual del alimentante, pero que satisfaga lasnecesidades alimenticias del alimentario.

“Copiapó, veintisiete de junio de dos mil veinticinco.Vistos:Teniendo únicamente presente que el artículo 19 quinquies de la Ley 14.908 no estableceuna limitación temporal para su empleo, sino que solo prevé su ejercicio extraordinario, en lamedida que resulten reunidas las exigencias que la misma disposición fija y persista la necesidadde la prestación alimenticia, de manera que, para modular su empleo, será pertinente que eltribunal promueva su utilización informadamente, propendiendo hacia la fijación de una cantidadpor concepto de pago de alimentos adeudados que no disminuya excesivamente los fondos
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disponibles en la cuenta de capitalización individual del alimentante, pero que satisfaga lasnecesidades alimenticias del alimentario, y de conformidad a lo dispuesto en los artículos 67 de laLey 19.968 y 186 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, SE REVOCA la resoluciónapelada, dictada con fecha veintiocho de enero de dos mil veinticinco, por la jueza del Juzgado deFamilia de Copiapó, doña Mitzi Belmar Bustos, y en su lugar se resuelve que se accede a lapetición formulada a folio 278, por doña Katherine, debiendo el tribunal a quo adoptar lasmedidas pertinentes para su cumplimiento.Acordada con el voto en contra del ministro señor Pablo Krumm De Almozara, quienestuvo por confirmar la resolución apelada, por las siguientes consideraciones:1°) Que la modificación a la Ley 14.908 sobre Abandono de Familia y Pago de PensionesAlimenticias, introducida por la Ley 21.389 que crea el Registro Nacional de Deudores dePensiones de Alimentos, estableció diversos mecanismos compulsivos para el cumplimiento delpago de las pensiones de alimentos adeudadas, entre ellos, el extraordinario del artículo del 19quinquies Lo anterior es así dado que el legislador tuvo en vista los intereses jurídicos referidos ala satisfacción del pago de los alimentos adeudadas al alimentario y, a la vez, la preservación delfondo previsional del alimentante, el que le permitirá generar una pensión de jubilación.2°) Que en consonancia con lo anterior, si se ejecutaran otros procedimientos extraordinarios,aplicados al mismo fondo previsional del demandado, éstos conllevarían al agotamiento delmismo, lo que resulta ilógico desde el análisis interpretativo de la norma en cuestión, pues si ésehubiere sido el propósito del legislador, no se hubiera exigido en el requisito de su procedencia,una distinción según la edad del alimentante, para establecer el porcentaje de un 50%, 80% o90% de los recursos acumulados en la cuenta de capitalización individual, que se destinen al pagode las pensiones de alimentos adeudadas.3°) Que por lo expuesto, resulta razonable concluir que es procedente acudir una sola vez a esteprocedimiento extraordinario del mentado artículo 19 quinquies de la Ley 14.908, como yaaconteció en la presente causa.4°) Que por lo señalado, quien disiente estima que la decisión que se impugna resulta ajustada ala interpretación restrictiva que debe darse a la norma en cuestión.Regístrese y devuélvase.N°Familia-133-2025”.


